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— De la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales en relación con el Proyecto de Ley de medidas para el estable-
cimiento de un sistema de jubilación gradual y flexible (procedente del Real Decreto-Ley 16/2001, de 27 de
diciembre). SE TRAMITA POR EL PROCEDIMIENTO DE URGENCIA. (Publicado en el «Boletín Oficial
de las Cortes Generales», Senado, Serie II, número 68, de fecha 17 de junio de 2002). (Número de expediente
S. 621/000068). (Número de expediente C. D. 121/000067).



— De la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales en relación con la Proposición de Ley de modificación del ar-
tículo 28 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1995, de 24 de marzo. (Publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie III B, nú-
mero 4, de fecha 17 de junio de 2002). (Número de expediente S. 624/000003). (Número de expediente C. D.
122/000098).

Séptimo

Lectura única de proyectos y proposiciones de ley remitidos por el Congreso de los Diputados:

— Proposición de Ley Orgánica de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. (Publicado en el «Bo-
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la Viña y el Vino, hecho en París el 3 de abril de 2001. (Publicado en el «Boletín Oficial de las Cortes Genera-
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mero de expediente C. D. 110/000162).
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C. D. 110/000164).

— Convenio entre España y Australia sobre Seguridad Social, hecho en Madrid el 31 de enero de 2002. (Publi-
cado en el «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Senado, Serie IV, número 166, de fecha 31 de mayo de
2002. (Número de expediente S. 610/000166). (Número de expediente C. D. 110/000165).

— Convenio celebrado por el Consejo de la Unión Europea de conformidad con lo establecido en el artículo 34
del Tratado de la Unión Europea, relativo a la asistencia judicial en materia penal entre los Estados Miem-
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pediente C. D. 110/000166).
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SUMARIO

Se reanuda la sesión a las nueve horas y treinta minutos.

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE
PROYECTOS Y PROPOSICIONES DE
LEY REMITIDOS POR EL CON-
GRESO DE LOS DIPUTADOS (Conti-
nuación) .......................................................

De la Comisión de Ciencia y Tecnología en
relación con el Proyecto de Ley de servi-
cios de la sociedad de la información y de
comercio electrónico...................................

El señor Arroyo Hodgson, Presidente de la Comisión, pre-
senta el dictamen. La señora Ministra de Ciencia y
Tecnología (Birulés Bertrán) presenta el proyecto de
ley.

Se inicia el debate de las propuestas de veto.

La señora De Boneta y Piedra, del Grupo Mixto, defiende
la propuesta de veto número 1. Se anuncia la retirada
de la propuesta de veto número 2, del señor Quintana
González, del Grupo Mixto. Se da por decaía la pro-
puesta de veto número 3, de los señores Cámara Fer-
nández y Cabrero Palomares, del Grupo Mixto.  El se-
ñor Albistur Marin defiende la propuesta de veto nú-
mero 4, del Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos.
El señor Gibert i Bosch defiende la propuesta de veto
número 6, del Grupo Entesa Catalana de Progrés. El
señor Lavilla Martínez defiende la propuesta de veto
número 5, del Grupo Socialista. La señora Delgado
García consume un turno en contra. En turno de por-
tavoces, hacen uso de la palabra la señora De Boneta
y Piedra, por el Grupo Mixto, y los señores Rodríguez
Díaz, por el Grupo de Senadores de Coalición Cana-
ria; Albistur Marin, por el Grupo de Senadores Nacio-
nalistas Vascos; Gibert i Bosch, por el Grupo Entesa
Catalana de Progrés; Varela i Serra, por el Grupo Ca-
talán en el Senado de Convergència i Unió, y Lavilla
Martínez, por el Grupo Socialista, así como la señora
Delgado García, por el Grupo Popular.

Se rechaza la propuesta de veto número 1, de la señora De
Boneta y Piedra, por Grupo Mixto, por 54 votos a fa-
vor, 148 en contra y 1 abstención. 

Se rechaza la propuesta de veto número 4, del Grupo de
Senadores Nacionalistas Vascos, por 54 votos a favor y
148 en contra.

Se rechaza la propuesta de veto número 6, del Grupo En-
tesa Catalana de Progrés, por 54 votos a favor y 149
en contra.

Se rechaza la propuesta de veto número 5, del Grupo So-
cialista, por 54 votos a favor, y 148 en contra.

Se inicia el debate del articulado.

Se anuncia la retirada de las enmiendas números 1 a 22,
del señor  Quintana González, del Grupo Mixto. De-
caen las enmiendas números 23 a 62, de los señores
Cámara Fernández y Cabrero Palomares, del Grupo
Mixto. El señor Albistur Marin defiende las enmiendas
números 63 a 67 y 69 a 94, del Grupo de Senadores Na-
cionalistas Vascos. El señor Gibert i Bosch defiende las
enmiendas del Grupo Entesa Catalana de Progrés nú-
meros145 a 165, sí como la vuelta al texto del Congreso
de los Diputados en lo modificado por las enmiendas
números 172 y 180 del Grupo Popular. El señor Varela
i Serra defiende las enmiendas números 135 a 137 y
139 a 144, del Grupo Catalán en el Senado de Con-
vergència i Unió. El señor Saavedra Acevedo defiende
las enmiendas del Grupo Socialista números 95 a 117,
119 a 127 y 129 a 134, sí como la vuelta al texto del
Congreso de los Diputados en lo modificado por las en-
miendas números 172 y 180, salvo el párrafo tercero, y
181 a 184, del Grupo Popular. Las señoras Delgado
García y Coloma Pesquera consumen un turno en con-
tra. En turno de portavoces, hacen uso de la palabra los
señores Rodríguez Díaz, por el Grupo de Senadores de
Coalición Canaria; Albistur Marin, por el Grupo de
Senadores Nacionalistas Vascos, Gibert i Bosch, por el
Grupo Entesa Catalana de Progrés, Varela i Serra, por
el Grupo Catalán en el Senado de Convergència i Unió,
y Saavedra Acevedo, por el Grupo Socialista, así como
la señora Coloma Pesquera, por el Grupo Popular. 

Se procede a votar. 

Se rechaza la enmienda número 67, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 53 votos a favor, 133 en
contra y 14 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 70, el Grupo de Senadores
Nacionalistas Vascos, por 56 votos a favor, 143 en con-
tra y 1 abstención.

Se rechaza la enmienda número 72, el Grupo de Senadores
Nacionalistas Vascos, por 19 votos a favor, 135 en con-
tra y 47 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 73, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 7 votos a favor, 143 en
contra y 51 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 75, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 56 votos a favor, 144 en
contra y 1 abstención.

Se rechazan las enmiendas números 80, 85 y 86, del Grupo
de Senadores Nacionalistas Vascos, por 63 votos a fa-
vor, 134 en contra y 4 abstenciones. 
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Se rechaza la enmienda número 87, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 67 votos a favor y 133 en
contra.

Se rechaza la enmienda número 89, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 55 votos a favor, 143 en
contra y 1 abstención.

Se rechazan las restantes enmiendas del Grupo de Sena-
dores Nacionalistas Vascos por 52 votos a favor, 144
en contra y 4 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 146 y 164, del Grupo
Entesa Catalana de Progrés, por 56 votos a favor, 143
en contra y 1 abstención.

Se rechazan las enmiendas números 148, 152 y 156, del
Grupo Entesa Catalana de Progrés, por 45 votos a fa-
vor, 144 en contra y 12 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 158, del Grupo Entesa
Catalana de Progrés., por 62 votos a favor, 134 en con-
tra y 5 abstenciones. 

Se rechazan las restantes enmiendas del Grupo Entesa Ca-
talana de Progrés por 52 votos a favor, 144 en contra y
5 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 136 y 137, del Grupo
Catalán en el Senado de Convergència i Unió, por 22
votos a favor, 134 en contra y 45 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números  135, 139, 140 y 143,
del Grupo Catalán en el Senado de Convergència i
Unió, por 67 votos a favor y 134 en contra 

Se rechazan las restantes enmiendas del Grupo Catalán en
el Senado de Convergència i Unió  por 63 votos a fa-
vor, 134 en contra y 4 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 132 y 133, del Grupo
Socialista, por 57 votos a favor y 144 en contra.

Se rechazan las enmiendas números  98, 100 a 102 y 126,
del Grupo Socialista, por 45 votos a favor, 143 en con-
tra y 13 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 127, 130 y 134, del
Grupo Socialista, por 46 votos a favor, 143 en contra y
11 abstenciones.    

Se rechazan las restantes enmiendas del Grupo Socia-
lista por 53 votos a favor, 144 en contra y 4 absten-
ciones. 

Se aprueban los artículos 2.1, 8.4, 11.1, 17.3, 34 y 35.1, así
como la disposición adicional tercera, párrafo se-
gundo, por 136 votos a favor, 62 en contra y 2 absten-
ciones. 

Se aprueba el artículo 5.2 y la disposición adicional sexta
nueva, apartado 3, párrafo tercero, por  196 votos a fa-
vor, 2 en contra y 2 abstenciones. 

Se aprueba el resto del dictamen por 148 votos a favor y
51 en contra.

La señora Presidenta anuncia a la Cámara el traslado de
las enmiendas aprobadas por el Senado al Congreso
de los Diputados.

De la Comisión de Defensa en  relación con el
Proyecto de Ley de modificación de la
Ley 17/1999, de 18 de mayo, de régimen
del personal de las Fuerzas Armadas, al
objeto de permitir el acceso a extranjeros
a la condición de militar profesional de
tropa y marinería (Votación de las en-
miendas y el dictamen)...............................

Se rechazan las enmiendas números 4 a 15, de los Grupos
Socialista y  Entesa Catalana de Progrés, por 43 votos
a favor, 134 en contra y 22 abstenciones. 

Se aprueba el texto del dictamen por 144 votos a favor, 45
en contra y 10 abstenciones. 

La señora presidenta anuncia a la Cámara que queda de-
finitivamente aprobado por las Cortes Generales el
proyecto de ley. 

De la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales
en relación con el Proyecto de Ley de medi-
das para el establecimiento de un sistema
de jubilación gradual y flexible (procedente
del Real Decreto-Ley 16/2001, de 27 de di-
ciembre). SE TRAMITA POR EL PRO-
CEDIMIENTO DE URGENCIA (Vota-
ción de las enmiendas y el dictamen)...........

Se rechaza la enmienda número 1, de la señora De Boneta
y Piedra, del Grupo Mixto, por 51 votos a favor, 143 en
contra y 5 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 2 y 3, de la señora De
Boneta y Piedra, del Grupo Mixto, por 23 votos a fa-
vor, 133 en contra y 40 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 16, 21, 23 y 25, de los
señores Cámara Fernández y Cabrero Palomares, del
Grupo Mixto, por 52 votos a favor, 143 en contra y 4
abstenciones. 

Se rechazan las restantes enmiendas de los señores Cá-
mara Fernández y Cabrero Palomares, del Grupo
Mixto, por 8 votos a favor, 185 en contra y 4 absten-
ciones. 
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Se rechaza la enmienda número 33, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 13 votos a favor, 175 en
contra y 10 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 34, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 22 votos a favor, 174 en
contra y 2 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 35, del Grupo de Senado-
res Nacionalistas Vascos, por 23 votos a favor, 133 en
contra y 43 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 51, 53 y 56, del Grupo
Entesa Catalana de Progrés, por 56 votos a favor, 143
en contra y 1 abstención.

Se rechaza la enmienda número 54, del Grupo Entesa Ca-
talana de Progrés, por 60 votos a favor, 133 en contra
y 4 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 52 y 55, del Grupo
Entesa Catalana de Progrés, por 53 votos a favor, 131
en contra y 13 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 31, del Grupo Catalán en
el Senado de Convergència i Unió, por 65 votos a fa-
vor, 133 en contra y 1 abstención.

Se rechazan las restantes  enmiendas del Grupo Catalán
en el Senado de Convergència i Unió por 66 votos a fa-
vor y 133 en contra.

Se rechazan las enmiendas números 36, 38 a 40, 42 y 50,
del Grupo Socialista, por 55 votos a favor, 143 en con-
tra y 1 abstención.

Se rechazan las enmiendas números 37 y 49, del Grupo
Socialista, por 66 votos a favor y 132 en contra.

Se rechazan las enmiendas números 44 y 45, del Grupo
Socialista, por 58 votos a favor, 132 en contra y 5 abs-
tenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 41 y  46 a 48, del
Grupo Socialista, por 56 votos a favor, 133 en contra y
10 abstenciones. 

Se aprueba una propuesta de modificación del dictamen,
firmada por todos los Grupos Parlamentarios, relativa
al tercer párrafo de la disposición adicional segunda,
por asentimiento de la Cámara.

Se aprueba el texto del dictamen por 155 votos a favor y
44 en contra 

La señora Presidenta anuncia a la Cámara el traslado de
las enmiendas aprobadas por el Senado al Congreso
de los Diputados.

De la Comisión de Trabajo y Asuntos Socia-
les en relación con la Proposición de Ley
de modificación del artículo 28 del Texto
Refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por Real De-
creto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.
(Votación de las enmiendas y el dicta-
men) ............................................................

Se rechazan las enmiendas números 4 y 5, del Grupo So-
cialista, por 44 votos a favor, 143 en contra y 12 abs-
tenciones. 

Se aprueba el texto del dictamen por 158 votos a favor
y 41 abstenciones. 

LECTURA ÚNICA DE PROYECTOS Y
PROPOSICIONES DE LEY REMITI-
DOS POR EL CONGRESO DE LOS DI-
PUTADOS ...................................................

Proposición de Ley Orgánica de reforma
parcial de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal ............................................................

Se aprueba la proposición de ley por asentimiento de la
Cámara. 

La señora presidenta anuncia a la Cámara que queda de-
finitivamente aprobada por las Cortes Generales la
proposición  de ley. 

DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE IN-
COMPATIBILIDADES .............................

Dictamen de la Comisión de Incompatibili-
dades en relación con diversos señores Se-
nadores ........................................................

El señor Ainsa Escartín, Presidente de la Comisión, pre-
senta el dictamen, que se aprueba por asentimiento de
la Cámara.

CONOCIMIENTO POR EL PLENO DE
TRATADOS Y CONVENIOS INTER-
NACIONALES REMITIDOS POR EL
CONGRESO DE LOS DIPUTADOS .......

Convenio entre el Reino de España y la Re-
pública Francesa en materia de protec-
ción y de seguridad civil, hecho en Perpi-
ñán el 11 de octubre de 2001......................
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No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli-
garse. 

Convenio de cooperación científico-técnica
entre España y Ucrania, hecho en Kiev el
7 de noviembre de 2001..............................

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli-
garse. 

Acuerdo para la conversión de la Oficina
Internacional de la Viña y el Vino, en
Organización Internacional de la Viña y
el Vino, hecho en París el 3 de abril de
2001 ..........................................................

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli-
garse. 

Acuerdo entre el Reino de España y la Repú-
blica Dominicana, relativo a la regulación
y ordenación de los flujos migratorios la-
borales, hecho en Madrid el 17 de diciem-
bre de 2001 ..................................................

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza
al Gobierno a prestar su consentimiento para obli-
garse. 

Convenio entre el Reino de España y la Re-
pública de Islandia, para evitar la doble
imposición y prevenir la evasión fiscal en
materia de impuestos sobre la renta y so-
bre el patrimonio y Protocolo, hechos en
Madrid el 22 de enero de 2002 ..................

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza al
Gobierno a prestar su consentimiento para obligarse. 

Convenio entre España y Australia sobre Se-
guridad Social, hecho en Madrid el 31 de
enero de 2002 ..............................................

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza al
Gobierno a prestar su consentimiento para obligarse. 

Convenio celebrado por el Consejo de la
Unión Europea de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 34 del Tratado de
la Unión Europea, relativo a la asistencia
judicial en materia penal entre los Esta-
dos Miembros de la Unión Europea, fir-
mado en  Bruselas el 29 de mayo de 2000
y Declaraciones que España desea formu-
lar en el momento de su aceptación ..........

No habiéndose consumido turnos a favor, en contra ni de
portavoces, se aprueba por asentimiento y se autoriza al
Gobierno a prestar su consentimiento para obligarse. 

Se levanta la sesión a las catorce horas y cuarenta minu-
tos.
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Se reanuda la sesión a las nueve horas y treinta minu-
tos.

La señora PRESIDENTA: Se reanuda la sesión.

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE PROYEC-
TOS Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS (Continuación):

— DE LA COMISIÓN DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA
EN RELACIÓN CON EL PROYECTO DE LEY DE
SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFOR-
MACIÓN Y DE COMERCIO ELECTRÓNICO 
(S. 621/000066) (C. D. 121/000068).

La señora PRESIDENTA: Dictamen de la Comisión de
Ciencia y Tecnología en relación con el proyecto de ley de
servicios de la sociedad de la información y de comercio
electrónico.

Para la presentación del dictamen, tiene la palabra el re-
presentante designado por la comisión, en este caso su Pre-
sidente.

El señor ARROYO HODGSON: Señora Presidenta, se-
ñorías, me cabe el honor de haber sido designado para pre-
sentar a la Cámara el dictamen de la Comisión de Ciencia
y Tecnología al proyecto de ley de servicios de la sociedad
de la información y de comercio electrónico. Este proyecto
de ley fue remitido al Senado por el Congreso de los Dipu-
tados y publicado el pasado 16 de mayo. El plazo de pre-
sentación de enmiendas concluyó inicialmente el 28 de
mayo, ampliándose hasta el 3 de junio. El proyecto se tra-
mita por el procedimiento ordinario.

Se han presentado seis vetos: el número 1, por la sena-
dora De Boneta y Piedra, del Grupo Parlamentario Mixto;
el número 2, por el senador Quintana González, del Grupo
Parlamentario Mixto; el número 3, por los senadores Cá-
mara Fernández y Cabrero Palomares, del Grupo Parla-
mentario Mixto; el número 4, por el Grupo Parlamentario
de Senadores Nacionalistas Vascos; el número 5, por el
Grupo Parlamentario Socialista y el número 6, por el
Grupo Parlamentario de Entesa Catalana de Progrés.

Igualmente se han presentado un total de 187 enmien-
das que refiero a continuación: de la número 1 a la número
22, del Senador Quintana González; de la número 23 a la
62, de los Senadores Cámara Fernández y Cabrero Palo-
mares; de la 63 a la 94, del Grupo Parlamentario de Sena-
dores Nacionalistas Vascos; de la número 95 a la 134, del
Grupo Parlamentario Socialista; de la 135 a la 144  y la nú-
mero 166, del Grupo Parlamentario Catalán en el Senado
de Convergència i Unió; de la número 145 a la 165, del
Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés; y final-
mente de la número 167 a la 187, del Grupo Parlamentario
Popular. 

Los miembros designados por la Comisión, a pro-
puesta de los grupos parlamentarios, para formar parte de
la Ponencia encargada de informar el proyecto de ley fue-
ron los siguientes: por el Grupo Parlamentario Popular la

Senadora María Mercedes Coloma Pesquera, doña Lucía
Delgado García y don Isidro Manuel Martínez Oblanca;
por el Grupo Parlamentario Socialista, los Senadores don
Félix Lavilla Martínez y don Jerónimo Saavedra Ace-
vedo; por el Grupo Parlamentario Catalán en el Senado
de Convergència i Unió, el Senador don Josep Varela y
Serra; por el Grupo Parlamentario Entesa Catalana de
Progrés, el Senador don Arseni Gibert i Bosch; por el
Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vascos,
el Senador don Francisco Xabier Albistur Marin; por el
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria, el senador
Arroyo Hodgson. 

A la vista de las enmiendas presentadas, la Ponencia
procedió a informar el proyecto de ley el día 6 de junio, in-
cluyéndose en el informe las enmiendas números 167, 169,
170, 171, 173, 174, 176, 177, 179 y 187, todas ellas del
Grupo Parlamentario Popular. 

El pasado 13 de junio, la Comisión dictaminó el pro-
yecto de ley, fase en la que quedaron incluidas las enmien-
das números 175, 181, 182, 183, 184, 185 y 186, así como
las números 178 y 180 en relación con las transacciones al
artículo 37.2 y a la disposición adicional sexta. Igualmente
fueron objeto de transacción los textos de los artículos 5
con relación a la enmienda número 68 del Grupo Parla-
mentario de Senadores Nacionalistas Vascos, y los artícu-
los 11 bis y 17.2.

Para el debate que va a tener lugar a continuación han
formulado votos particulares, manteniendo sus propuestas
de veto, la Senadora de Boneta y Piedra, del Grupo Parla-
mentario Mixto, los Senadores Cámara Fernández y Ca-
brero Palomares, del mismo Grupo Parlamentario, el
Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vascos,
el Grupo de la Entesa Catalana de Progrés y el Grupo Par-
lamentario Socialista.

Igualmente, han formulado votos particulares para el
mantenimiento de sus enmiendas el Grupo Parlamentario
Mixto, enmiendas números 1 a 22, originariamente pre-
sentadas por el Senador Quintana González; las números
23 a 62, originariamente presentadas por los Senadores
Cámara Fernández y Cabrero Palomares; las números 63 a
67 y 69 a 94 del Grupo Parlamentario de Senadores Nacio-
nalistas Vascos; enmiendas números 145 a 165 del Grupo
Parlamentario de la Entesa, manteniendo el texto del Con-
greso en lo modificado por las enmiendas números 172 y
180 ambas del Grupo Parlamentario Popular; enmiendas
números 135 a 137 y 139 a 144 del Grupo Parlamentario
Catalán en el Senado de Convergència i Unió; enmiendas
números 95 a 117, 119 a 127 y 129 a 134 del Grupo Parla-
mentario Socialista, manteniendo el texto del Congreso en
lo modificado por las enmiendas números 172, 180 
—salvo el párrafo tercero—, 181, 182, 183 y 184, todas
ellas del Grupo Parlamentario Popular.

Señora Presidenta, señorías, con estas palabras creo ha-
ber resumido la tramitación que hasta ahora se ha llevado
a cabo. 

Nada más y muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor Presi-
dente de la Comisión.
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En nombre del Gobierno, tiene la palabra la señora Mi-
nistra de Ciencia y Tecnología.

La señora MINISTRA DE CIENCIA Y TECNO-
LOGÍA (Birulés Bertrán): Muchas gracias, señora Presi-
denta, buenos días.

Tengo el honor de presentar hoy en esta Cámara, en
nombre del Gobierno, el proyecto de ley de servicios de la
sociedad de la información y de comercio electrónico. Este
proyecto de ley forma parte de la estrategia global del Go-
bierno para el pleno desarrollo de la sociedad de la infor-
mación en España, que es uno de los ejes principales de su
acción política. 

En los últimos años hemos asistido a un notable avance
en el desarrollo de Internet en España. De 240.000 usua-
rios de Internet en febrero de 1996, hemos pasado a
7.734.000 en marzo de 2002. Por lo que respecta al co-
mercio electrónico, aunque las cifras son aún poco signi-
ficativas, su crecimiento ha sido espectacular, incremen-
tándose en un 600 por ciento el volumen de negocio gene-
rado por dicha actividad, y esto ha ocurrido en tan sólo
dos años.

Para poder seguir progresando por esta senda y colocar-
nos rápidamente a la altura de los países europeos más ade-
lantados es necesario promover el acceso de todos los ciu-
dadanos a Internet y crear un marco jurídico propicio para
su acercamiento a este medio. Con este objeto, el Gobierno
ha impulsado programas de alfabetización de los ciudada-
nos en la utilización de las nuevas tecnologías, como son
los programas «Internet para todos» e «Internet en la es-
cuela», con los que jóvenes y adultos pueden aprender a
sacar el máximo provecho de la red e incorporarla a su
vida diaria. 

En este contexto se enmarca también el proyecto de ley
de servicios de la sociedad de la información y del comer-
cio electrónico, mediante el que se crea un marco regula-
torio apropiado para el desarrollo de los servicios por vía
electrónica en nuestro país. Las normas contenidas en ese
proyecto de ley transmiten la necesaria confianza y segu-
ridad jurídica para que todos, y no sólo los más expertos o
iniciados en el manejo de Internet, puedan utilizar los ser-
vicios ofrecidos por vía electrónica en la realización de
sus actividades, sean empresariales, profesionales o parti-
culares.

El proyecto de ley establece en este sentido una regula-
ción propicia para el desarrollo de actividades comerciales
por medios electrónicos y crea un marco jurídico claro,
proporcionado y tecnológicamente neutro, al ser sus nor-
mas aplicables a los servicios prestados tanto a través de la
Internet fija, como de la Internet móvil o de las plataforma
de televisión digital. El proyecto de ley regula con preci-
sión y sencillez las obligaciones y derechos de las empre-
sas que actúan en la red, cubriendo de este modo su nece-
sidad de seguridad jurídica; además sus obligaciones y ré-
gimen de responsabilidad se regulan de forma equilibrada,
teniendo en cuenta los deberes que ya resultan exigibles en
virtud de otras normas, evitando así que la realización de
actividades por vía electrónica resulte más complicado que
por los medios tradicionales.

Por otra parte, el proyecto de ley reconoce a los usua-
rios de servicios electrónicos un elenco de garantías y de-
rechos para hacer más fácil y seguro el uso de Internet, que
se añaden a los que ya disfrutan en virtud de las normas ge-
nerales de protección de los consumidores y usuarios. El
fin que se persigue en este aspecto es que los ciudadanos
puedan comprar o realizar cualquier transacción comercial
por Internet con la misma tranquilidad con que lo hacen en
el mundo físico. A ello contribuye el hecho de que esta ley
no será el único derecho aplicable a las actividades reali-
zadas por vía electrónica, sino que se suma a las normas
generales o sectoriales ya aplicables a Internet, estable-
ciendo tan solo algunas normas específicas que es impres-
cindible contemplar para hacer frente a las necesidades es-
peciales que se derivan de la utilización del medio electró-
nico para el desarrollo de actividades económicas.

El proyecto de ley, señorías, incorpora también al Dere-
cho español la Directiva 2031 CE, del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 8 de junio del año 2000, relativa a deter-
minados aspectos de los servicios de la sociedad de la in-
formación, en particular el comercio electrónico en el mer-
cado interior. La creación de un espacio único y sin trabas
para la prestación de servicios de la sociedad de la infor-
mación es la principal aportación de dicha directiva, de la
que podrán empezar a beneficiarse nuestras empresas en
cuanto se apruebe y entre en vigor esta ley.

Señorías, la regulación contenida en el proyecto de ley
se adapta a la realidad y a las exigencias de una economía
basada en las nuevas tecnologías de la información y el co-
nocimiento. Tan es así, que incluso su tramitación previa
se hizo de acuerdo con un procedimiento transparente y
participativo, como corresponde a una ley sobre Internet,
mediante la realización de consulta pública y el manteni-
miento de un diálogo constante con los agentes del sector.
Ello permitió al Gobierno tener conocimiento más exacto
de la realidad y de las aspiraciones y elaborar, en conse-
cuencia, un texto con objetivos realistas y coherentes que
satisfacen de forma razonable los intereses de los distintos
sectores y agentes implicados.

Desde esta perspectiva de adecuación a las característi-
cas de Internet deben valorarse las obligaciones de infor-
mación y transparencia que se imponen a los prestadores
de servicios, que sirven para fortalecer la confianza de los
usuarios en las relaciones entabladas a distancia. Así, se
obliga a los prestadores a identificarse y a facilitar a los
usuarios otro tipo de información básica sobre ellos y los
productos y servicios que ofrecen. Igualmente, deben
guiar a los consumidores en los procesos de contratación
para evitar que éstos tomen decisiones sin gozar de toda la
información precisa para prestar un consentimiento infor-
mado.

El proyecto de ley se ocupa también de las prácticas li-
gadas al desarrollo comercial de Internet, como el envío de
publicidad no solicitada por correo electrónico, ofreciendo
una regulación respetuosa con los derechos de los usuarios
y coherente con la normativa armonizada adoptada en el
ámbito comunitario, por la que se exige el consentimiento
previo del destinatario para la remisión de dichos mensa-
jes.
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Se favorece la contratación por vía electrónica, elimi-
nando trabas innecesarias para su celebración, declarando
su equiparación con los contratos documentados en papel,
e igualando la eficacia de los documentos contenidos en
soporte electrónico a los documentos en papel, a efectos de
su presentación como prueba en juicio.

El carácter innovador de Internet y el dinamismo de la
iniciativa privada en la red se tienen muy presentes en este
proyecto de ley, que estimula la elaboración y aplicación
de códigos éticos como complemento de la regulación es-
tablecida en él. Se reserva también un papel importante a
los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos por
medios electrónicos y a la utilización de acciones judicia-
les de tramitación sumaria como la acción de cesación para
obtener el cese rápido de conductas lesivas que se realicen
por la red.

El proyecto de ley regula la actividad de los prestadores
de servicios de intermediación, que son los agentes especí-
ficos de Internet, centrándose en su responsabilidad como
transmisores o puntos de acceso a los contenidos disponi-
bles en la red y en su deber de colaboración con los pode-
res públicos en la lucha contra la realización de actividades
ilícitas en Internet.

El proyecto de ley asegura a este respecto que los ór-
ganos administrativos y judiciales que sean competentes
para tomar medidas de intervención en el ámbito físico
puedan tomarlas también en el mundo virtual, sin atribuir
ninguna potestad nueva a ningún órgano judicial ni admi-
nistrativo. En el ejercicio de esas potestades, los órganos
competentes se ajustarán a los procedimientos, principios
y normas que resulten aplicables para la adopción de me-
didas de restricción, sin que el proyecto de ley les habilite
para intervenir sin causa justa en las actividades realiza-
das por Internet. 

La ley respeta, pues, de forma íntegra las garantías apli-
cables a los derechos y libertades constitucionales, inclu-
yéndose varias referencias explícitas que garantizan el res-
peto escrupuloso de las normas relativas a los derechos
fundamentales en la aplicación de esta ley, y prohíbe a la
Administración adoptar medidas reservadas al Poder Judi-
cial como la suspensión o cierre de publicaciones digitales.

La tramitación parlamentaria del proyecto de ley ha
contribuido, además, como se esperaba, a enriquecer de
manera notable el texto que el Gobierno elevó a las Cortes,
gracias a las aportaciones realizadas por las distintas fuer-
zas políticas representadas en las dos Cámaras. Se han in-
troducido, en primer lugar, numerosas mejoras técnicas
por las que se ha ajustado el alcance de diversos preceptos
a lo señalado en la directiva, perfeccionándose así la ade-
cuación de la norma a la directiva comunitaria. Igual-
mente, se ha acomodado su redacción y terminología a la
de otras normas del ordenamiento jurídico español. Se ha
realizado asimismo un esfuerzo adicional por aclarar el ré-
gimen de garantías, que ya contemplaba el texto remitido
por el Gobierno a las Cámaras, en cuanto al ejercicio de
potestades administrativas y en el control de las activida-
des desarrolladas por vía electrónica.

El proyecto de ley señala de manera clara, de conformi-
dad con la modificación aprobada por el Congreso de los

Diputados, que sólo los jueces y tribunales podrán adoptar
las medidas de restricción previstas en la ley cuando, de
acuerdo con la misma, sólo ellos puedan ordenar una inter-
vención en el ejercicio de las actividades o derechos que
resulten afectados.

Son también significativas las variaciones efectuadas
en la regulación del régimen sancionador. El Congreso de
los Diputados suprimió el límite inferior de las sanciones
por infracción leve y redujo sustancialmente las cuantías
de las multas por infracciones leves, graves y muy graves.
Con esta modificación, la ley, sin duda, gana en flexibili-
dad, lográndose un mejor equilibrio entre la eficacia y el
carácter disuasorio de las sanciones y su proporcionalidad
respecto a la gravedad del hecho. 

Algunas de las modificaciones realizadas durante la tra-
mitación parlamentaria tienen como finalidad otorgar una
mayor visibilidad al engarce de esta ley con las competen-
cias de las comunidades autónomas. Como saben, esta ley
se dicta en virtud de las competencias exclusivas del Es-
tado sobre telecomunicaciones para la elaboración de la le-
gislación civil, mercantil y procesal. Sin embargo, la ley
incide sobre múltiples áreas de actividad sobre las que el
Estado no tiene competencia exclusiva, lo que justifica que
la diversidad de normas y de administraciones públicas ac-
tuantes en los aspectos sustantivos de los servicios presta-
dos por vía electrónica quede reflejada de forma adecuada
en el texto.

Por eso, el proyecto de ley define como órgano compe-
tente a aquel órgano, judicial o administrativo, ya sea esta-
tal, autonómico o local, que tiene competencias para actuar
en una determinada materia. Además, la ley salvaguarda
expresamente la competencia de las comunidades autóno-
mas en la disposición final referente evidentemente al fun-
damento constitucional de la ley.

Por otra parte, señorías, se ha solicitado mediante di-
versas enmiendas presentadas en esta Cámara la inclusión
de los servicios de la sociedad de la información relacio-
nados con juegos de azar en el ámbito de aplicación de la
ley. Ello se valora de manera positiva en la medida en que
permitirá extender el régimen de garantías y derechos pre-
vistos en esta norma a los destinatarios de servicios y po-
tenciar los mecanismos de defensa frente a juegos enga-
ñosos o fraudulentos que se ofrecen de forma irregular por
la red.

La tramitación en el Congreso y en el Senado ha permi-
tido igualmente introducir en el proyecto de ley diferentes
contenidos que coadyuvan a la realización del objetivo
perseguido con esta norma, que es fomentar la implanta-
ción y disfrute de la sociedad de la información en España;
entre ellos, merece la pena citar las disposiciones orienta-
das a facilitar el acceso de las personas con discapacidad y
de edad avanzada a la información disponible en la red,
que son además de especial relevancia debido a la celebra-
ción en el 2003 del año de los discapacitados a nivel euro-
peo.

A este respecto, se obliga a todas las administraciones
públicas a garantizar la accesibilidad para estos colectivos
de sus páginas de Internet en su totalidad antes del año
2006 y a trabajar con la industria para favorecer la adapta-
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ción de las herramientas informáticas a las necesidades es-
peciales de las personas con discapacidad.

Con el fin de asegurar el acceso de todos los ciudadanos
a la red, estén donde estén, y a la sociedad de la informa-
ción en general, se desea incluir también el acceso a Inter-
net en el servicio universal de telecomunicaciones, una vez
que las directivas comunitarias recientemente aprobadas
ya permiten hacerlo.

Con esta modificación se da cumplimiento a una ya
vieja aspiración tanto de las Cámaras legislativas como del
Gobierno español, que reclamó ante las instituciones co-
munitarias la consideración de Internet como parte del ser-
vicio universal y que ha promovido su pronta aprobación
para que este derecho sea efectivo en el plazo más breve
posible. Así, esta modificación permitirá llevar Internet a
las zonas rurales o apartadas mediante la aplicación de un
plan de adaptación de la telefonía rural de acceso celular,
que deberá estar completamente ejecutado el 31 de di-
ciembre de 2004.

Además, la regulación del sistema de asignación de
nombres de dominio de Internet bajo el código de país co-
rrespondiente a España, —es decir, el «puntoes»— es otra
de las novedades introducidas durante la tramitación parla-
mentaria del proyecto de ley, que reforzará su eficacia en
el cumplimiento de los objetivos marcados.

Dicha regulación, que dibuja las líneas básicas del fu-
turo plan de nombres de dominio de Internet, complemen-
tará las condiciones de confianza para el desarrollo del co-
mercio electrónico en España que esta ley establece, ya
que permitirá asegurar que los nombres de dominio asig-
nados corresponden a empresas establecidas en España y
que los titulares de nombres de dominio «punto es» son re-
almente las empresas o personas que resultan conocidas en
el tráfico mercantil con la denominación, marca o nombre
comercial que constituye el nombre de dominio.

Se anuncia, al mismo tiempo, la creación de subdomi-
nios del «puntoes» para ampliar el número de dominios
disponible y facilitar la obtención de éstos para la realiza-
ción de actividades por vía electrónica.

Una de las posibilidades que abre la creación de subdo-
minios bajo el «puntoes» es la creación de espacios dedi-
cados a las iniciativas educativas o de entretenimiento ap-
tas para los menores; la ley se hace eco también de otros
instrumentos dirigidos a garantizar la navegación segura
de los niños por Internet, como los convenios de etique-
tado y clasificación de contenidos, sobre los que se han de-
sarrollado varias experiencias en el entorno europeo y en
España en relación con los juegos por ordenador.

Señorías, para terminar, permítanme referirme a las
cautelas ligadas a la persecución de delitos que deberían
insertarse en esta ley; algunas personas se aprovechan del
carácter abierto y descentralizado de Internet para la comi-
sión de ataques informáticos u otros delitos. Éstos no dejan
otra huella que los datos utilizados para la transmisión de
la comunicación, los cuales son equiparables a las huellas
dactilares u otros elementos utilizados habitualmente en la
investigación de delitos. Si se eliminaran estas huellas se
borraría todo rastro de la comisión del delito y éste queda-
ría impune.

Por ello es preciso establecer una obligación de reten-
ción de datos de tráfico que permita localizar e identificar
a los autores de estos delitos y el momento en que se co-
metieron. Esta obligación se refiere exclusivamente a da-
tos de conexión y tráfico, y tendría una duración máxima
de doce meses. En ningún caso dichos datos incluirán da-
tos de navegación que permitan crear perfiles personales o
afectar al secreto de las comunicaciones, custodiándose de
forma confidencial para evitar su manipulación o acceso
no autorizado. El acceso a los mismos se hará siempre de
conformidad con la normativa sobre protección de datos
personales bajo control judicial o del Ministerio Fiscal.

La regulación de esta obligación se ajusta así a las exi-
gencias de proporcionalidad y respeto a los derechos indi-
viduales establecidos en la Directiva relativa al trata-
miento de datos personales y a la protección de la intimi-
dad en el sector de las comunicaciones electrónicas, que se
aprobará antes de que finalice la Presidencia española del
Consejo de la Unión Europea.

Por todo ello, señorías, estoy convencida de que el pro-
yecto de ley de servicios de la sociedad de la información
y de comercio electrónico satisface todos los requisitos de
adecuación al ordenamiento jurídico, incluida la Directiva
comunitaria de referencia, y de regulación clara, flexible y
equilibrada que precisa el desarrollo del comercio electró-
nico y de los servicios de la sociedad de la información en
España.

Les solicito por ello que voten a favor del mismo, con
las enmiendas que estimen oportunas para mejorar su
texto, y permitir que éste pueda ser aprobado cuanto antes.

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo
Parlamentario Popular.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señora mi-
nistra de Ciencia y Tecnología.

Señorías, a este proyecto de ley se han presentado seis
propuestas de veto.

La primera corresponde al voto particular número 3, de
la senadora De Boneta y Piedra, que tiene la palabra para
su defensa.

La señora DE BONETA Y PIEDRA: Gracias, señora
Presidenta.

Buenos días, señora Ministra, y muchas gracias por la
explicación que, al menos en el tono, ha pretendido con-
vencernos de la bondad de la ley que hoy debatimos. No
obstante, a pesar de este tono y de estas explicaciones, una
vez más no ha podido convencernos para evitar el mante-
nimiento y la puesta a debate en esta Cámara de este veto
que presento como senadora de Eusko Alkartasuna desig-
nada por el Parlamento Vasco al proyecto de ley de servi-
cios de la sociedad de la información y de comercio elec-
trónico.

En la justificación del veto se especifica que el motivo
de la presentación de este proyecto de ley es la trasposición
de la Directiva 2000/31, de la Comunidad Europea, de 8 de
julio, en relación con la regulación del comercio electró-
nico. Sin embargo, la redacción final realizada puede lle-
var a considerar toda la información como un mero ele-
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mento comercial y no define el término de prestación de
servicios en la Sociedad de la Información de una manera
adecuada conllevando de facto la posible consideración
como objeto de tráfico mercantil de la mayoría de los con-
tenidos hoy día alojados en los servidores estatales.

Ésta es una cuestión central en la defensa de este veto,
puesto que lo que se presuponía como una aplicación de
una normativa europea para regular el comercio electró-
nico ha transcendido estos límites y atañe a todos los con-
tenidos existentes en la red, a la información en sí, y todo
ello bajo una cobertura que oculta el contenido y conse-
cuencias reales, a nuestro entender, del proyecto de ley.

Con este proyecto y con la excusa de la transposición de
la directiva citada, el Gobierno del Partido Popular vuelve
de nuevo, por decirlo de una forma coloquial -permítan-
melo señorías, señora Ministra-, a arrimar el ascua a su sar-
dina. En este caso empiezo por referirme a la sardina —en-
tre comillas— de recentralización del poder, de recupera-
ción total en la recepción del derecho europeo, como tan-
tas otras veces, de competencias exclusivas o en algún
caso compartidas de comunidades autónomas, competen-
cias contenidas en los estatutos de autonomía y, en algunos
casos, ya transferidas y sobre las que las comunidades han
desarrollado el ejercicio de su autogobierno y su capacidad
legislativa.

En este caso el espíritu o la filosofía uniformizante y
centralista del Partido Popular se manifiesta una vez más y
no podemos, desde este punto de vista , darle apoyo. A
modo de ejemplo que avala esta posición debo decir que
además de las competencias que se contemplan, por ejem-
plo, en el Estatuto de Gernika para la Comunidad Autó-
noma del País Vasco habría que tener en cuenta competen-
cias en materia de investigación científica y técnica no
transferidas por cierto, y una vez más se ven atacados por
este planteamiento el comercio interior, las ferias y merca-
dos interiores, la defensa de consumidores y usuarios, el
establecimiento y regulación de bolsas de comercio y de-
más centros de contratación de mercancías de valores con-
forme a la legislación mercantil. 

No le planteo estas cuestiones con carácter exhaustivo,
sino como puntos que se pueden ver afectados, además de
otros, en aplicación de este proyecto si se convierte en ley
y pueden ser modificados en perjuicio de las competencias
de las comunidades autónomas en general y del autogo-
bierno vasco en particular. En el paso del proyecto por el
Congreso se han introducido modificaciones, sin perjuicio
de las competencias de las comunidades autónomas pero, a
nuestro entender, sería mucho más convincente y nos deja-
ría mucho más tranquilo que tuvieran un reflejo en la ex-
posición de motivos para evitar interpretaciones que en
otras ocasiones se han hecho adversas y lesivas para esas
competencias que la disposición a la que me he referido in-
troducía en el Congreso de los Diputados y que hay que
salvaguardar. 

Entrando en el fondo del proyecto, como apuntaba al
comienzo de mi intervención, el camino correcto para
abordar la regulación del comercio electrónico es partir de
la definición de la propia Sociedad de la Información que
se muestra en el proyecto de ley como un mundo aparte de

la realidad social cuando éste no es ni mucho menos el
caso. La Sociedad de la Información no es más que una
parte de la sociedad real. Los delitos que se cometen en la
red merecen la misma consideración que los que se reali-
zan fuera de ella. Cambia únicamente el medio utilizado y
consecuentemente deberían cambiar los controles y segui-
mientos específicos que ello exija. 

La necesidad de abordar la regulación del comercio
electrónico, que no es más que una modalidad más de
venta a distancia es clara y estamos de acuerdo con ello de-
bido a su especificidad y condicionantes propios, por lo
que es necesaria la antes mencionada transposición de la
directiva comunitaria mediante la redacción de una ley
propia o una adecuación de la legislación existente. Esto
no es sino continuar con las sucesivas adaptaciones que
han venido produciéndose a lo largo de la historia en las
normas del comercio en paralelo a los diferentes cambios
sociales. No hay que olvidar que en la historia del comer-
cio la evolución ha sido clara. Del cambio permuta inicial
a los cambios de metales o bienes, a la introducción del oro
y otros metales preciosos, a la moneda con valor propio,
onzas, libras de oro, etcétera que, incluso, están en la de-
nominación del dinero simbólico, al papel moneda, los
cheques, el dinero virtual, las tarjetas de crédito. Todas es-
tas formas de comercio o de cambio han dado origen a la
introducción de una nueva legislación —de hecho, el De-
recho Mercantil tiene su origen y su separación más clara
del Derecho Civil, precisamente, en la propia letra de cam-
bio, que es un medio nuevo ante una nueva necesidad co-
mercial—, y de ellas se han derivado también nuevas figu-
ras delictivas en el Código Penal.

Insistimos en que nos hayamos ante una nueva herra-
mienta y un nuevo medio que facilita la rapidez de las re-
laciones comerciales pero, en definitiva, seguimos ha-
blando de comercio con unos instrumentos distintos que
necesitan de una regulación específica en cada ley secto-
rial pero no en una ley específica.

Por otra parte, el proyecto viene a regular por medio de
una ley ordinaria, a pesar de lo que ha señalado la señora
Ministra, materias propias de derechos fundamentales
cuya limitación, modificación y regulación requiere mayo-
rías cualificadas y ser tramitadas como ley orgánica. Nos
estamos refiriendo, obviamente, a los artículos 8 y 11 del
proyecto y a la inadecuación de la norma a las exigencias,
en este caso, del ordenamiento jurídico para la modifica-
ción y regulación de tales derechos fundamentales. Ya ten-
dremos ocasión de ver que incluso alguna enmienda intro-
ducida por el Partido Popular en el Senado —me parece
que es la número 172— limita aún más los derechos al
obligar a retener ciertos datos durante doce meses, lo cual
puede ser efectivo para ciertos controles pero lesivo desde
el punto de vista de los derechos fundamentales.

Por ello, no nos extraña que una conocida revista espe-
cializada estadounidense titulara un artículo referido a la
ley de servicios de la sociedad de la información y de co-
mercio electrónico que ahora estamos debatiendo «La in-
quisición vuelve a España». Sin perjuicio de cómo se
pueda apreciar este título, no me parece una metáfora ex-
cesiva si tenemos en cuenta que pocas veces una acción de
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Gobierno ha supuesto tanta unidad de criterios en su con-
tra. No olvidemos el número de vetos que tiene esta ley ni
la respuesta de la sociedad y de los usuarios; no ha sido un
grupo de usuarios el que se ha posicionado en contra sino
que lo ha hecho todo el colectivo, salvo aquellos afines a
las posiciones del Partido Popular. Sólo otras cuestiones
como la que hoy es protagonista, el llamado «decretazo»,
han provocado parecidas adhesiones, haciendo que el Go-
bierno del señor Aznar y el Partido Popular reciban una
respuesta unánime.

Señorías, señora Ministra, hoy es un día indicado para
pedir, una vez más, el diálogo previo del Gobierno y que
no exista una imposición de criterios, por mucho que éstos
respondan a la legitimidad de una mayoría absoluta; las
mayorías otorgan legitimidad para sacar adelante un pro-
yecto de ley pero no hacen razonable una determinada po-
sición, por mucho que con el famoso rodillo impongan su
voluntad sin diálogo previo. Insisto, señorías, en que sería
bueno un ápice de humildad y que aceptaran que también
la oposición y los usuarios, sin perjuicio de las mayorías
que existan, pueden tener argumentos razonables que pue-
den ser tenidos en cuenta por el Gobierno.

Creo que se ha intentado dar una imagen de trasparen-
cia en la elaboración de este texto, haciendo ver que en él
tomaban parte diferentes colectivos para supuestamente
aceptar sus aportaciones. Sin embargo, durante toda la tra-
mitación de la ley, y también en las cuestiones previas, el
Grupo Popular ha estado cerrado a los argumentos de
aquéllos y se ha puesto una coraza ante las propuestas re-
cibidas. Y no se ha modificado el texto en parte sustancial
alguna, filtrándose documentos en toda la fase de tramita-
ción, al tiempo, repito, que se trataba de dar la imagen de
que el Gobierno había escuchado a todos los colectivos
afectados por esta normativa. Una vez más, en esta ocasión
se cumple la diferencia entre oír y escuchar; se ha oído a
todos, pero nadie ha sido escuchado.

Es evidente que ha existido una estrategia publicitaria
dirigida a la población en general, a la cual se la ha bom-
bardeado con la idea de lo perjudicial y dañino que es In-
ternet como cuna de pedófilos, medio de comunicación de
terroristas, centro de grandes estafas y lugar sin ley en el
que todo vale. Y el Gobierno del Partido Popular surge
como panacea de todos esos males, como salvador de la
moralidad, de la privacidad y de la posible agresión, sin-
tiéndose capaz de solucionar todos esos problemas. Eso es
lo que en mi opinión ha intentado transmitir el Partido Po-
pular. Sin embargo, a la opinión pública no se le ha indi-
cado cómo se va a proceder a esa salvación general ni qué
medios se van a emplear para ello. Tampoco se le ha expli-
cado la restricción, a nuestro juicio grave, de los derechos
fundamentales que va a suponer esta ley, cuyo contenido
nos recuerda más a épocas pasadas que al siglo XXI y
puede ser una rémora para el desarrollo de la sociedad de
la información que el Gobierno dice defender.

Cabría preguntarse si es que todos esos delitos de los
cuales se avisa a la población que se cometen a través de
Internet no se persiguen de una manera efectiva. Todos los
días conocemos noticias sobre la eficacia policial en lo que
a perseguir delitos en la red se refiere. En todo caso, si no

fuera así se tendría que estudiar el perfeccionamiento de
los instrumentos para la persecución de este tipo de delitos
ante la picaresca y el nuevo modo de delinquir que ha sur-
gido como consecuencial del rápido desarrollo de la socie-
dad de la información, como ha indicado la Ministra, que
han ido por delante de los resortes legales. (Varios señores
senadores desde los escaños del Grupo Parlamentario Po-
pular muestran signos de impaciencia.) Eso es lo que ha-
bría que estudiar, y no establecer generalidades en una ley
que mezcla la información, el comercio…

La señora PRESIDENTA: Senadora De Boneta, le
ruego que vaya concluyendo. Podrá volver a intervenir en
el turno de portavoces.

La señora DE BONETA Y PIEDRA: Concluyo inme-
diatamente, señora Presidenta.

Todo ello nos lleva a la afirmación de que los delitos
que se cometen en la red se llevan a cabo por distintos
medios, pero en realidad no son más que una forma de
delinquir. De ahí que insistamos en que el objetivo de
este y otros proyectos debería ser la adecuación de los
mecanismos legales existentes a esta nueva realidad, en
lugar de elaborar una legislación paralela, que por otra
parte nos parece más restrictiva que la actualmente en vi-
gor. Reiteramos que la regulación del comercio electró-
nico es necesaria, y por ello nos parece correcta la adap-
tación de la normativa europea. Sin embargo… (Varios
señores senadores desde los escaños del Grupo Parla-
mentario Popular vuelven a mostrar signos de impacien-
cia.) Señorías, ya sé que se quieren marchar pronto, pero
lo podían haber pensado ayer, cuando intervinieron repe-
tidas veces. (Aplausos desde los escaños del Grupo Par-
lamentario Socialista.)

Termino, reiterando las cuestiones fundamentales por
las cuales hemos presentado el veto, que desgraciadamente
no han sido modificadas durante la tramitación de esta ley.
Creemos que este texto provoca una censura previa por
parte de la Administración; que sobre la base de criterios
subjetivos limita el acceso a páginas cuyo contenido puede
ser valorado como inadecuado; que empeora la situación
con la enmienda aceptada número 172; que impide a algu-
nos sectores, por ejemplo, a las PYME, adaptarse a la si-
tuación exigiéndoles una serie de farragosos requisitos téc-
nicos que no pueden cumplir; que tiene una regulación de-
ficiente a pesar de que se haya aceptado, por ejemplo, la
regulación de…

La señora PRESIDENTA: Senadora De Boneta, por fa-
vor, vaya concluyendo. Repito que después dispone usted
de otro turno de portavoces.

La señora DE BONETA Y PIEDRA: Insisto en todos
los argumentos planteados, motivo por el que no podemos
retirar este veto que lamento haya de mantener.

Nada más, y muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Gracias, senadora De Bo-
neta.
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El voto particular número 4 correspondiente a la pro-
puesta de veto número 2, presentada por el senador Quin-
tana, ha sido retirada. Asimismo, entiendo que decae la
propuesta de veto número 3, presentada por los Senadores
Cámara Fernández y Cabrero Palomares, al no estar éstos
presentes y no haber ningún miembro del Grupo Parla-
mentario Mixto que la vaya a dar por defendida.

Pasamos, pues, al voto particular número 1, presentado
por el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas
Vascos. Para su defensa tiene la palabra el Senador Albis-
tur Marin.

El señor ALBISTUR MARIN: Muchas gracias, señora
Presidenta.

Señorías, señora Ministra, el proyecto de ley trata de
trasponer, en términos generales, las directivas 2000/31 y
98/27 de la Unión Europea, si bien se detectan determina-
dos extremos donde se produce una desviación a nuestro
modo de entender. Dicho texto, además de respetar las ci-
tadas directivas, también debería respetar los derechos in-
dividuales y colectivos, así como promover los servicios a
efectuar a través de la red. Ha de conciliarse un texto que
sea auténtico promotor de servicios para el ciudadano a
través de los instrumentos que posee la sociedad de la in-
formación, y en este punto insistiremos permanentemente
durante la defensa de este veto.

A nuestro modo de entender son cuatro los principales
aspectos criticables del proyecto de ley de servicios de la
sociedad de la información y del comercio electrónico, as-
pectos que descalifican el proyecto en su conjunto y justi-
fican su devolución al Gobierno a los efectos de redactar
un nuevo texto: en primer lugar, el carácter expansivo de
su ámbito de aplicación; en segundo lugar, las exageradas
restricciones e incluso posibles violaciones de los dere-
chos y libertades fundamentales que conlleva dicha vía ex-
pansiva, y en tercer lugar, el hecho de que, lejos de fomen-
tar el comercio electrónico y la utilización de sus servicios,
plantea un sistema intervencionista. Habría, además, un
cuarto y último aspecto que sería el absoluto y total olvido
del ámbito competencial de otras administraciones, pese a
la salvedad hecha por la señora Ministra en relación con la
disposición final sexta.

Es precisamente, señorías, cuando se incluyen en el
texto del proyecto ámbitos colaterales a los regulados por
las directivas, cuando las imprecisiones y las insegurida-
des se hacen más patentes, y no lo dice solamente nuestro
Grupo, lo dice la Organización de Cámaras de Comercio
de España que, refiriéndose concretamente a los artículos
8 y 11, opina que esta falta de concreción puede generar en
sí misma inseguridad jurídica, uno de los obstáculos al de-
sarrollo del comercio electrónico que ha pretendido com-
batir la directiva. Y éstas no son palabras sospechosas for-
muladas por nuestro Grupo, son palabras de una institu-
ción económica bastante fiel al Partido que gobierna.

La ley ha introducido un concepto amplio de servicios
de la sociedad de la información que engloba, además de la
contratación de bienes y servicios por vía electrónica, el
suministro de información por dicho medio, siempre y
cuando represente una actividad económica, concepto má-

gico éste, término tan ambiguo que ha suscitado una
enorme polémica sobre su verdadero alcance e interpreta-
ción, no sólo en la red sino también en los medios de co-
municación tradicionales, que incluso ha provocado mani-
festaciones contradictorias entre los altos responsables de
Departamento del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

En consecuencia la trasposición de la directiva sobre
comercio electrónico, que debería haber engendrado una
ley que regulase este tema, se ha tornado en una norma que
regula el uso de la red en un sentido amplio, ya que todos
los sitios que ofrecen enlaces, motores de búsqueda y des-
cargas de archivo, sean o no comerciales, caen también
dentro del ámbito de su regulación, que no versa sólo sobre
el comercio electrónico. Y esto, señorías, se aleja del sen-
tido y del objetivo de la directiva de la Unión Europea.

Es especialmente criticable, como ya he adelantado, lo
dispuesto en los artículos 8 y 11 en cuanto que establecen
restricciones que no se muestran conformes con los princi-
pios de un Estado de Derecho. Se acusa, en tales preceptos,
la falta del suficiente rango que, desde nuestro punto de
vista, deberían alcanzar el de ley orgánica, y se produce un
colapso en la prevalencia del derecho de tutela judicial
efectiva al no requerirse la intervención del juez, no sólo la
intervención del juez, para los supuestos en aquellos con-
templados.

Nos preocupa profundamente la vinculación del control
no sólo a los órganos judiciales sino, además, a los órganos
administrativos, poniendo en entredicho las bases de un
Estado democrático. Voy a citar, otra vez, las afirmaciones
de las cámaras de comercio, institución económica supues-
tamente neutral e independiente, pero afín al Gobierno: tal
y como ha quedado redactado el artículo 8 del proyecto,
parece dejarse en manos de la Administración, según los
criterios de oportunidad —e insisto en que no son palabras
nuestras, que siempre somos sospechosos—, la adopción
de medidas individualizadas, caso por caso, las cuales pue-
den ser diversas para supuestos de hecho sustancialmente
iguales. Esto podría ir en contra del principio de legalidad,
máxime teniendo en cuenta el importante grado de abs-
tracción que suponen conceptos como orden público, salud
pública, etcétera. Repito, son palabras de las cámaras de
comercio.

Las medidas que establecen estos artículos quedan su-
midas en un mar de confusión al entremezclarse en distin-
tos artículos con el régimen sancionador que prevé el pro-
yecto, si bien esta vez están amparados por los cauces del
procedimiento administrativo correspondiente y con la na-
turaleza y proporcionalidad que el procedimiento exige.
Me estoy refiriendo, por supuesto, al artículo 37, que viene
a corroborar el peso de la actuación del órgano compe-
tente, administrativo —por supuesto—, sobre el órgano
competente que debería ser, como en todo Estado de Dere-
cho, la autoridad judicial.

Confirma nuestra afirmación el hecho de ser declaradas
infracciones muy graves la no retención de datos estable-
cida a última hora en el nuevo artículo 11 bis, metido de
rondón en el debate en Comisión del texto de la ley no
como una contribución al desarrollo del comercio electró-
nico y los servicios de Internet, sino como una figura es-
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trictamente de control de personas, relaciones entre perso-
nas y servicios.

El Gobierno y el partido que le apoya no han interve-
nido en el proyecto de ley para dar cumplimiento a los ob-
jetivos uno y dos, marcados por la Directiva 2031, que
paso a leer: el desarrollo de los servicios de la sociedad de
la información en el espacio sin fronteras interiores es un
medio esencial para eliminar las barreras que dividen a los
pueblos europeos. Y, en el segundo objetivo añade: es más,
el desarrollo del comercio electrónico en la sociedad de la
información ofrece importantes oportunidades para el em-
pleo en la comunidad, especialmente para las pequeñas y
medianas empresas, que facilitará el crecimiento de las
empresas europeas, así como las inversiones en innova-
ción y también puede incrementar la competitividad de la
industria europea siempre y cuando Internet sea accesible
para todos. Pues bien, como decía, el Gobierno y el partido
que le apoya no han intervenido en el proyecto de la ley
para dar cumplimiento a estos objetivos sino para introdu-
cir nuevos procedimientos de intervención y control admi-
nistrativo, de forma obsesiva, sobre personas y servicios,
haciendo una interpretación autoritaria de la recomenda-
ción 26 de la directiva, que paso también a leer: los Esta-
dos miembros, de conformidad con las condiciones esta-
blecidas en la presente directiva, pueden aplicar sus nor-
mas nacionales sobre derecho penal y enjuiciamiento cri-
minal, con vistas a adoptar todas las medidas de investiga-
ción y otras necesarias para la averiguación y persecución
de delitos, sin que sea necesario notificar dichas medidas a
la Comisión. Pero claro, de forma previa, la directiva reco-
noce y le parece suficiente la intervención de los tribuna-
les, la aplicación de las leyes ya existentes para limitar la
libertad de prestación de servicios, ya que éste es el verda-
dero objeto de la directiva: prestar servicios a través del
comercio electrónico, no el control de los ciudadanos y de
sus relaciones.

Abusa el Gobierno de una posición tremendamente ex-
pansiva en ámbitos que no corresponden a sus competen-
cias o que éstas están ya compartidas. Invade funciones de
otros poderes del Estado, como el Legislativo y el Judicial,
y asume competencias atribuidas a las comunidades autó-
nomas en materia de telecomunicaciones. Es muy discuti-
ble, y no nos satisface, lo dispuesto en la disposición final
sexta, que ha citado la señora Ministra, porque se presta
siempre a interpretaciones —y siempre con la coletilla de
«sin perjuicio de»—, que siempre son favorables al Go-
bierno en el Tribunal Constitucional, y que para nosotros
ya constituye una verdadera cuestión de confianza.

La directiva reconoce que Internet debe ser accesible
para todos; eso será beneficio económico y mejora de la
competitividad. Reconoce también que no se puede evitar
el uso anónimo de redes abiertas como Internet, por ello
acude a la legislación comunitaria de los Estados miem-
bros en materia civil y penal como marco jurídico de refe-
rencia, sin plantearse —más bien lo evita expresamente—
una nueva legislación reguladora de las actuaciones en In-
ternet. El Gobierno hace todo lo contrario: encuentra en la
directiva una oportunidad para extender su poder y su po-
tencialidad de intervención y control, haciendo de una ley

para el desarrollo del comercio electrónico y los servicios
a través de Internet una ampliación del Código Penal.

Nos referimos también a la utilización del título compe-
tencial que sobre las telecomunicaciones le reconoce la
Constitución, y se produce este abuso desde el momento
en que utiliza este título como herramienta transversal que
recorre otros títulos y materias que competencialmente co-
rresponden a las comunidades autónomas, constriñendo de
esta forma irregular la intervención legítima de éstas, y no
voy a citar más que las competencias de las comunidades
autónomas en materia de protección al consumidor, en ma-
teria de protección a la salud y en materia de seguridad pú-
blica.

El Gobierno tendría que ser leal y respetuoso con el or-
den de distribución competencial, y tendría que dar un uso
correcto a su competencia en materia de telecomunicacio-
nes, aplicándola tal y como se lo autoimpuso con la nor-
mativa propia de las telecomunicaciones. Es decir, ejer-
ciendo la normativa sobre el instrumento, sobre las redes y
sobres los prestadores y operadores, pero sin penetrar en
los contenidos de la misma manera que se ha establecido la
separación entre estas mismas herramientas y los conteni-
dos en los medios de comunicación. Otra postura distinta
de ésta implica necesariamente, señorías, una inconstitu-
cionalidad del texto normativo que estamos debatiendo.

En cierto sentido, parece que la ley viene a confirmar la
famosa frase de «el medio es el mensaje», por cuanto que,
como regulador del medio, esto es, de las redes telemáti-
cas, extiende su control y competencia —decimos el Go-
bierno— sobre cualquier comunicación, contenido y/o ser-
vicio que se soporte en las mismas.

Pasando a otro tema, y ya en un terreno ampliamente
comentado, tanto por la doctrina como por la opinión pú-
blica, coincidimos en valorar que este proyecto es insatis-
factorio e incapaz de cubrir las expectativas comerciales
que se tenían respecto a la utilización de la red. Da la im-
presión de que late un miedo mudo a la autonomía de la
red, a la plasmación por estos medios electrónicos de los
derechos fundamentales que tanto ha costado garantizar en
el mundo no virtual, miedo que se solventa haciendo pen-
der la espada de Damocles de la intervención censuradora,
frente a la libertad de comunicación, de información, de
acceso, de pensamiento y de creación. Es un miedo el del
partido del Gobierno a no tener todo bajo control. De difí-
cil apreciación técnica y jurídica también será demostrar
los supuestos en que hay responsabilidad de los prestado-
res de servicios, etcétera. El texto, tal y como está redac-
tado, maneja unos supuestos donde la práctica probatoria
de su concurrencia sería ciertamente dificultosa.

Para ir terminando, señorías, señora Ministra, nuestro
grupo no está de acuerdo con las novedades que usted ha
llamado introducidas en el trámite del Senado. Vamos a
ponerle un calificativo más correcto: implantadas en el trá-
mite del Senado.

¿Por qué las cuestiones introducidas en la disposición
adicional sexta y final primera no son objeto de una ley es-
pecífica? ¿Por qué se roba un debate precisamente sobre
los contenidos, haciendo que la oposición no pueda apor-
tar...?

– 5834 –

SENADO-PLENO 20 DE JUNIO DE 2002 NÚM. 97



La señora PRESIDENTA: Senador Albistur, le ruego
que concluya, por favor. Luego va a tener otro turno en
portavoces.

El señor ALBISTUR MARIN: Sí, pero faltan 17 segun-
dos, señora Presidenta.

La señora PRESIDENTA: No, su señoría ha pasado
medio minuto sobre los quince que tenía.

El señor ALBISTUR MARIN: Termino enseguida. Se-
ñora Presidenta, déjeme hacer solamente una pregunta a la
señora Ministra.

Nos parece que roza el cinismo, señora Ministra, que
usted esté ofreciendo la posibilidad de que podamos deba-
tir enmiendas cuando ni siquiera se nos ha dado la oportu-
nidad de debatir sobre lo tratado en la disposición adicio-
nal sexta, que introduce toda la problemática del «.es» y
sus criterios de atribución. Además, en la disposición final
primera se modifica la Ley de Telecomunicaciones.

A nuestro modo de entender, esto es legislar sin calidad.
Podía decir muchas cosas, pero si fuera diputado me senti-
ría timado. Hoy como senador, además de timado me
siento humillado en la función que nos corresponde. Aquí
está humillada toda la oposición, que no va a poder inter-
venir ni pronunciarse sobre materias que son absoluta-
mente importantes en el desarrollo de la sociedad de la in-
formación. (El señor Vicepresidente, Prada Presa, ocupa
la Presidencia.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senador,
termine.

El señor ALBISTUR MARIN: Termino ya, señor Presi-
dente.

Nuestro grupo respeta la iniciativa empresarial, la nece-
sidad de que el ciudadano moderno pueda disponer de ser-
vicios que le introduzcan en los beneficios de la sociedad
de la información, para mejorar su bienestar y sus potencia-
lidades humanas. Además, consideramos que para pertene-
cer a una sociedad moderna deben promocionarse con ab-
soluta transparencia y decisión las iniciativas que lleven a
la utilización de las tecnologías, a su conocimiento y difu-
sión, a su disfrute universal, para crear una verdadera so-
ciedad de la información al servicio del desarrollo humano.

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo
Parlamentario Socialista y del Grupo Parlamentario de
Senadores Nacionalistas Vascos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
Senador Albistur.

Corresponde ahora el debate del voto particular número
7, del Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés,
que es la propuesta de veto número seis. Para su defensa,
tiene la palabra el senador Gibert por tiempo de quince mi-
nutos.

El señor GIBERT I BOSCH: Muchas gracias, señora
Presidenta.

Señorías, señora Ministra, he llegado casi sin tiempo de
desayunar al Pleno porque me he conectado a Internet en
busca de la relación de gasolineras de servicios mínimos y
no he conseguido encontrarlo, tal vez por mi falta de habi-
lidad. Señora Ministra, creo que debería hacer una llamada
y que esta información sea accesible.

Señora Ministra, en este país y no soló en España,
cuando se detecta un problema o surge una situación
nueva, siempre hay alguien que dice: hay que hacer una
ley. A veces no hace falta que alguien lo proponga, las di-
rectivas europeas que hay que trasponer tienen la ventaja
de producir un efecto parecido de forma automática. Pero
en ambos casos la secuencia posterior es parecida. Con in-
dependencia de que el primer documento sea mejor o peor
—a veces es mejor y otras peor—, todos los agentes que
intervienen, Gobierno, grupos parlamentarios, sectores
afectados, se afanan en producir enmiendas, que casi
nunca son de supresión, sino casi siempre de adición. De
esta forma la selva legal se va haciendo más densa, más
frondosa y más impracticable. Tal vez llegará un día,
quiero ser optimista, en el que los presidentes o presiden-
tas de los parlamentos al hacer balance de final de la legis-
latura destacarán como dato positivo del trabajo realizado
las páginas derogadas o refundidas, no como ahora, las pá-
ginas legisladas.

Esta reflexión viene a cuento de un proyecto de ley
como el que la señora Ministra nos acaba de presentar, que
podría ser el paradigma de este tipo de orgías legislativas.
A partir de esta reflexión voy a argumentar las razones de
nuestro veto con un hilo conductor, que no es otro que el de
sostener que, a nuestro juicio, se ha utilizado una técnica
legislativa inadecuada, y que de aquí parten bastantes de
los errores que apreciamos en el proyecto.

Por diversas razones que intentaré exponer con clari-
dad, éramos y somos partidarios de una trasposición de la
Directiva 200/31, de 8 de junio, breve y estrictamente li-
mitada a su contenido. En este sentido, desde nuestro
punto de vista se podría dividir el proyecto en tres partes:
una, la de las cuestiones que sí debe contener; es decir, el
contenido de la directiva; lo que no debería contener por-
que es superfluo o debería estar en otros sitios, pero que no
presenta problema de graves discrepancias; y lo que no de-
bería contener y, además, no estamos de acuerdo con el tra-
tamiento que se le ha dado.

Una de las cosas que sí debería contener, y contiene en
parte, es dotar de validez legal y seguridad la contratación
efectuada electrónicamente a través de la identificación di-
gital y de la firma electrónica. Éste es el leitmotiv de la di-
rectiva y, a nuestro juicio, debería serlo también de la ley.

Por cierto, sin duda convendría dotar de mayor preci-
sión y racionalidad la legislación intentando evitar la pro-
liferación de sistemas identificadores en beneficio de los
usuarios, tanto por lo que se refiere a particulares como a
empresas y, por supuesto, sin obstaculizar los contratos de
confianza mutua que ya rigen en la sociedad a través de
apretones de manos o de conversaciones telefónicas. A
nuestro juicio, la cuestión es relativamente sencilla.

El grave error de técnica legislativa del que, a juicio de
Entesa Catalana de Progrés, adolece el proyecto es el ca-
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rácter de ley general de Internet de matriz casuística que se
le ha pretendido dar, por dos razones. La primera, porque
si se querían regular más cosas de las que regula la direc-
tiva debería hacerse, en la mayoría de los casos, modifi-
cando las leyes correspondientes. Por ejemplo, es cierto
que a través de la ley se pueden cometer delitos, pero bas-
taría añadir la palabra «Internet» o la expresión «por me-
dios electrónicos» en las correspondientes tipificaciones
del Código Penal. Otro ejemplo es que la información cir-
cula y se acumula en la red con sistemas derivados y con-
dicionados por la tecnología, de forma que pueden afectar
al derecho de la intimidad de las personas, pero esto debe-
ría ser regulado a través de la Ley de Protección de Datos,
que para eso está.

Se podrá objetar que una y otra forma son opcionales.
Se podrá decir eso y es verdad, y que el argumento que es-
toy empleando es contradictorio con mi reflexión inicial,
puesto que la ley podría ser una especie de texto refundido
en cuanto a lo que afecta a la red, pero la objeción no nos
parece válida porque hay materias que requieren una nor-
mativa sustantiva y específica y otras que no lo requieren.

Por ejemplo, no existe —y a mi juicio está bien que no
exista— una ley general del uso del teléfono, del fax, una
ley general del correo ordinario y de la mensajería que re-
gule toda la casuística penal, mercantil y sobre los dere-
chos de las personas que puede originar el uso de estos me-
dios.

La segunda razón atañe a la propia naturaleza de la red.
Por una parte, Internet es un medio de comunicación muy
potente, es también una inmensa enciclopedia que tiende a
ser universal, tanto desde el punto de vista de su ámbito
global o territorial como de los contenidos e información
que abarcan todas las materias imaginables. Pero Internet
es también un proceso dinámico todavía reciente, casi in-
cipiente, que conduce, en alguna medida de forma ya tan-
gible y previsible, pero sobre todo de formas aún no previ-
sibles, a cambios extraordinarios hacia algo que hemos
convenido en llamar sociedad de la información o del co-
nocimiento, pero que no sabemos todavía con precisión en
qué va a consistir, y también es un proceso dinámico que
no se cerrará. Siendo esto así, con más motivo que en la re-
gulación de otras materias de debería haberse optado, a
nuestro juicio, por técnicas legislativas más cercanas a las
de matriz anglosajona, es decir, regulando eventualmente
y prohibiendo a medida que sea necesario y vayan apare-
ciendo nuevas variables, en lugar de intentar prever una
casuística que es imposible de prever en muchos aspectos.
Para cuando la ley entre en vigor tal vez en algunos aspec-
tos ya estará desfasada.

Señora Ministra, hasta aquí la serie de objeciones que
planteamos al proyecto aunque en materias que cierta-
mente entendemos que requieren regulación y sobre las
cuales no tenemos discrepancias muy importantes en
cuanto a la intención de su proyecto de ley.

Pasemos ahora a los aspectos que entendemos que sim-
plemente no deberían ser regulados o de cuya regulación
en el proyecto discrepamos abiertamente.

El texto del proyecto destila un excesivo, incluso obse-
sivo temor y prevención ante lo que supone la red. Esa ac-

titud se traduce explícitamente en una vocación de control
que, además de no ser pertinente, es imposible.

Ciertamente la actividad de las empresas que el pro-
yecto define como prestadores de servicios de la sociedad
de la información es una nueva actividad que con toda pro-
babilidad requiere alguna normativa específica, pero sólo
en los aspectos diferenciales que las caractericen de otras
empresas, no como si fueran, «a priori», más sospechosas
de prácticas nocivas que las demás.

Señora Ministra, se le van a marchar, van a emigrar.
Como sin duda usted sabe, y por razones de precio o de
otro tipo, bastantes empresas de usuarios ya tienen hoy
sus sitios web alojados en prestadores de servicios esta-
blecidos en otros países. La ley va a acentuar esta diás-
pora. Y no me refiero a los sitios web con contenidos ilí-
citos o intenciones aviesas, me refiero a sitios web con
contenidos lícitos e intenciones mercantiles o informati-
vas completamente normales, pero no muy predispuestos
a padecer controles burocráticos excesivos de regulacio-
nes rígidas si pueden eludirlas, y pueden eludirlas. Pero
no sólo se le van a marchar usuarios, se le van a marchar
también prestadores de servicios. La propia naturaleza de
la red implica que una empresa de este tipo, aun actuando
exclusivamente o casi exclusivamente en un mercado na-
cional nada impide que esté establecida con sus máquinas
y su acción comercial en la red en cualquier lugar del
mundo, incluso probablemente aparecerán paraísos in-
formáticos comparables a los paraísos fiscales. Esto po-
dría y puede ocurrir en cualquier caso. Pero esta Ley, que,
si se limitara a regular con flexibilidad y buen tino lo que
es necesario regular, podría contribuir a evitarlo en al-
guna medida, paradójicamente, creemos que lo va a fo-
mentar.

Pero hay más problemas que suscita la ley. No voy a re-
criminar que tenga usted vocación o intención de censura
previa porque eso sería exagerado y, por lo tanto, injusto,
pero sí debo decirle que el proyecto peca cuando menos de
suspicacia previa. Evidentemente, la evolución de la red
comporta riesgos, como comportan riesgos todas las gran-
des innovaciones, pero debe desarrollarse con flexibilidad
y márgenes amplios para la libre creatividad, y no con es-
quemas rígidos y parámetros previstos de antemano, que
no se pueden prever en algunos casos. Regular con tantas
cautelas supone una contradicción intrínseca con la natura-
leza del fenómeno de Internet.

Y respecto a la pretensión de querer controlar todo, es
también destacable la vocación del texto por controlar los
contenidos. Aun reconociendo que en otros aspectos el
proyecto ha mejorado bastante en relación con sus prime-
ras versiones, subsiste un evidente exceso de voluntad de
intervención, a nuestro juicio. Por supuesto que lo que
acabo de decir no supone que nos opongamos a que los
jueces puedan tener acceso a informaciones para sus in-
vestigaciones cuando haya indicios de delito. En España y
en todo el mundo civilizado, los jueces pueden, por ejem-
plo, ordenar pinchar teléfonos. Arbitremos, pues, las medi-
das necesarias para que de forma equivalente los jueces
puedan obtener información transmitida electrónicamente,
pero sin todo este cúmulo de suspicacias y de riesgos de ar-
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bitrariedades administrativas que el proyecto contemplaba
y que en buena medida todavía permanecen.

También nos hubiera gustado, ya que han puesto uste-
des tantas cosas en esta ley, que se hiciera una apuesta más
clara por las fuentes de código abierto y libre o, cuando
menos, por la escrupulosa neutralidad en este terreno. No
digo que el proyecto vaya en el sentido contrario, no estoy
diciendo esto, que sería inexacto. Pero hay razones para
hacer esta apuesta, no sólo, aunque también, para proteger
a los usuarios del riesgo de monopolio u oligopolio que los
grupos que operan a nivel mundial sobre la base de fuentes
de código cerrado persiguen, sino también porque los pro-
cesos de mejora continua y libre de programar procedi-
mientos y procesos son fuente de innovación creativa y,
por ende, de creación de riqueza y de posibilidad de estar
en las vanguardias innovadoras.

En este contexto hay que situar la regulación sobre pa-
tentes en la Unión Europea, pues aunque en el Grupo En-
tesa Catalana de Progrés somos decididamente partidarios,
en general, de los sistemas de patentes, en todos los cam-
pos hay, como usted sabe muy bien, cosas que son patenta-
bles y otras que no lo deben ser. Confiamos en que la acti-
tud del Gobierno español tanto por lo que se refiere a este
aspecto de las patentes como respecto a la reunión de julio
en París relativa a la programación de código libre man-
tenga una actitud favorable a los procesos creativos y con-
traria a los monopolios que pueden ralentizar la innova-
ción.

Voy terminando, haciendo referencia a otros aspectos
del proyecto asimismo negativos, a nuestro juicio.

Debería contemplarse la distinción entre actores de la
red con ánimo de lucro y actores sin ánimo de lucro con
mayor precisión y debería hacerse también en este caso
con flexibilidad, puesto que las web que ofrecen infor-
mación y servicios gratuitos no deberían colocarse en la
órbita fiscal por el simple hecho, por ejemplo, de tener un
modesto «banner» de un patrocinador o por contener un
«link» a un sitio web más o menos comercial, no sólo
porque eso es un corsé que puede abortar proyectos inte-
resantes sino porque es una pretensión inútil. Una vez
más tengo que repetírselo, señora Ministra: se le van a
marchar.

Por último, quiero reprochar del proyecto un aspecto
intervencionista y que, a nuestro juicio, casi bordea el ab-
surdo. No dudo de que al intentar estimular mecanismos de
autorregulación la intención es buena. Sin duda, señora
Ministra, usted y yo y muchas más personas creemos en la
eficacia de las prácticas autorreguladas. Pero el hecho es
que hasta hoy la red viene siendo un ámbito ejemplar en
este sentido. Puede dejar de serlo, estoy de acuerdo, pero
hasta ahora es un ámbito ejemplar. Incluso se podría decir
que es el paradigma de este tipo de códigos voluntarios,
además a nivel mundial. Por tanto, creo que habría que de-
jarlo más o menos como está y no interferirlo, es decir,
puesto que funciona y funciona bastante bien, dejar que se
desarrolle.

Habría más temas que tratar pero creo que no dispongo
de mucho tiempo más. Algunos de ellos son: la cuestión de
los dominios, que, a nuestro juicio, el proyecto contempla

de forma poco realista y práctica; el superfluo registro pa-
ralelo de empresas, que no tiene utilidad; y hay aspectos
discutibles por lo que se refiere al respeto al marco de
competencias, aunque estoy de acuerdo en que formal-
mente sí se respeta.

Por último, podríamos hablar de la enmienda del Grupo
Popular en el Senado sobre la obligación de guardar datos,
que en su primera versión vulneraba claramente, a nuestro
juicio, derechos consagrados por la Ley de Protección de
Datos y que en la versión actual muestra una ambigüedad
notable.

Supongo que en estos casos hay que legislar precisa-
mente en el marco de la Unión Europea, máxime cuando
ésta ya está trabajando —lo hemos comprobado, nos
consta— en una promulgación de normativa al respecto.

Ya que mi tiempo concluye, resumo diciendo que cree-
mos que este proyecto de ley creará, al convertirse en ley,
disfunciones en el desarrollo de la sociedad de la informa-
ción y el conocimiento. Más que a acelerarlo, tenderá a re-
trasarlo, propiciará la deslocalización de empresas y ami-
norará con ello el potencial de volumen global de este
campo en España.

Además de otros defectos que tiene esta ley, y que he
intentado poner de manifiesto, es un mal negocio.

Por ello y otras razones, ligadas al dinamismo y volati-
lidad de las variables del proceso que supone la red, na-
cerá, a nuestro juicio, con el estigma de una legislación,
que deberá ser rectificada en su orientación general porque
es desacertada globalmente.

Señora Ministra, es nuestro criterio, lo que nos obliga a
la presentación de este veto.

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo
Parlamentario Socialista.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senador Gibert.

Por último, corresponde el debate de la propuesta de
veto del voto particular número 5 del Grupo Parlamentario
Socialista.

Tiene la palabra el senador Lavilla para su defensa,
también por tiempo de 15 minutos.

El señor LAVILLA MARTÍNEZ: Muchas gracias, se-
ñor Presidente.

Hoy, día 20 de junio, me veo obligado a estar aquí,
cumpliendo con el mandato constitucional que la sobera-
nía del pueblo nos otorga, en lo que podríamos llamar ser-
vicios mínimos de la democracia, pero no es menos cierto
que nuestra solidaridad y sentimiento, junto con la aporta-
ción íntegra de este día, irá íntegramente para abonar la se-
guridad de nuestros compañeros en el País Vasco.

Esta mañana he llamado a casa y me he enterado de que
mi hija no podía ir al colegio porque sus profesores habían
decidido ejercer el derecho constitucional de huelga. (Pro-
testas en los escaños del Grupo Parlamentario Popular.)
Pero, por otro lado, he escuchado al señor Ministro, porta-
voz del Gobierno, don Pío Cabanillas, en un ejercicio de
manipulación absoluta y de intoxicación, decir que hoy no
hay huelga general en España. (Fuertes protestas en los es-
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caños del Grupo Parlamentario Popular.) Éste el ejercicio
de manipulación…

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Silencio,
señorías.

El señor LAVILLA MARTÍNEZ: Espero, señor Presi-
dente, que me descuente este tiempo por dos razones: la
ilusión que le hace a su grupo escuchar la intoxicación del
Ministro Pío Cabanillas y el doble tiempo del que ha dis-
puesto la señora Ministra.

Señorías, lo que quiero decir es que la reforma impuesta
por el Gobierno, echándole un pulso a los trabajadores y a
la mayor parte de la sociedad, tiene también un efecto es-
pecífico, señora Ministra, en las nuevas tecnologías, más
del 20 por ciento de empleo perdido en éstas. Estos despe-
didos se van a ver afectados por el «decretazo» del Go-
bierno. La prepotencia, la intolerancia, el afán por contro-
lar los medios de comunicación al mejor estilo Pío Caba-
nillas, a costa de todo, para ponernos a los pies del Partido
Popular, también les ha llevado a intentar controlar Inter-
net, señora Ministra. Ustedes han intentado incluir dos
proyectos de ley en uno, el que regula el comercio electró-
nico, siguiendo la directiva europea, y el de su obsesión
por controlar los medios de comunicación. Quien no con-
fía en su gestión, necesita controlar la información. Preci-
samente, el trámite parlamentario en el día de hoy, forzado
con el debate de los proyectos de ley celebrado ayer, se di-
rige a ocultar esta ley, que es vergonzante y no tiene más
que ver su página web del Partido Popular, la opinión que
sus militantes están reflejando en ella.

Señora Ministra, mire este libro, financiado por el Mi-
nisterio de Ciencia y Tecnología. En él se dice que la ley
debería de haber sido orgánica porque afecta a derechos
fundamentales. En su presentación estuvo el Presidente del
Tribunal Supremo. Luego le diré quién es el abogado que
lo ha escrito.

Demostraré en dos momentos que han pretendido vul-
nerar los derechos fundamentales reconocidos en la Cons-
titución Española y demostraré los objetivos que ustedes
persiguen, pese a los retoques para evitar la anticonstitu-
cionalidad clara de los textos iniciales, en los que tuvo que
ser desautorizada dos veces, señora Ministra, por su propio
grupo. Ustedes mantienen los objetivos, pero han cam-
biado la ley para salvar la constitucionalidad de la misma.
Pretenden poner Internet a su servicio y al control del Par-
tido Popular y no aprovechar, señora Ministra, la vitalidad,
la creatividad, la fuerza de la red de Internet en positivo
para desarrollar la sociedad de la información en España.
En dos momentos usted ha sido desautorizada. Fue desau-
torizada, señora Ministra, cuando en el segundo borrador
pretendía cerrar una publicación por orden del Gobierno,
segundo anteproyecto, mayo de 2001. Y el segundo mo-
mento en el que han ido contra la Constitución, señora Mi-
nistra, fue con su intento de entrar a saco en nuestra inti-
midad sin resolución judicial, abriendo directamente la po-
sibilidad a la policía para acceder a nuestros datos perso-
nales de navegación. Tuvo que ser corregida, autoenmen-
dándose el Grupo Parlamentario Popular, esa enmienda,

como ya advertimos desde el Grupo Parlamentario Socia-
lista en la Comisión.

Por lo tanto, ese intento atenta contra dos derechos fun-
damentales: el artículo 20.5 de la Constitución y al derecho
a la intimidad del 18.3 de la Constitución. En una palabra,
hay que decir que en este punto no fue la fuerza del Go-
bierno la que generosamente cambió la ley. Se empecinaba
usted, señora Ministra, en mantener esos textos ambiguos,
pero la fuerza de Internet, la fuerza de la opinión en la red
le ha llevado al Grupo Parlamentario Popular en el Con-
greso de los Diputados a plantear esa enmienda en la que
le desautoriza expresamente. La fuerza de la red ha sor-
prendido al Gobierno del Partido Popular, puesto que los
internautas no se han dejado manipular por su propaganda,
logrando al menos parcialmente variar la forma con la que
pretendían controlar internet, mezclando, como le he dicho
antes, comercio electrónico con libertad de información.

Quiero hacer constar, ante el segundo borrador de la
LSSI, que el día 8 de mayo un grupo de opinión en Inter-
net, «kriptopolis.com», con Manuel Gómez y dos aboga-
dos expertos en nuevas tecnologías en Internet, don Javier
Maestre y don Carlos Sánchez Almeida, advierten de la in-
tención del Gobierno de cerrar una publicación web por
orden del Gobierno, lo que era claramente anticonstitucio-
nal, señora Ministra. Desde su independencia de este
grupo pero a la vez desde su compromiso, se ponen en con-
tacto con el Partido Socialista y ese mismo día a las tres de
la mañana estamos convencidos de que este texto ataca de-
rechos fundamentales, por lo que denunciamos con fir-
meza el intento de instaurar la censura en Internet por parte
del Gobierno del Partido Popular como un objetivo polí-
tico claro para intentar poner Internet a su servicio. El Go-
bierno del Partido Popular es sorprendido, puesto que la
manipulación que practica en los medios públicos se les
escapa en Internet. El Gobierno desfasado del Partido Po-
pular, la fuerza de los ciudadanos en Internet, de los inter-
nautas que protestan, de los medios digitales que se rebe-
lan, y especialmente el día 29 de mayo de 2001 la principal
revista del mundo de Internet, «Wired.com», la periodista
Julia Scheeres, especialista en los temas de Internet, pu-
blica un artículo que titula «El regreso de la Santa Inquisi-
ción a España». El título lo dice todo, señora Ministra. La
prepotencia, el totalitarismo que ha provocado por parte
del Partido Popular la huelga general de hoy se manifiesta
también en esta ley.

En el informe de 5 de diciembre de 2001 mi grupo ad-
vierte algunas de estas deficiencias en nuestro voto parti-
cular, que fue también apoyado por Entesa Catalana y
compartido por el PNV. Junto con mis compañeros de la
Comisión, quiero destacar la contribución de la Vicepresi-
denta de la Comisión, Ana Arnáiz, tanto en el voto parti-
cular como en los trabajos previos. En contra de lo que han
dicho, la tramitación, señora Ministra, ha sido obscuran-
tista, engañosa y nada transparente, cambiando toda la ley
en el Senado, sin que la sociedad haya participado, en ab-
soluto, de los cambios radicales que han introducido en
contra de nuestra intimidad y la subasta de nuestro idioma
a través de los dominios. No ha habido participación en
esto, señora Ministra.
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El día 11 de septiembre de 2001, señora Ministra, casi
todos los grupos de la Cámara le solicitamos una serie de
documentos, nos enteramos por una revista digital, Maky-
press, antes de esos documentos que por su Ministerio.
Creo que con este ejemplo queda claro. Para ocultar, no
obstante, esta desautorización de su partido, tras la lucha
que ha existido en la red de Internet en nuestro país, a un
proyecto claramente rechazado por la mayor parte de los
ciudadanos y colectivos, usted dijo en la enmienda del
Congreso de los Diputados que las enmiendas del Partido
Popular a la LSSI son precisiones ya que no limitan ningún
derecho fundamental. ¡Como que precisiones! Señora Mi-
nistra, eran enmiendas que recogían en parte lo que había
estado reclamando la red, lo que usted se negaba a admitir.
Por lo tanto, fue una desautorización clara que el Gobierno
en su conjunto a través suyo y de su grupo tuvo que admi-
tir y hacer. Pero como le digo, señora Ministra, no son pre-
cisiones; era una reivindicación que fue parcialmente aten-
dida.

Señora Ministra, en todo el proceso ustedes han preten-
dido controlar la red de Internet en España para ponerla a
sus pies. Ustedes no han intentado impulsar la sociedad de
la información ni tampoco han querido transponer la Di-
rectiva 2000/31/CE, pero yo voy a proponerle algo para
que su discurso no se quede desfasado como le ocurre
siempre a su política: dígame un solo artículo de los 24 que
tiene la Directiva que incluya la información en línea
como objeto de regulación. No obstante, puedo leerle el
apartado noveno de la Directiva. Dice literalmente: La pre-
sente Directiva no está destinada a influir en las normas y
principios nacionales fundamentales relativos a la libertad
de expresión. Pues bien, en su proyecto eso se contempla,
y además se ataca. Por tanto, el que nosotros digamos que
ustedes se alejan de Europa y de la Directiva se debe a que
es un hecho cierto.

Y hablando de marginales, señora Ministra, ustedes nos
convierten en una excepción, nos convierten en un país
marginal dentro de Internet, cosa que perjudicará a nues-
tros intereses generales, y como ya se le ha dicho, señora
Ministra, nuestras empresas se verán obligadas a emigrar.
Por tanto, usted y su Gobierno han traído un proyecto de
ley, pero no para impulsar el comercio electrónico ni de-
terminados aspectos de la sociedad de la información, sino
para controlar Internet y para poner la red al servicio de su
poder alejándonos así de Europa, cuya Directiva pretende
fundamentalmente dos objetivos según se dice en el ar-
tículo 1.6: crear un espacio único y fomentar un espacio
común de diversidad cultural y lingüística y fomentar el
pluralismo. Es decir algo que no garantiza en absoluto el
proyecto de ley que hoy tenemos sobre la mesa.

Ya ve, señora Ministra, yo sí le cito los artículos de la
Directiva que demuestran lo que estoy diciendo. Nuestras
empresas y los ciudadanos tendrán dificultades y optarán
por marcharse de la red. Nada es estable, pero hay que
comparar cifras, señora Ministra. Por ello, en cuanto al uso
de Internet y el contexto en que se aplica la ley, tengo que
decirle que España es el penúltimo país de la Unión Euro-
pea en nivel de acceso a Internet. Sólo estamos por delante
de Grecia. Dirá, señora Ministra, que ustedes han hecho

muchas cosas, pero yo le digo que todo lo que han hecho
hasta ahora es insuficiente. Y, por favor, no me juegue con
las cifras. Le pondré un ejemplo. Hubo épocas en las que
en nuestro país no había ni un solo coche, pero en un año
determinado empezó a haber algunos. Con lo cual, si com-
paramos esos dos hechos, incluso podemos decir que el
crecimiento de coches en España en aquel año fue verda-
deramente increíble.

Aquí se ha dicho que esta Cámara fue una de las prime-
ras del mundo en estudiar el fenómeno de Internet, cosas
que ocurría ya en el año 1998, pero lo cierto es que Inter-
net despega cuando despega por mucho que se intenten
disfrazar las cifras, y repito que estamos en el penúltimo
lugar de Europa, señora Ministra. Las cifras que colocan a
nuestro país en ese penúltimo lugar están acreditadas por
diversas fuentes: por un informe de la Universidad de Har-
vard, por un informe de la Caixa y por el último que ha ela-
borado Auna por no mencionarle más ejemplos.

Pero le voy a decir más, señora Ministra. Si no fuera por
el esfuerzo que está haciendo nuestra sociedad estaríamos
aún más atrasados. El Plan tecnológico del Gobierno —que
no es suyo solamente puesto que lo presentó el Presidente
del Gobierno—, el Plan Info XXI ha fracasado, señora Mi-
nistra, y ustedes mismos lo han reconocido calificándolo
de documento de trabajo. Como dice la prensa, su Plan se
ha quedado sólo en humo, señora Ministra.

Señoría, teniendo en cuenta el fracaso del Gobierno en
esta materia y que tienen que buscar un responsable, ello
unido a las dos desautorizaciones claras de su Partido
cuando al final han tenido que corregir sus intenciones, en-
tiendo que su permanencia en el Ejecutivo a corto plazo re-
sulta complicada. Tengo la impresión de que usted, señora
Ministra, va a ser la víctima del fracaso tecnológico del
Gobierno, pero no es usted la única responsable sino el
Gobierno en su conjunto. De todos modos, usted podría ser
esa víctima para que el Gobierno pudiera aparentar, en el
poco tiempo que les queda de estar en el poder, haber dado
un golpe de timón.

En materia de comercio electrónico, señora Ministra,
señorías, España ocupa, por culpa de la política del Go-
bierno, una de las últimas posiciones de toda la Unión
Europea. Si tenemos en cuenta nuestro número de inter-
nautas, podemos decir que de cada cien ciudadanos de
cualquier país europeo 14 han realizado compras por In-
ternet y en España de cada 100 sólo han comprado cinco.
No nos manipule los datos diciendo que hay un creci-
miento del 600 por cien. Si de dos compradores se pasara
a cien, el porcentaje de crecimiento sería increíble, pero el
dato es el que es. Repito que estamos en las últimas posi-
ciones de la Unión Europea, señora Ministra, y la LSSI va
a agravar aún más nuestra situación. Aportará más obstá-
culos y más dificultades. Algunos indicadores sobre el co-
mercio electrónico son: última posición en el número de
empleados, penetración de PDA de usuarios de acceso a
Internet, servidores de web por 1.000 habitantes, transac-
ciones de comercio, empresas con web site, web site de
empresas con comercio electrónico, inversión publicitaria
en Internet. En estos doce indicadores somos los últimos
de Europa. Estos son datos, señora Ministra, de la Comi-
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sión Europea. En otros dieciocho indicadores ocupamos
el penúltimo lugar.

Usted, señora Ministra, ha llegado a decir que con esta
ley Internet dejaría de ser de marginales. No se puede de-
cir, señora Ministra, o sugerir que hay 7 millones de mar-
ginales en España. Internet es una red viva que tiene po-
tencialidad, creatividad, y hay que aprovechar Internet
para dinamizar la sociedad y alcanzar la modernidad. No
presentarlo como algo en negativo, como ustedes han he-
cho, porque, por otro lado, tampoco aportan ningún medio
para conseguir esa seguridad: 23 policías deben de haber
para controlarlo. Es un proyecto de ley desfasado que des-
precia cuanto ignora. La red de Internet, como le decía, es
positiva, creativa y tenemos confianza en ella. Hay que co-
rregir algunas irregularidades, pero no hay que convertir
en sospechosos a esos 7 millones de internautas. No hay
que criminalizar la red, señora Ministra.

El Partido Socialista confía en Internet y en el potencial
que tiene de cara al desarrollo de nuestro país. Ustedes, y
voy terminando ya, no quieren impulsar la red. Se equivo-
can con ello, y de paso perjudican a la sociedad española.
Además, vetamos el proyecto de ley, puesto que las últi-
mas enmiendas que han introducido tienen trampa, la su-
basta de nuestro idioma al mejor postor y la situación de
dominio en España está absolutamente desfasada, puesto
que sólo tiene 40.286 dominios, mientras que Francia
cuenta con 229.000, Italia tiene 700.000, Alemania 5 mi-
llones e Hispanoamérica 5 millones de dominios registra-
dos; Méjico, por ejemplo, tiene el doble de España,
70.926, y Brasil dispone de 406.352 dominios. La LSSI
agrava el problema.

Sobre las líneas TRAC, señora Ministra, usted misma
dijo que en el año 2002 lo resolvía. No existen garantías
para que se cumplan los plazos y encima los aplaza para el
Gobierno que venga. Nosotros lo haremos cuando nos to-
que. (Rumores.)

Señora Ministra, hay varias sentencias del Tribunal
Constitucional que demuestran que la aplicación del texto
puede ser complicada.

Voy a decir las doce razones por las cuales el Partido
Socialista entiende que esta ley va a perjudicar los intere-
ses generales de la sociedad de la información en nuestro
país.

Señora Ministra, la Administración no puede imponer
una multa previa a ningún tipo de publicación. Sin em-
bargo, para el mundo digital sí se hace en esta ley. (Rumo-
res.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Silencio,
por favor.

Senador Lavilla, por favor, le ruego que vaya conclu-
yendo.

El señor LAVILLA MARTÍNEZ: Señor Presidente, con
mucha agilidad leo las doce razones, que son doce frases,
y termino agradeciendo su amabilidad.

No se registran todos los boletines informativos o pu-
blicaciones no digitales. En Internet usted y su Gobierno sí
lo hacen. El registro es costoso, burocrático y nada opera-

tivo. Nos aleja de Europa, señora Ministra, limita la liber-
tad de expresión, atenta contra nuestra intimidad, incre-
menta la inseguridad en la red, obstaculiza el desarrollo de
Internet en España, perjudica a casi todos, pero especial-
mente a las iniciativas más creativas y con menor poder
adquisitivo. No asume compromisos de cohesión social y
territorial, y han rechazado, por mucho que hable usted de
discapacidad, las enmiendas constructivas para que usted
asuma en el ámbito de su responsabilidad compromisos
claros con la discapacidad en España. Es, en definitiva,
parte de una mala política para impulsar la sociedad de la
información y el comercio en España. España con esta ley
se aleja de Europa. La mayor participación digital que se
ha conocido en nuestro país se lo ha puesto sobre la mesa.
Le han desautorizado dos veces, esta ley profundiza toda-
vía más el retraso tecnológico de España. Hoy España está
en huelga contra la prepotencia del Gobierno, y este pro-
yecto de ley, señora Ministra, es un ejemplo de ello. Lo que
sí le garantizo, señora Ministra, es que cuando los socialis-
tas gobernemos, suprimiremos esta ley tan nefasta para los
intereses generales de nuestro país.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos en los escaños
del Grupo Parlamentario Socialista.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senador Lavilla.

Para turno en contra, en nombre del Grupo Parlamenta-
rio Popular tiene la palabra la senadora Delgado.

La señora DELGADO GARCÍA: Muchas gracias, se-
ñor Presidente.

Señora Ministra, señorías, intervengo en nombre del
Grupo Parlamentario Popular para fijar nuestra posición
respecto a los vetos. Anunciamos, con anticipación, que
los vamos a rechazar.

Entendemos que el proyecto de ley que se presenta esta
mañana es un proyecto necesario, es un proyecto ade-
cuado, es un proyecto que responde a la transposición,
como se ha dicho a lo largo de esta sesión, a nuestro orde-
namiento jurídico de la Directiva comunitaria 2000/31 de
8 de junio, relativa a determinados aspectos jurídicos de
los servicios de la sociedad de la información y, en parti-
cular, el comercio electrónico en el mercado interior. Re-
pito el título de la Directiva, aunque ya sé que se ha dicho
muchas veces, porque a lo largo del debate hemos podido
comprobar que algunos portavoces se quedan sólo con la
coletilla de comercio electrónico y no se enteran de que el
título de la Directiva es precisamente: De los servicios de
la sociedad de la información y, en particular, el comercio
electrónico.

Es una Directiva que obliga a los Estados miembros.
No somos los primeros que la hemos incorporado. Es un
proyecto europeo, un proyecto común, razón por la que el
Grupo Parlamentario Popular considera muy oportuna la
presentación de este proyecto de ley.

Por otro lado, este proyecto de ley no es una ley de In-
ternet, como en algún momento y de forma equivocada se
ha dicho. No regula toda la actividad realizada por medios
electrónicos ni pretende originar una nueva rama del dere-
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cho: el derecho de Internet. Nada de eso. El proyecto de
ley, si se lee como se tiene que leer, con rectitud de inten-
ción, no se extralimita de lo que la Directiva comunitaria
indica. Ahora, eso sí, es cierto que la transposición de una
directiva no consiste en fotocopiarla al pie de la letra y de-
jarla tal como está. Conviene saber, como digo, que las di-
rectivas no hay que transcribirlas.

Quizá sea bueno que, de vez en cuando, se nos recuer-
den muchas cosas, por ejemplo, el artículo 249 del Tratado
Constitutivo de la Comunidad Europea que, respecto de
las directivas, dice lo siguiente: «La directiva obligará al
Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que
deba conseguirse, dejando sin embargo a las autoridades
nacionales la elección de la forma y de los medios.» Por lo
tanto, se ha hecho un esfuerzo muy grande para adaptar el
proyecto de ley al ordenamiento jurídico español, pero res-
petando siempre los contenidos y los objetivos de la nor-
mativa.

Ustedes se contradicen en los mismos argumentos. Por
un lado, se dice que la forma en que se ha llevado a cabo
este proyecto de ley ha sido sin diálogo, de una manera
unilateral por parte del Gobierno. Por otro lado, se dice que
ha habido varios borradores que se han modificado. Una
ya no sabe entonces qué es lo que se quiere decir. Verdade-
ramente lo que no se quiere reconocer es que, por primera
vez, hemos asistido en la democracia a la elaboración de
un proyecto de ley en el que la opinión pública, desde los
colectivos hasta cualquier ciudadano a título individual, ha
tenido la oportunidad de acceder al documento y de hacer
llegar aquellas iniciativas que han creído convenientes.

Algunas asociaciones lo han respaldado, porque no es
cierto, como se ha dicho aquí, que este proyecto de ley no
tiene ningún tipo de respaldo. Viene con respaldos, y res-
paldos tan importantes como las asociaciones de internau-
tas —no sé si eso a ustedes les parecerá poco, pero yo creo
que es mucho—, las asociaciones de usuarios de Internet,
las asociaciones de consumidores y usuarios, la Asocia-
ción Española de Comercio Electrónico. Podría citarles
más, pero sólo menciono algunas que pueden servir de
ejemplo. Son asociaciones muy representativas que dicen
mucho del mundo de la Red en este país y que han respal-
dado este proyecto.

El tiempo que ha estado el proyecto colgado en la Red,
desde octubre del año 2000, ha recibido más de 30.000 ac-
cesos de internautas, más de 40.000 consultas, más de
65.000 opiniones, de las cuales se han recogido muchas y
se han incorporado. Se dice entonces: ustedes han tocado
el texto no sé cuántas veces, e incluso en un alarde de bar-
baridad y de temeridad parlamentaria, se dice que se le en-
mendaba la plana a la Ministra porque en el Senado, en una
Cámara parlamentaria, el Grupo Parlamentario Popular in-
troduce unas enmiendas y abre el diálogo con los distintos
grupos, porque no somos nada sectarios y, por tanto, se
dialoga. Concretamente en la enmienda número 172 el
texto aparece enriquecido, mejorado y con una mayor cla-
ridad debido al diálogo mantenido con el Grupo Parlamen-
tario Catalán en el Senado de Convergència i Unió, y dicen
ustedes que esto es enmendarle la plana a la Ministra. Per-
done, pero es que entonces, ¿qué es para ustedes el Parla-

mento? (Aplausos en los escaños del Grupo Parlamenta-
rio Popular.) El rodillo, y café para todos. ¡Pues no! Se han
incorporado estas opiniones que se introdujeron durante el
tiempo que estuvo en la Red, que ha sido desde octubre de
2000. De esas opiniones han salido cinco borradores, y en
lugar de ser algo de lo que tengamos que avergonzarnos,
nos orgullecemos. ¿Por qué? Porque eso permite que estos
colectivos que le he citado, y otros más, hayan podido ver
reflejadas sus iniciativas y se haya podido dialogar con
personas que se mueven en este mundo a diario y que han
podido aportar sus experiencias. Luego cinco borradores
demuestran precisamente el talante con el que se ha lle-
vado a cabo la elaboración de este proyecto de ley. Las en-
miendas aprobadas y las consensuadas con otros grupos en
el Congreso y las enmiendas del Senado, señorías, lo único
que indican es el talante dialogante del Gobierno; eso lo
único que indica es que el Gobierno y el Grupo Parlamen-
tario Popular que lo sustenta tienen la idea de que el Parla-
mento sirve para eso, para dialogar y para mejorar los tex-
tos. Eso significa que a la Ministra de Ciencia y Tecnolo-
gía no se le tiene que enmendar la plana. Primero, porque
el proyecto ha llegado ya muy trabajado por la opinión pú-
blica, en muy buenas condiciones, y lo único que se ha he-
cho es hacer uso de la actividad parlamentaria que los que
estamos aquí, como representantes del pueblo, tenemos
que llevar a cabo. En ningún momento me parece eso un
insulto, una falta de democracia, de seriedad, de cortesía o
cualquiera de esas barbaridades que se han dicho en este
Pleno para ofender —o para intentarlo, porque ya se sabe
que no ofende quien quiere sino quien puede y usted no ha
podido hacerlo— a la Ministra. (Aplausos en los escaños
del Grupo Parlamentario Popular.) Por eso nosotros sí va-
mos a apoyar el proyecto de ley.

Entro ya en algunas consideraciones y en ciertos aspec-
tos que se han ido comentando, en respuesta a los distintos
argumentos. Con el fin de no repetirme en exceso, las
agruparé según la idea y los distintos grupos que han opi-
nado.

En primer lugar, la señora De Boneta y el señor Gibert
han hecho alusión a que quizá esta incorporación de la Di-
rectiva, en lugar de hacerlo con una ley única, se podía ha-
ber hecho retocando distintas leyes. Recuerdo que como el
señor Gibert estuvo en la Comisión pude contestarle. La
senadora De Boneta se ausentó y, por lo tanto, voy a repe-
tir un poco abreviado el argumento que ya expuse en su
momento.

La incorporación de la Directiva comunitaria mediante
una sola ley es una técnica legislativa adecuada. La regula-
ción de estos aspectos específicos de la actividad telemá-
tica contemplados en la Directiva mediante la modifica-
ción de distintas normas afectadas, se enfrenta a numero-
sas dificultades prácticas. En primer lugar, en este caso son
muchas y variadas las normas afectadas por la Directiva, y
no resulta fácil determinar, dado el poco tiempo del que se
disponía, en cuáles de ellas deben insertarse las nuevas dis-
posiciones. La propia necesidad de coordinar correcta-
mente las modificaciones que se introducían, incremen-
taba la complejidad de la transposición de esta Directiva,
lo cual habría hecho prácticamente inviable el cumpli-
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miento de los tiempos para hacer la correspondiente trans-
posición. Por otra parte, también quiero indicarle que el
que la incorporación de la Directiva se haga mediante una
sola ley aporta una mayor seguridad jurídica a las empre-
sas y a los usuarios. Quiero recordar a sus señorías que pre-
cisamente la seguridad jurídica es uno de los valores en
que ha de orientarse la propia normativa en virtud del ar-
tículo 9.3 de la Constitución. Por tanto parece mucho más
oportuno que se haga a través de una ley.

El senador Gibert indica que es una ley discriminatoria
porque se refiere sólo y únicamente a Internet. El otro día
intenté comentarle al senador Gibert que lo que ha hecho el
legislador es únicamente atender aquellas especificidades
que exige esta ley porque, no olvidemos que, como usted
muy bien ha dicho, la compraventa o cualquier tipo de ac-
tividad tradicional viene desde tiempos antiguos y se viene
desarrollando con sus correspondientes legislaciones. Pero
lo que sí es cierto es que Internet tiene en sí misma una ca-
racterística muy peculiar, que es el anonimato que se esta-
blece a través de la Red, y es muy difícil que a través de la
Red una persona pueda saber que esa compraventa la está
haciendo con quien dice ser y la otra persona sepa que yo
voy a pagar si es que soy el que compra; hay que asegu-
rarse. Ése es el motivo por el que se ha hecho una especifi-
cación más al asunto de Internet, pero no porque pretenda
ser una ley discriminatoria de Internet respecto a otros me-
dios de comunicación.

Un segundo aspecto es que algunos portavoces han
cuestionado la adecuación del proyecto de ley al ámbito de
armonización de la Directiva. El proyecto de ley tiene una
única finalidad, y yo creo que esto se ha dicho muchas ve-
ces, tanto en Comisión como la señora Ministra en sus dis-
cursos, pero parece que no quiere entenderse. Dicen que
no se sabe aquello que uno no quiere entender, y en este
caso estamos en esa situación. Como digo, el proyecto de
ley tiene una única finalidad que se va repitiendo a lo largo
de la lectura del texto, que es la de fomentar el desarrollo
de los servicios de la sociedad de la información y, en par-
ticular, el comercio electrónico. En modo alguno pretende
utilizarse esta ley para coartar el ejercicio de la libertad de
expresión o de otros derechos fundamentales en Internet.
Su texto es plenamente respetuoso con las garantías y con
las normas que salvaguardan su ejercicio.

El concepto de servicio de sociedad de la información,
establecido en el Derecho comunitario, es un concepto am-
plio pues engloba todas las actividades que se realicen vía
electrónica pero con un fin económico, que es algo que al-
gunos de ustedes no quieren decir porque si lo dijeran se
les caería todo el discurso. Repito: sólo aquellas activida-
des que se realicen vía electrónica pero con un fin econó-
mico. Pues bien, el proyecto de ley reproduce dicho con-
cepto sin extralimitarse un ápice respecto al mismo.

Quiero resaltar que la única condición, y lo vuelvo a re-
petir, que se exige para la aplicación de esta ley es la pres-
tación constitutiva de una actividad económica, y lo espe-
cifica tanto la Directiva como el proyecto de ley. Y,
¿cuándo concurre esa condición? Concurre siempre que el
titular de una página en Internet, en este caso el editor de
un periódico —no voy a poner el ejemplo de comprar li-

bros, sino el que ustedes casi siempre ponen, el de la edi-
ción de un periódico—, recupera los costes de su elabora-
ción y difusión por Internet, bien porque inserta publici-
dad, bien por patrocinio, bien por suscripciones o de cual-
quier otra forma relacionada con la página de Internet de
que se trate. En este caso estamos frente a una actividad
económica, y lo que no entiendo es que si la edición de un
periódico en papel representa una actividad económica,
por qué no lo es si ese periódico se edita a través de un me-
dio electrónico.

Por tanto, señorías, no desvirtuemos los discursos, no
digamos cosas que no dice el proyecto de ley pero que ven-
dría muy bien que las dijera. Entiendo que lo hagan, por-
que así ustedes podrían acusar al Gobierno y desgastarlo,
pero el texto escrito es firme.

Por otra parte, el proyecto de ley no puede referirse ex-
clusivamente al comercio electrónico, como ha manifes-
tado el portavoz del Grupo Parlamentario Socialista, pues
de hacerlo así incurriríamos en la incorporación incom-
pleta de la Directiva, que se refiere a todos los servicios de
la sociedad de la información y no sólo al comercio elec-
trónico, con lo cual, señorías, quiero creer en la buena fe de
los distintos grupos parlamentarios y considero que este
argumento no se ha entendido bien aunque queda claro en
el proyecto de ley. Por tanto, no existe ninguna vis expan-
siva. He escuchado con muchísima atención y respeto al
senador Albistur y considero que no desborda lo que la Di-
rectiva pretende.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senadora
Delgado, concluya, por favor.

La señora DELGADO GARCÍA: Señor Presidente,
creo que todavía me queda tiempo.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senadora
Delgado, he consultado con los servicios de la Cámara y
efectivamente aún le queda tiempo. Puede continuar.

La señora DELGADO GARCÍA: Gracias señor Presi-
dente.

También se ha dicho que el proyecto de ley vulnera
principios constitucionales; que coarta el ejercicio del de-
recho a la libertad de expresión en la red; que algunas de
sus disposiciones son de constitucionalidad dudosa y pue-
den lesionar derechos fundamentales, etcétera. Pues bien,
señorías, he de decirles que en principio el proyecto de ley
no vulnera ningún derecho constitucional, y ahí están los
informes del Consejo General del Poder Judicial; ahí están
los informes del Consejo de Estado; además, la Ponencia
creada en el seno de la Comisión de Ciencia y Tecnología
del Congreso pudo demostrar que el texto no vulneraba
ningún principio de la Constitución. Por tanto, volver a re-
petir lo mismo es simplemente mantener el mismo dis-
curso ya debatido en el Congreso, presentado en Comisión
y devuelto al Pleno, pero no se actualiza de acuerdo con las
informaciones que se van recibiendo.

Asimismo, quiero indicarles que el proyecto de ley res-
peta escrupulosamente las garantías consagradas en la
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Constitución y en las leyes orgánicas y ordinarias regula-
doras de los derechos fundamentales al contemplar la
adopción de medidas de restricción a la prestación de ser-
vicios de la sociedad de la información.

Debe recordarse, de todas formas, que los derechos fun-
damentales no son absolutos —recuerdo que ya comenté
esta cuestión en Comisión pero vuelvo a repetirlo otra vez
porque veo que se vuelve a insistir en ella— y que su ejer-
cicio debe ceder en ciertos casos para la salvaguarda de
otros intereses también dignos de protección.

A este respecto, el artículo 20.4 de la Constitución su-
braya la existencia de ciertos límites al ejercicio del dere-
cho a la libertad de expresión, como por ejemplo derecho
al honor, a la intimidad, a la propia imagen, a la protección
de la juventud y a la infancia, etcétera, uno de los cuales
debe ser la prevención de la comisión de delitos o la reali-
zación de actividades contrarias a la ley que puedan lesio-
nar los derechos de los consumidores o de los menores.

Pues bien, en estos casos —y salgo al paso también de
otra de las acusaciones expuestas en la Comisión y en el
Pleno— sólo podrán actuar los órganos que en cada caso
sean competentes, ya sean los órganos jurisdiccionales, los
de las administraciones del Estado, de las comunidades au-
tónomas e, incluso, de las entidades locales. El proyecto de
ley se encarga de aclararlo en sus diversos preceptos y
además no cabe decir que su redacción induce a confusión.

Señorías, lo que no se puede pretender es que sólo la
autoridad judicial pueda adoptar medidas de restricción en
relación con las actividades o servicios realizados a través
de medios electrónicos, puesto que hay ámbitos de actua-
ción del Poder Judicial que no tienen atribuidas competen-
cias como, por citar algunas, el control sanitario o el fun-
cionamiento de los mercados de valores.

Por tanto, en este sentido, el proyecto de ley asegura
que los órganos administrativos y judiciales competentes
para adoptar determinadas medidas en el ámbito físico
puedan tomarlas también en el mundo virtual, sin atribuir
ninguna potestad nueva a ninguna autoridad ni judicial ni
administrativa.

Por otra parte, el proyecto de ley no autoriza a las ad-
ministraciones públicas para ejercer ningún tipo de cen-
sura en Internet, ni para secuestrar o suspender publicacio-
nes, ni en el ejercicio de las actividades de control que ten-
gan atribuidas en virtud de la legislación sectorial ni con
carácter cautelar en la tramitación de procedimientos san-
cionadores por la comisión de las infracciones previstas en
esta ley. Antes al contrario, recuerda —y lo dice el pro-
yecto— que estas medidas sólo podrán adoptarlas los jue-
ces y tribunales.

Señorías, de verdad que está claro en el proyecto. Pre-
tender buscar vericuetos y caminos para querer encontrar
lo que no existe sinceramente creo que ni es serio, ni es
ético, ni nos permite avanzar en la sociedad de la informa-
ción.

Otro de los puntos que se han tocado y que sirven para
justificar vetos es que el proyecto de ley es intervencio-
nista, que pretende llevar un control de todas las activida-
des que se realizan por vía electrónica, que incluso se llega
a decir que no favorece el comercio electrónico. El pro-

yecto de ley no persigue ninguno de los objetivos que
acabo de citar ni permite que se haga esta interpretación.
No quiero repetirme porque lo he dicho al principio, pero
sí tengo que comentarles que, junto a las disposiciones di-
rectamente relacionadas con el comercio electrónico y las
comunicaciones comerciales, la directiva y el proyecto de
ley incluyen una serie de preceptos destinados no a contro-
lar la prestación de servicios, sino a proteger determinados
bienes jurídicos que pueden verse afectados por la ausen-
cia de fronteras, autorizaciones o controles en Internet. Di-
chos preceptos permiten adoptar medidas que impidan la
continuación de la conducta lesiva con la celeridad necesa-
ria para contrarrestar la velocidad con la que Internet per-
mite propagar los efectos perjudiciales de una acción.

Por lo demás, señorías, el proyecto de ley sólo impone
a los prestadores de servicio una serie de obligaciones de
identificación e información con la finalidad de fortalecer
la confianza de los consumidores y usuarios en la utiliza-
ción de los servicios de Internet. Por lo tanto, no cabe ta-
char de intervencionista este proyecto. En cambio, sí lo se-
ría si estableciera autorizaciones o controles previos para
la realización de actividades, pero da la casualidad de que
esto no lo prevé el proyecto y, además, lo prohíbe, concre-
tamente en su artículo 6.

Por otro lado, se ha dicho que el proyecto de ley no fa-
vorecía el comercio electrónico. Pues bien, en contra de lo
que ha indicado el senador del Grupo Socialista, el pro-
yecto de ley favorece el desarrollo de la sociedad de la in-
formación en España mediante la instalación de un marco
jurídico claro, sencillo y flexible para la realización de ac-
tividades empresariales por medios electrónicos. La ley re-
gula una serie de obligaciones, de transparencia e informa-
ción a cargo de los prestadores de servicios destinadas a
afianzar la confianza de los usuarios en los servicios de la
sociedad de la información.

Estas normas, señorías, no suponen la consagración de
un régimen intervencionista, sino el fortalecimiento de las
garantías de los consumidores y usuarios en la utilización
de los servicios de Internet, que es uno de los objetivos que
inspiran el proyecto.

Entendemos que no se da ningún tipo de intervencio-
nismo, como se desprende del hecho de que los prestado-
res de servicios no necesitarán ninguna autorización espe-
cial para desarrollar su actividad ni tendrán que inscribirse
en un registro específico. El proyecto de ley tan sólo les
impone unas obligaciones mínimas de identificación e in-
formación para favorecer la confianza de los usuarios en
Internet, cuyo cumplimiento está al alcance de todos los
prestadores de servicios, ya sean grandes o pequeñas y me-
dianas empresas.

Dice el senador del Grupo Socialista que en comercio
electrónico estamos mal. Tengo que decirle que en la
prensa de ayer concretamente hay un informe presentado
por la Asociación Española de Comercio Electrónico que
dice que el comercio creció un 8 por ciento en España y
que se prevé para el año próximo un crecimiento de un
35,1 por ciento. Por supuesto que sus cifras quedan desfa-
sadas, y no dudamos que con este proyecto de ley el co-
mercio electrónico va a recibir un gran respaldo y va a au-
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mentar todavía más de lo que las cifras auguran, que no
son nada malas.

La verdad es que al senador del Grupo Parlamentario
Socialista esto de las cifras se le da bastante mal, porque
maneja la estadística como le parece. Siempre se queda
con eso de que somos los últimos pero, ya que habla tanto
de los colegios de Soria, le voy a poner un ejemplo.
Cuando usted era director provincial de educación en So-
ria no había ni un colegio conectado a Internet y en este
momento todos lo están. (Rumores.)

Ahora bien, conviene hacer una matización. El senador
socialista se llena la boca de decir que Internet no existía,
pues para él Internet empezó a existir entre los años 1998
y 1999. (La señora Arnáiz de las Revillas García: Y para
todo el mundo.—Varios señores del Grupo Parlamentario
Popular: ¡No!) No, señoría, eso no es verdad. Lo cierto es
que por aquel entonces, años 1998 y 1999, el Grupo Parla-
mentario Popular presentó una iniciativa, a propuesta del
senador Esteban González Pons, con el fin de crear en esta
Cámara una Comisión sobre redes informáticas. (El sena-
dor Albistur Marin: ¡Ya vale!) Senador, usted se enteró ese
día de que existía Internet gracias a que el senador Gonzá-
lez Pons le explicó en qué consistía, pero eso no significa
que no existiera antes. (La senadora Arnáiz de las Revillas
García: Tú todavía no te has enterado, Lucía.)

Voy a seguir dando argumentos. Dice que la ley no tie-
nen en cuenta la estructura autonómica del Estado español,
pero el proyecto de ley es respetuoso con las competencias
asumidas por las comunidades autónomas. La ley se dicta
al amparo de la competencia exclusiva del Estado en ma-
teria de telecomunicaciones, lo cual comprende la potestad
legislativa y ejecutiva en este campo, y me remito al ar-
tículo 149.1.21 de la Constitución, y sobre la legislación
mercantil, procesal y civil me remito a los artículos
149.1.6a y 149.1.8a de la Constitución.

El respeto a las competencias de las comunidades autó-
nomas en aquellas materias que hayan sido transferidas se
ha resaltado en la tramitación parlamentaria del proyecto
de ley en el Congreso, mediante la introducción de ciertas
modificaciones, entre otras la disposición final segunda y
la letra j del Anexo de relativo a las definiciones; sin duda,
estas modificaciones ponen de manifiesto la inocuidad de
este texto respecto a las competencias y normas de las co-
munidades autónomas. Señorías, a este proyecto de ley no
se le puede atribuir precisamente ese carácter.

Finalmente, el Grupo Parlamentario Socialista rechaza
el proyecto de ley porque dice que, a su juicio, no incluye
las garantías necesarias para la salvaguardia del derecho a
la intimidad, a la protección de los datos personales y a la
utilización de los servicios de la sociedad de la informa-
ción. Los derechos cuya inclusión reclama en el proyecto
de ley no responden a ninguna directiva comunitaria, no
tienen antecedentes en el derecho comunitario y no han
sido socialmente reclamados, por lo que en ningún caso su
argumento justifica la presentación de un veto.

La propuesta de directiva relativa al tratamiento de los
datos personales y a la protección de la intimidad en el sec-
tor de las comunicaciones electrónicas, cuya tramitación
está a punto de culminar, no sólo no contempla previsiones

como las demandadas por usted, sino que reconoce la legi-
timidad del uso de dispositivos de obtención de datos infe-
ridos a través de la navegación por Internet e incluso ad-
mite que el derecho a la protección de datos personales
pueda ser excepcionado por razones de orden público, se-
guridad nacional o de investigación criminal. Como ahora
no estamos debatiendo las enmiendas, no voy a entrar a
comentar algunas alusiones que ha hecho en relación con
la número 172 pero ya lo haré en el turno correspondiente. 

Una ley ordinaria, por lo tanto, no puede crear un dere-
cho fundamental como es el derecho al domicilio electró-
nico con los contornos imprecisos que pretendía usted per-
filar. Senador, su discrepancia respecto a las medidas pre-
vistas en la ley para facilitar la accesibilidad de las perso-
nas con discapacidad a los contenidos disponibles en la red
tampoco justifica la presentación de un veto. Por cierto,
ustedes no tienen que venir aquí a dar lecciones al Go-
bierno ni al Partido Popular sobre sensibilidad hacia los
discapacitados. Simplemente le remito a la comparecencia
de la señora Ministra en la última sesión de la Comisión de
la Sociedad de la Información y el Conocimiento, en la que
a través de su intervención quedaron demostrados la sensi-
bilidad, el esfuerzo y el trabajo dirigidos hacia dicho co-
lectivo.

Por tanto, no es justo que se haga un ataque sobre esa
cuestión, y en cualquier caso no tiene ningún sentido y me
parece una barbaridad que se utilice como argumento para
presentar un veto.

Por mi parte, sólo me queda decir que lamentamos que
estos vetos hayan llegado al Pleno. En Comisión se deba-
tieron ampliamente, y creíamos que todos estos temas ha-
bían quedado claros. Pero ya que ustedes han sido reticen-
tes y los han vuelto a presentar, por lo menos confiamos en
haber podido dar respuesta a todas sus propuestas y que a
la hora de votar los vetos consideren su improcedencia y
que este proyecto de ley es adecuado, respetuoso y va a
permitir que España avance en la sociedad de la informa-
ción en un contexto común, como es la Unión Europea. 

Muchas gracias. (Aplausos desde los escaños del
Grupo Parlamentario Popular.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senadora Delgado. Le pido disculpas porque, efectiva-
mente, su señoría tenía tiempo de sobra.

Abrimos turno de portavoces.
Por el Grupo Parlamentario Mixto, tiene la palabra la

senadora De Boneta.

La señora DE BONETA Y PIEDRA: Gracias, señor
Presidente. 

Señora ministra, señorías, señora portavoz del Grupo
Popular, voy a comenzar citando una frase que no entendí
la primera vez que la escuché al comienzo de mis activida-
des laborales. Me dijeron: Ten en cuenta que el que tiene la
información tiene el poder. 

Como digo, entonces no la entendí, aunque a lo largo de
mi vida he tenido oportunidad de comprender lo que signi-
fica, y más aún cuando hablamos de temas como éste y
comprobamos que el control absoluto de la información a
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través de un medio como la red —mucho más poderoso de
lo que yo imaginaba cuando comencé mi actividad labo-
ral— es el objetivo primordial de esta adaptación de la di-
rectiva comunitaria que en estos momentos estamos deba-
tiendo y que ya tuvo su tramitación en el Congreso. 

Ya que es costumbre del Grupo Popular destacar que al-
guien no se encuentra en un momento determinado en una
Comisión o Pleno —quizá no tenga más remedio que au-
sentarse—, a efectos de que conste en el Diario de Sesio-
nes diré que, efectivamente, no hubo oportunidad de que
se me contestara en Comisión ya que tuve que ausentarme
al tener que defender ese día varios vetos y enmiendas a di-
ferentes proyectos de ley en otras dos o tres Comisiones —
no las recuerdo en este momento y lamentaría equivo-
carme.

Y por si acaso fuera objeto de alguna otra interpreta-
ción, también diré que el hecho de que hoy hayan decaído
un veto y un conjunto de enmiendas de mis compañeros de
grupo parlamentario se debe a que se han ausentado, no
para dar una vuelta, sino como consecuencia de una actitud
política. Por tanto, yo no he mantenido, como es costum-
bre en el Grupo Mixto, las enmiendas de mis compañeros,
quienes, repito, mantienen una actitud política de apoyo a
unas determinadas ideas y a una huelga que tiene que ver,
como ocurre en este caso, con la ausencia de diálogo, por
mucho que la señora Delgado haya hecho referencia a los
apoyos que esta ley ha suscitado. Porque, señoría, el con-
trol del poder que se pretende no ha engañado a los inter-
nautas, que no han aceptado este proyecto de ley. En este
sentido, el portavoz del Grupo Socialista ha mencionado la
revista «Wired.com» —probablemente la más prestigiosa
y especializada en este campo— para hacer referencia a la
valoración de los internautas sobre esta ley, citando –tal
como yo hice al principio de mi anterior intervención— el
título de un artículo sobre este tema: La Inquisición vuelve
a España. Y creo que con esto queda bastante claro cuál es
nuestra posición al respecto.

Considero que en este proyecto de ley existe una mez-
cla insidiosa entre comercio y libertad de información y
que el mismo vulnera los derechos fundamentales, por mu-
cho que ustedes insistan en que ello no es así. Efectiva-
mente el artículo 20.4 de la Constitución se refiere a una li-
mitación de las libertades públicas en favor de los dere-
chos fundamentales, que yo no diría que no son absolutos
porque sí lo son; la que no es absoluta es la extralimitación
en el ejercicio de esos derechos fundamentales para la co-
misión de delitos, tal y como se señalaba. Y en ese sentido,
el único que puede velar porque esa extralimitación no
exista, pues ésta constituiría siempre un acto delictivo, es
obviamente el Poder Judicial; pero nunca las administra-
ciones, nunca el Ejecutivo. 

En cualquier caso, el Partido Popular ya nos tiene acos-
tumbrados a su olvido sobre la separación de los tres Po-
deres del Estado, algo que en este caso se pone de mani-
fiesto cuando dicen que se pueden limitar los derechos
fundamentales contenidos en el Título Preliminar de la
Constitución a través de controles administrativos o ejecu-
tivos. Yo considero que esto no debe ser así y por ello se-
guimos pensando que, a pesar de que se hayan corregido

algunas expresiones ambiguas, los artículos 8 y 11 siguen
suponiendo una clara vulneración de los derechos funda-
mentales, pero, sobre todo, entendemos que el proyecto de
ley en su conjunto sigue transmitiendo un claro interés por
el control mediante el sometimiento de las libertades fun-
damentales, y sobre todo de la libertad de los ciudadanos a
la información, a un control con el que, desde nuestro
punto de vista, se han extralimitado.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senadora
De Boneta, vaya concluyendo, por favor.

La señora DE BONETA Y PIEDRA: Termino, señor
Presidente, insistiendo en que, a nuestro juicio, sigue exis-
tiendo una censura previa, parece que haya capacidad para
cortar la información —el acceso a páginas web— desde
el Ejecutivo, desde la Administración, algo que entende-
mos corresponde al Poder Judicial.

Respecto del argumento que se refería a la necesidad de
haber regulado estos aspectos mediante leyes específicas,
a lo que nos responden que no había tiempo, que se podía
haber olvidado algo y que era difícil, creo que desde el año
2000 hasta el 2002 ha habido tiempo suficiente. El resto de
nuestros argumentos siguen vigentes, sobre todo los relati-
vos a la limitación de los derechos fundamentales y al ol-
vido, una vez más, de la estructura autonómica del Estado,
de su naturaleza plurinacional, pluricultural y plurilingüís-
tica y del servicio que la red puede otorgar a la misma, que
es violada de forma colateral por algunas disposiciones de
este proyecto de ley. 

Señor Presidente, termino ahora mismo agradeciendo
su condescendencia y diciendo que el Grupo Popular ha
sabido utilizar la transposición de la directiva, que era algo
obligatorio para los Estados miembros de acuerdo con
unas formas y un contenido mínimo que cada Estado debe
adaptar, tal y como ha recordado la senadora Delgado
cuando ha citado el artículo 249 del Tratado, perfecta-
mente bien para arrimar una vez más el ascua a su sardina,
la sardina del control de la red.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
señoría.

Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria tiene
la palabra el senador Rodríguez Díaz.

El señor RODRÍGUEZ DÍAZ: Gracias, señor Presi-
dente.

Señora Ministra, señorías, este proyecto de ley tiene,
en nuestra opinión, muchísimos aspectos que mejorar y
lo vamos a demostrar con nuestro apoyo a varias de las
enmiendas presentadas, pero tenemos que manifestar
nuestro rechazo a estos vetos. No obstante, expresare-
mos nuestra postura con detalle en el próximo turno de
portavoces, cuando se debatan las enmiendas de este
proyecto de ley.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senador Rodríguez Díaz.
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Por el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas
Vascos, tiene la palabra el senador Albistur.

El señor ALBISTUR MARIN: Muchas gracias, señor
Presidente.

Senadora Delgado, me voy a dirigir a usted, personal-
mente, porque hay un tema con el que quiero acabar y, para
ello, voy a recabar el apoyo de dos senadores de su propio
grupo parlamentario que fueron Presidentes de la famosa
Comisión que, según usted ha citado, fue una iniciativa ex-
clusiva del Partido Popular. Quiero acabar con esa idea
porque esa Comisión se constituyó con el apoyo de todos
los grupos parlamentarios, impulsado por un portavoz de
su grupo —al que respeto y admiro por aquella inicia-
tiva—, pero con una voluntad de sumar intenciones, que es
algo que no se ha producido desde entonces. Por favor,
terminemos con esta historia y, en todo caso, no me obli-
gue a decir que el incumplimiento de las conclusiones sí se
deben a la iniciativa del Partido Popular. Realmente, se
trata de un compromiso de todos los grupos políticos y
aquella Comisión situó al Senado en el lugar que le corres-
ponde: en la modernidad, comprometido con la sociedad
de la información e impulsor de servicios dentro de esta
propia Cámara.

Usted lamenta que nosotros continuemos presentando
las enmiendas a la totalidad o los vetos. Yo no me quiero
identificar con esa política del Partido Popular según la
cual, los que no coinciden con ustedes son malos o repre-
sentan algo rechazable; sencillamente discrepamos, y lo
hacemos obligatoriamente —y, además, con rigor— por-
que no se puede presentar una nueva disposición final pri-
mera ni una nueva disposición adicional sexta cuando, por
ejemplo, ésta última señala en su párrafo tercero: «La asig-
nación de nombres de dominio de Internet bajo el “.es” se
realizará de conformidad con los criterios que se estable-
cen en esta disposición, en el Plan Nacional de Nombres
de Dominio de Internet, en las demás normas específicas
que se dicten en su desarrollo por la autoridad de asigna-
ción ...» Este debate se le ha hurtado al Senado y se escapa
a las posibles aportaciones y sugerencias del propio Parla-
mento.

Por cierto, unos párrafos más adelante, en aquel que
empieza diciendo: «Podrán crearse espacios diferenciados
bajo el “.es”...» se introduce una idea que fue una iniciativa
de Entesa Catalana de Progrés, del Grupo Parlamentario
Socialista y también del Grupo Parlamentario de Senado-
res Nacionalistas Vascos; fue un voto particular presentado
el 5 de diciembre del año 2001, precisamente en el informe
de la comisión sobre las redes informáticas. Nos satisface
que ustedes hayan incorporado esta cuestión al proyecto de
ley como iniciativa propia, donde se varían y se crean otros
espacios diferenciados bajo el «.es», dedicados a la infan-
cia, a la juventud, etcétera, pero no se trata de una inicia-
tiva del Partido Popular sino de Entesa Catalana de Pro-
grés, del Grupo Socialista y del Grupo de Senadores Na-
cionalistas Vascos.

Podría seguir citando ejemplos, como en el caso del
punto cuatro, donde se habla de los posibles solicitantes,
de los criterios, pero sin darnos ninguna posibilidad de in-

tervención en el desarrollo de esta ley a los grupos parla-
mentarios representados en esta Cámara. 

Por otro lado, proponen una nueva disposición final
tercera en la que se incluye la adición de nuevas disposi-
ciones transitorias a la Ley General de Telecomunicacio-
nes, con un atrevimiento que, desde mi punto de vista, es
francamente novedoso, como ya se ha dicho aquí. Nos
preocupa que si todo lo que ustedes han planteado aquí ha
sido con el fin de incluir soluciones tecnológicas eficien-
tes para que la red telefónica y la red de Internet llegue a
los posibles consumidores, ¿por qué no lo han incluido en
el proyecto de ley? ¿Por qué no hicieron un proyecto de
ley urgente que pudiera haberse aprobado hasta con los
plazos que ustedes plantean? ¿Es que ustedes tienen vo-
luntad, verdaderamente, de desarrollarlo? Y, si la tienen,
¿por qué no lo incluyeron en el proyecto —repito—?
¿Por qué esta prisa? ¿Por qué esta actuación que no pa-
rece más que electoralista, y tiene una pinta demagógica
bastante clara? Porque no es viable, señorías, y ustedes se
ven obligados a introducir una letra e) donde dicen que el
operador que tiene que cumplir con todos los requisitos
que figuran aquí, más los plazos que ustedes plantean, no
va a poder hacerlo...

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Concluya,
por favor, senador Albistur.

El señor ALBISTUR MARIN: Concluyo, señor Presi-
dente.

Y el operador designado va a tener que pedir presta-
ción de servicios a otros operadores para poder cumplir
con los plazos que ustedes le han planteado. Ésta es una
ley en la que ciertamente queda claro que, por suerte para
todos, el desarrollo de la sociedad de la información no
depende, ni de lejos, de este Gobierno; bastaría simple-
mente con que no lo impidiera. Para avanzar hay otras
muchas iniciativas de otros gobiernos, de otras adminis-
traciones, de entidades de todo signo, de tantas empresas,
grandes y pequeñas, y de tantos internautas particulares
que, a través de numerosísimas iniciativas, no han espe-
rado ni esperan ni esperarán a este Gobierno para lanzarse
por el camino de su acelerada incorporación a la sociedad
de la comunicación.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senador Albistur.

Corresponde ahora, en el turno de portavoces, la inter-
vención del Grupo Parlamentario de la Entesa Catalana de
Progrés, y en su nombre, tiene la palabra el senador Gibert.

El señor GIBERT I BOSCH. Muchas gracias, señor
Presidente. 

Señorías, señora Ministra, por si el tono me hubiera
traicionado en mi primera intervención —que creo que
no—, quisiera dejar constancia de que no nos oponemos
por oponernos; que la defensa de los criterios que he de-
fendido la he realizado porque lo creemos de verdad, y
desde la máxima lealtad institucional.
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Como sus señorías y usted, señora Ministra, habrán ob-
servado, en la intervención de defensa del veto he prefe-
rido debatir sobre la filosofía del proyecto, en general, y
sobre la técnica legislativa empleada, antes que entrar en
los contenidos detallados, por diversas razones. Una razón
desde luego es también que así lo aconsejaba el nulo diá-
logo habido en el trámite de enmiendas, lo que tampoco in-
vitaba a entrar en los contenidos concretos. 

Como ejemplo de lo que puede ser discutir sobre la fi-
losofía de la ley pondría uno solamente —aunque podría
haber muchos más—. El proyecto define con bastante pre-
cisión, por ejemplo, el concepto de empresas establecidas
en España, y en este sentido, técnicamente, nos parece co-
rrecto; pero hay un fallo, hay un problema que ya entra en
la filosofía del tema, y que antes he intentado poner de ma-
nifiesto. Las empresas de Internet que requieren, por otra
parte, evidentemente una identificación de quién está de-
trás —en eso estamos de acuerdo—, están establecidas en
la red o pueden estarlo más que en un territorio, y eso lo
sabe usted muy bien, y esto es lo que hace necesaria una
normativa y una autorregulación de ámbito global, y no
creer que se pueden hacer las cosas como si se tratara de
otros temas distintos a éste. Yo he dicho ya antes que se es-
tán incluyendo, bastante aceleradamente, algunos rasgos
de lo que será, en muchos aspectos, la sociedad del cono-
cimiento, pero hay todavía muchas más incógnitas que
certezas, desde nuestro punto de vista. Es un proceso de
enorme dinamismo, y por esa razón creemos que se debe-
ría usar otra técnica legislativa, como la que he intentado
definir, y no seguir con las técnicas habituales para temas
que tienen otro tipo de evolución y que son mucho menos
dinámicos en su desarrollo.

Yo tengo muchas incertidumbres, señora Ministra, so-
bre cómo serán las cosas, y ustedes aparentemente no. Us-
tedes, aparentemente, creen que se puede prever toda la ca-
suística que generará la red, y eso me parece lamentable,
porque esta seguridad creo que es sencillamente imposi-
ble. Me parece lamentable, repito, y no puedo sustraerme a
la percepción, a la vista del proyecto de ley y de la inter-
vención de la portavoz del Grupo Parlamentario Popular,
de que no se ha hecho un esfuerzo suficiente para com-
prender el fenómeno Internet; es más, con toda sinceridad,
señora Ministra, creo que algunos altos funcionaros del
ministerio no han entendido mucho de qué va.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
Senador Gibert.

Corresponde ahora el turno de portavoces al Grupo Par-
lamentario Catalán en el Senado de Convergència i Unió,
y en su nombre, tiene la palabra el Senador Varela.

El señor VARELA I SERRA: Muchas gracias, señor
Presidente.

En este momento del debate quisiera hacer una refle-
xión. Si fuera miembro del Gobierno pensaría que es una
lástima que haya tantos vetos en leyes que afectan a mate-
rias en las que, haciendo autocrítica, objetivamente España
está atrasada, como la Formación Profesional y la sociedad

de la información, sin dejar de reconocer lo que se ha
avanzado y que los atrasos no son culpa del Gobierno, sino
de años atrás. Esto me preocupa y desearía que en próxi-
mas leyes de tanta importancia como ésta no haya tantos
vetos, que haya enmiendas y oposición, pero no tantos ve-
tos. Por tanto, me quedo con un mal sabor por esta situa-
ción.

Evidentemente ha habido diálogo —estoy de acuerdo
en ello con la senadora Delgado— y el tiempo de exposi-
ción de la ley ha sido un buen experimento, por lo que de-
bemos alabar al Gobierno y estamos satisfechos, pero tam-
bién se debe reconocer que el proceso final en el Senado ha
sido demasiado atropellado. La expresión del señor Albis-
tur ha sido que se sentía timado y humillado. Esa sensación
es subjetiva y la tiene él, pero yo tengo la sensación de que
hemos ido demasiado deprisa en el proceso final, y que
aquella voluntad modélica de sumar de la Comisión sobre
Internet de la anterior legislatura, a la que aludía el Sena-
dor Albistur, ha faltado en el último trámite. En ese sen-
tido, es una lástima que no se hayan desarrollado todas las
conclusiones de la Comisión sobre Internet. Por tanto,
tengo la curiosa sensación de ambivalencia de que donde
estamos peor hay menos consenso. Y esto no puede ser,
porque son cuestiones en las que nos jugamos mucho para
el futuro. 

Nosotros vamos a oponernos a los vetos porque hemos
procedido en esta ley como con la LOU; una ley que el
Grupo Parlamentario Popular podía aprobar por mayoría
absoluta hemos intentado mejorarla en lo posible. Nuestro
Grupo opina que hemos conseguido bastantes de estas me-
joras. Por ejemplo, respecto a las garantías de las liberta-
des y derechos fundamentales del artículo 8, que tanto pre-
ocupa al Senador Saavedra, que el otro día se refería al res-
peto a la dignidad de la persona y a la no discriminación,
honestamente creemos que eso se ha respetado. Quizás
haya ambivalencia o se podría haber reflejado más clara-
mente, pero tal como está redactado está garantizado sufi-
cientemente.

También el Senador Gibert se refería hoy a que el ar-
tículo 11 bis tenía una notable ambigüedad. Todo es discu-
tible, pero hemos intervenido para que esto cambiase, evi-
dentemente con el acuerdo del Gobierno. Según el punto
tres del artículo 11 bis, la comunicación a las Fuerzas de
Seguridad se hará con sujeción a lo dispuesto en la norma-
tiva sobre protección de datos personales, lo que da sufi-
cientes garantías de que los derechos fundamentales que-
dan a cubierto.

En relación con las competencias, son exclusivas del
Estado las telecomunicaciones, pero no los contenidos.
Aquí tenemos este punto de discrepancia y hemos avan-
zado en el diálogo suficientemente para dar nuestro apoyo
a la ley, con la misma perspectiva que con la LOU. Esta-
mos de acuerdo con que hay aspectos en que se reconocen
las competencias de las autonomías, por ejemplo, con la
inclusión de los términos sin perjuicio, en la definición de
quién es el órgano competente o en otros artículos, pero
pretendemos que este reconocimiento de las competencias
de las autonomías sea más explícito todavía, y por eso he-
mos presentado unas enmiendas, que luego defenderemos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senador
Varela, vaya terminando.

El señor VARELA I SERRA: Termino enseguida. Sim-
plemente debo decir que hay aspectos de la ley con los que
estamos muy satisfechos como, por ejemplo, el reconoci-
miento de la necesidad —y me uno a los que pedimos que
sea muy pronto una realidad concreta—  del acceso de los
discapacitados a Internet, que sea un hecho y cuanto antes
mejor. Además estamos especialmente satisfechos de que
se pueda resolver a través de este proyecto de ley el pro-
blema de los TRAC con los cuales nuestro grupo fue espe-
cialmente beligerante en la anterior legislatura y al inicio
de ésta, por lo que tenemos mucho interés en que se re-
suelva pronto.

Nuestra valoración del proyecto de ley es en general
positiva y por ello nos opondremos a estos vetos.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senador Varela.

Corresponde el turno de portavoces del Grupo Parla-
mentario Socialista.

Tiene la palabra el senador Lavilla.

El señor LAVILLA MARTÍNEZ: Muchas gracias, se-
ñor Presidente.

Señora Ministra, yo estaría muy preocupado si estu-
viera en su lugar, porque la defensa que ha hecho su Grupo
ha sido floja en argumentos, no ha contestado a las pre-
guntas. Usted no es la responsable del fracaso tecnológico
de este Gobierno, lo es el Gobierno en su conjunto.

En cuanto a dos alusiones personales que ha hecho la
portavoz del Grupo Parlamentario Popular, tengo que decir
dos cosas. Estoy convencido de que el portavoz del Grupo
Parlamentario Popular no diría lo que usted ha dicho. En
todo caso, si él lo dijera le contestaría a él personalmente.

Segunda cuestión, en relación a la implantación de In-
ternet en el mundo y en España, considero que es una estu-
pidez decir que la implantación de Internet en Europa y en
el mundo en el año 1994 estaba dada. Las cifras lo des-
mienten, es así de claro. Para su conocimiento, le diré, se-
ñora portavoz, que en el año 1990 para nuevas tecnologías
y ordenadores se invertían 3.000 millones, que fueron re-
ducidos en el año 1997 a 1.400 millones.

Hay otra cuestión sobre la que deben informarse bien.
El pacto del mapa escolar fue asumido por todos los alcal-
des a los que afectaba el mapa escolar, siendo un ejemplo
en España y en todas las comisiones a las que se invitaba al
Partido Popular, y jamás oí hablar de Internet. En todo
caso, el hecho de no haber sido adivinos será culpa de to-
dos.

Señora Ministra, por otro lado, tengo que decirle lo si-
guiente. El proyecto de ley cuenta en esta fase con un re-
chazo unánime. Dígame exactamente qué colectivos apo-
yan la ley. Hemos visto aquí en esta Cámara seis vetos y
187 enmiendas, que algo le debería decir. Ha habido en-
cuestas en «Terra» y 200.000 internautas rechazan la ley.
Hay encuestas en «El País» también lo rechazan unánime-

mente, y en «ABC», lo cito por ser un medio que no es es-
pecialmente hostil con el Gobierno, señora Ministra, se ma-
nifiesta que el 75,3 por ciento de los internautas dicen que
la ley es un atentado a la libertad de expresión y una ma-
niobra para hacerse con el control de la red. Lo dicen los in-
ternautas en «ABC». Abra los foros del Partido Popular y
verá las opiniones de los militantes del Partido Popular. 

Señora Ministra, el rechazo al proyecto de ley también
viene por parte de la Federación de sindicatos de periodis-
tas digitales, quienes recientemente, en una nota de prensa
que me han hecho llegar, han opinado en contra del pro-
yecto de ley. Señora Ministra, en esa nota que les puedo
hacer llegar, pues no hay tiempo ahora para leerla, denun-
cian que atenta contra derechos fundamentales y que no re-
suelve los problemas.

Señora Ministra, en este libro que les muestro que fi-
nanció el Ministerio de Ciencia y Tecnología, el abogado
don Javier Maestre denuncia que afecta a derechos funda-
mentales y que se debería haber regulado mediante ley or-
gánica; eso lo dice en un libro que financia el Ministerio de
Ciencia y Tecnología.

Señora Ministra, la tramitación parlamentaria también
ha sido una chapuza. En la tramitación parlamentaria, el
Grupo Parlamentario Popular no presentó enmiendas. Con
el sello del Ministerio de Ciencia y Tecnología, Secretaría
de Estado, a raíz de un informe del Grupo Socialista, esto
se admite como enmiendas. (El señor Lavilla Martínez
muestra un documento.) Ésta fue la precipitación. No ha
habido tiempo para que los parlamentarios conocieran las
enmiendas. Y éste es un hecho real, comprobado por la
prensa. Tengo el documento, para que nadie lo niegue.

Señora Ministra, usted misma dijo refiriéndose a la
falta de seguridad que los ciudadanos tienen que encriptar
los e—mail para evitar el espionaje de Echelon —fecha, 3
de abril de 2002—. Viene a decirles que se busquen la vida
porque el Gobierno no puede hacer nada. No creo que sea
un buen sistema de asumir las responsabilidades de Go-
bierno.

En cuanto a la enmienda 172 del Grupo Popular que
afectaba a derechos fundamentales y era claramente anti-
constitucional, como dije en Comisión, el Grupo Popular
tuvo que autoenmendarse, aprovechándose de la buena vo-
luntad que siempre muestra el senador Varela. Pero no ha-
bía ninguna enmienda relativa a retención de datos. La
nuestra sí garantizaba libertad y seguridad. Por tanto, se tu-
vieron que autoenmendar a sí mismos porque querían ha-
cer lo que pusieron en la enmienda, esto es, que la policía
entrara en los correos electrónicos. Y no se diga que esta
cuestión no es importante. Para el 70 por ciento de los in-
ternautas es el tema más importante y las enmiendas del
Grupo Socialista iban en esa dirección, y ustedes no han
admitido ninguna.

Hay un juego que le invito a practicar, señora Ministra,
«Colaboremos con la LSSI», de Pere Rocallaura, con el
que se puede cerrar cualquier web siguiendo el procedi-
miento de la ley. Le invito, señora Ministra, a hacerlo. Yo
he sugerido cerrar «Administración.es». Se puede hacer
con la ley. Es tal su ambigüedad que permite hacerlo. Otra
cosa es que lo vayan a hacer ustedes.
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Le recomendaría también que contestaran a las pregun-
tas que se han hecho. Estamos los penúltimos en Europa en
cuanto al nivel de acceso a Internet. Ése es el dato. El plan
tecnológico del Gobierno ha fracasado y los motivos que
convocan la huelga de hoy se reflejan también en el pro-
yecto de Ley. 

Le invito a usted y a la portavoz del Grupo Parlamenta-
rio Popular a que lean públicamente el artículo 35 de la ley,
sobre el deber de colaboración. ¿Quién va a entrar y cómo
se va a acceder a la información de que disponen los pres-
tadores de servicios? 

Nada más. Muchas gracias. (Aplausos en los escaños
del Grupo Parlamentario Socialista.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
Senador Lavilla. 

Para finalizar el turno de portavoces, en nombre del
Grupo Parlamentario Popular, la Senadora Delgado tiene
la palabra.

La señora DELGADO GARCÍA: Muchas gracias, se-
ñor Presidente. 

Señora Ministra, señorías, lamentamos que después de
todo lo dicho y el largo debate que llevamos, los grupos si-
gan manteniendo su posición.

En principio, queremos agradecer el tono de los distin-
tos portavoces y, en especial, el apoyo del Grupo de Coali-
ción Canaria y del Grupo Parlamentario Catalán en el Se-
nado de Convergència i Unió.

A su portavoz, el senador Varela, respecto a su comen-
tario acerca de que la sociedad de la información es uno de
los puntos débiles en nuestro país, debo decirle que en el
año 1996 precisamente el mayor lastre que llevaba este
país en materia de telecomunicaciones era el de arrastrar
un monopolio, un monopolio que, como ustedes muy bien
saben, estaba consensuado mantenerlo hasta el año 2003
de haber seguido el Gobierno socialista. Por tanto, imagí-
nese usted la situación en que estaríamos en estos momen-
tos si no fuera porque el Gobierno del señor Aznar desde el
año 1996, rompiendo el monopolio, ha conseguido dar el
empuje que han experimentado las nuevas tecnologías y
las telecomunicaciones y ha hecho posible que nos encon-
tremos en esta situación. Por tanto, entendemos que puede
haber ese desfase pero, lógicamente, siempre hay que tener
en cuenta los puntos de partida.

Contestando a la senadora De Boneta, en primer lu-
gar, quiero decirle que, al mencionar que usted no estuvo
el otro día en la Comisión, no lo he hecho con ánimo de
molestarla. Lejos de eso —se lo voy a explicar, aunque
consuma en ello parte de mi tiempo, porque no quiero
que se interpreten mal mis palabras—, ha sido porque
sólo el senador Gibert y usted habían propuesto hacerlo
mediante una sola ley. Como al senador Gibert ya le ha-
bía contestado en Comisión al respecto, posiblemente ya
no me hubiera detenido en este tema tanto, pero lo he he-
cho por consideración a usted, sabiendo precisamente
que fueron causas mayores las que le impidieron estar
entonces. Por tanto, no quiero que interprete mal mis pa-
labras.

Respecto a lo que ha dicho la senadora De Boneta, que
existe confusión entre los tres poderes, quiero decir que no
es así. El Gobierno del señor Aznar tiene muy claro la se-
paración éstos. Si en este país ha habido en algún momento
esa confusión, desde luego no ha sido desde el año 1996
hasta ahora, sino en otros tiempos. Por tanto, tenemos muy
claro cuáles son esas divisiones. (La señora Presidenta
ocupa la Presidenta.)

Por otro lado, lamentamos que se hayan mantenido es-
tos vetos porque entendemos que hoy era un día impor-
tante, ya que se debatía la primera ley de la sociedad de la
información. Hemos pasado todos los grupos por esta tri-
buna a lo largo de estos dos años llenándonos la boca, ha-
blando de la importancia de la sociedad de la información
y cuando llega la primera ley a la Cámara, que verdadera-
mente todos teníamos que haberlo celebrado, nos encon-
tramos con que algunos grupos no han querido entender lo
que decía dicha ley y han querido manipularla. 

Finalmente, les quiero comentar que se han traído aquí
algunos recortes de colectivos que dicen que no es consti-
tucional. Con todos los respetos a todos ellos y a todas las
opiniones que se puedan verter a título personal y particu-
lar, creemos que es una garantía para que el Grupo Parla-
mentario Popular y otros grupos puedan apoyar el pro-
yecto de ley que el informe del Consejo General del Poder
Judicial y del Consejo de Estado, hagan alusión a que no
vulnera ningún aspecto de la Constitución Española. Asi-
mismo agradecemos a los demás grupos el que podamos
hacerlo. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos en los escaños
del Grupo Parlamentario Popular.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, senadora
Delgado.

Vamos a proceder a la votación de los vetos por su or-
den.

En primer lugar, votación de la propuesta de veto nú-
mero 1, presentado por la senadora De Boneta y Piedra.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 203; a favor, 54; en contra, 148; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Las propuestas de vetos números 2 y 3 no se votan,

puesto que una ha sido retirada y la otra ha decaído.
Votación de la propuesta de veto número 4, presentada

por el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas
Vascos.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 202; a favor, 54; en contra, 148 .

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Votación del veto número 6, presentado por la Entesa

Catalana de Progrés.
Se inicia la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 203; a favor, 54; en contra, 149 .

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Votación de la propuesta de veto número 5, presentada

por el Grupo Parlamentario Socialista.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 202; a favor, 54; en contra, 148.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada, señorías,
y con ella todas las propuestas de veto. (Aplausos en los es-
caños del Grupo Parlamentario Popular.—Protestas.)

Pasamos al debate del articulado del proyecto de ley. 
El voto particular correspondiente a las enmiendas 1 a

22 ha sido retirado y el correspondiente a las enmiendas 23
a 62, presentado originariamente por los senadores Ca-
brero Palomares y Cámara Fernández, decae. Pasamos al
voto particular número 2, enmiendas 63 a 67 y 69 a 94,
presentado por el Grupo Parlamentario de Senadores Na-
cionalistas Vascos. 

Para su defensa, tiene la palabra el senador Albistur.
(Rumores.) 

Señorías, por favor, si tienen que hablar o tienen que
reunirse, yo les ruego que abandonen la sala para poder
continuar con el debate; si no, no se oye.

El señor ALBISTUR MARIN: Gracias, señora Presi-
denta.

Si las portavoces a las que tanto aprecio del Grupo Po-
pular se encuentran en disposición de poder escucharme,
no por culpa de ellas sino por lo que les rodea, paso a indi-
carles que en la defensa del veto han quedado suficiente-
mente claras cuáles eran las ideas por las cuales justificá-
bamos nuestras enmiendas. Voy a dar por defendida la to-
talidad de las enmiendas que hemos presentado. Me cen-
traré fundamentalmente en tres argumentos.

En primer lugar, presentamos un texto alternativo al ar-
tículo 8 en la enmienda 70 y pedimos la supresión del ar-
tículo 11 en la enmienda número 75, que son a las que me
voy a referir porque consideramos que inicialmente es ne-
cesario ajustar los términos de las restricciones a lo esta-
blecido en la directiva. En lo que se refiere a la definición
de las restricciones a la libre prestación de servicios, la ley,
a nuestro modo de ver, debe ser rigurosa en la traslación de
los términos contenidos en la directiva, objetivo al que res-
ponde la enmienda que mi Grupo presenta. En este sen-
tido, la directiva recoge la protección de menores en el
marco del orden público y la persecución del delito, mien-
tras que el proyecto de ley, en esa lectura expansiva que
anteriormente ya he desarrollado y que nos parece no
aceptable, menciona la materia de protección de la juven-
tud y de la infancia, esquema este que, a nuestro modo de
ver, es pretencioso cuando no interventor. Por otro lado, es
criticable desde una perspectiva de sistemática la con-
fluencia en un único apartado de la protección de la salud
pública y de la protección del consumidor, materias reco-
gidas en sendos apartados por la directiva europea y que se

relacionan con dos títulos competenciales perfectamente
diferenciados y que corresponden incluso a las comunida-
des autónomas. (El señor Vicepresidente, Prada Presa,
ocupa la Presidencia.)

En segundo lugar, sería eliminar la inseguridad jurí-
dica derivada de la utilización de expresiones de conte-
nido indeterminado y la vinculación de las medidas de
restricción a la comisión de delitos y faltas tipificadas por
la ley. No resulta justificada la falta de vinculación de las
medidas de restricción en la libre prestación de servicios
a un proceso puramente penal, en el que se diluciden res-
ponsabilidades derivadas de la comisión de un delito o
falta tipificados por la ley. La inseguridad derivada de
esta falta de vinculación no puede asumirse desde el res-
peto a principios constitucionales consagrados, como es
el artículo 25 de la Constitución. Nadie puede ser conde-
nado o sancionado por acciones u omisiones que en el
momento de producirse no constituyan delito, falta o in-
fracción administrativa, según la legislación vigente en
aquel momento. Además, diríamos que por las razones
expuestas de evitar la inseguridad jurídica que provocan
términos imprecisos, se deben eliminar la expresión
«atente o que pueda atentar».

Debería desaparecer, a nuestro modo de ver, la referen-
cia al Ministerio de Ciencia y Tecnología, ya que ésta es
una clara manifestación de la extensión de la ley en atribu-
ciones al Gobierno, en la que los aspectos administrativos
prevalecen sobre las actuaciones judiciales. En ese caso
también se trata de la invasión de funciones de otros pode-
res pese a que la portavoz del Grupo Parlamentario Popu-
lar ha manifestado que son exquisitos en su defensa.

A nuestro modo de ver carece de sentido que el órgano
competente para ordenar la interrupción de la prestación
de servicios de la sociedad de la información utilice la in-
termediación con idéntico fin y contenido del Ministerio
de Ciencia y Tecnología. Dejemos al juez que haga justi-
cia, que limite las actuaciones en la red cuando éstas in-
cumplan algunos de los principios fundamentales, deje-
mos que en todo caso la Administración sea únicamente
ejecutora de lo que el Poder Judicial como tal establece. 

Seguimos insistiendo en nuestras enmiendas restantes
en la necesidad de una serie de modificaciones para que
este proyecto llegue a ser una verdadera ley promotora de
la sociedad de los servicios de la información.

También insistimos a través de nuestras enmiendas en
la invasión de competencias de las comunidades autóno-
mas, cuando la ley de telecomunicaciones ya dejó clara y
precisa la diferencia entre red y contenidos. Aquí se mez-
clan red, medios y contenidos de esa forma confusa que he
expuesto antes. 

Finalmente queremos manifestar nuestro desacuerdo
con las enmiendas introducidas por el Grupo Parlamenta-
rio Popular, más bien implantadas por ese Grupo Parla-
mentario. Deberían haber sido objeto de un mayor debate,
objeto de respeto hacia la actuación parlamentaria de los
grupos políticos de esta Cámara ,y deberían haber signifi-
cado, por supuesto, un impulso urgente a la sociedad de la
información. 

Muchas gracias. 

– 5850 –

SENADO-PLENO 20 DE JUNIO DE 2002 NÚM. 97



El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, Senador Albistur. 

A continuación pasamos al voto particular número 7,
del Grupo Parlamentario de la Entesa Catalana de Progrés,
que corresponde a las enmiendas números 145 a 165. 

Para su defensa tiene la palabra el Senador Gibert.

El señor GIBERT I BOSCH: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Quiero empezar mi intervención en defensa de las en-
miendas de mi Grupo Parlamentario, la Entesa Catalana
de Progrés, confesando que mi intención al redactarlas
era exclusivamente que todas fuesen de supresión ya que,
visto el proyecto y en coherencia con los criterios que he
intentado exponer en la defensa del veto ésa parecía la
técnica más adecuada. Pero resulta que cuando un texto
está en discusión esa técnica no suele ser practicable en
su totalidad. Cuando ya existe un texto éste adquiere vida
propia e incluso conduce inexorablemente a que haya que
partir de él. Es indudable que esto es lo que les ha ocu-
rrido a cuantas personas, empresas, entidades o grupos
parlamentarios han participado en la modificación de
este proyecto desde la aparición de su primera versión,
hace ya mucho tiempo. Es cierto que ha mejorado en mu-
chos aspectos, pero hay que decir también que por este
procedimiento nunca se consigue cambiar la orientación
general de un proyecto de ley, que en realidad es lo que
debería haberse cambiado. Hemos procurado no caer en
esa trampa y en alguna medida creemos haberlo conse-
guido. 

Con la incorporación de nuestras enmiendas la ley sería
mucho más corta y mucho mejor, pero al mismo tiempo
debo reconocer que hemos sido arrastrados a partir de los
presupuestos del proyecto. En cualquier caso, nuestra in-
tención al enmendar ha sido la de contribuir a mejorar la
ley, dotarla de una mayor flexibilidad y de un mayor rea-
lismo de acuerdo con lo que supone en sí misma la red y el
proceso de advenimiento de la sociedad de la información
y el conocimiento. 

Defiendo nuestras enmiendas desde el convencimiento
de que son pertinentes y convenientes, aunque también lo
hago desde la percepción de que han sido leídas solamente
en diagonal para de ese modo encontrar en ellas tan sólo
alguna argumentación superficial para su posterior re-
chazo, es decir, en esa lectura no ha habido ninguna volun-
tad de analizar en serio la conveniencia de su incorpora-
ción ni el menor espíritu de negociación sobre ellas.

¿Qué pretendían nuestras enmiendas? Muy somera-
mente lo voy a exponer sin ninguna esperanza de que la ar-
gumentación pueda ser ya muy útil. Nuestras enmiendas
pretendían, entre otras cosas, mejorar la adaptación de la
directiva y ajustar la ley aproximadamente a sus límites es-
trictos; distinguir los sitios web con ánimo de lucro de los
que no lo tienen, que es algo importante; explicitar dere-
chos, en lugar de poner sólo el énfasis en prohibiciones,
restricciones y suspicacias; evitar la deriva burocrática de
la regulación y la gestión administrativa de las acciones de
los poderes públicos relacionados con la red; explicitar de
forma clara las referencias al marco competencial, dado

que todos los niveles de la administración tienen responsa-
bilidades en el óptimo desarrollo de la sociedad de la in-
formación y el conocimiento; no interferir los códigos vo-
luntarios y los mecanismos de autorregulación, que hasta
ahora en Internet son, ya lo he dicho, muy eficaces; situar
cada cosa en su sitio, lo que corresponde al Código Penal
en del Código Penal, y lo que corresponde a la Ley de pro-
tección de datos en de la Ley de protección de datos, etcé-
tera; mejorar la idoneidad y la proporcionalidad del régi-
men sancionador; efectuar una apuesta por los códigos
abiertos y libres, etcétera.

No soy capaz de poner más pasión y nivel de detalle en
la defensa de las enmiendas, porque, vista la voluntad de
negociación y de debate sincero que en la tramitación de
esta ley hemos encontrado, no puedo sustraerme a la per-
cepción de que es completamente estéril. Nos sentimos,
por ello, bastante frustrados, pero nos queda el consuelo de
que estamos convencidos de que el tiempo nos dará la ra-
zón y ya tendremos ocasión, señor Presidente, de volver a
hablar de ello.

Muchas gracias, señor Presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senador Gibert.

El senador Gibert ha defendido ya el voto particular nú-
mero 8 y la enmienda que se refiere al mantenimiento del
texto del Congreso de los Diputados, modificado por las
enmiendas 172 y 180, ambas del Grupo Parlamentario Po-
pular.

Pasamos a la defensa del voto particular número 9, del
Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Convergèn-
cia i Unió, que corresponde a las enmiendas 135 a 137 y
139 a 144. 

El senador Varela tiene la palabra.

El señor VARELA I SERRA: Muchas gracias, señor
Presidente.

Antes de empezar con la defensa de las enmiendas
quiero hacer unas aclaraciones.

Cuando pedía antes el consenso para la futura ley de ca-
lidad de la educación —y así debe constar en el texto,
como me indicaba amablemente mi amigo, el senador Saa-
vedra— decía que lamentaba que en la ley de FP y en ésta,
que tratan de dos temas en los cuales España está atrasada,
se hubieron presentado tantos vetos y solicitaba que, a ser
posible, en la futura ley de calidad de la educación, se pre-
sentaron menos vetos, a ser posible ninguno ya que eso
significaría que habría habido consenso en un tema tan vi-
tal para el futuro del Estado. 

La segunda aclaración está dirigida a la senadora Del-
gado García. Cuando antes comentaba el atraso que tene-
mos en España en relación con Internet, indiqué que no
acusaba al Gobierno actual; dije explícitamente que esto
viene de hace muchos años, de gobiernos anteriores y asi-
mismo reconocí los esfuerzos que está haciendo el Partido
Popular. Pero esto no debe ocultarnos la realidad objetiva,
senadora Delgado. Un gobierno que quiere el progreso de
su país debe reconocer la realidad y admitir que se ha
avanzado, pero que queda mucho camino por andar y que
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algunos países nos llevan ventaja. Ése era el sentido de mi
anterior intervención.

Hemos formulado nueve enmiendas al proyecto, de las
cuales siete tratan del reconocimiento de competencias au-
tonómicas y dos de cuestiones técnicas, como, por ejem-
plo, que se reconociese en la ley la necesidad de que los
consejos de órganos colegiados puedan usar las nuevas
tecnologías. 

En relación con nuestras enmiendas más importantes,
que son las siete relativas a las competencias autonómicas,
antes reconocí que a nuestro entender ha habido suficiente
diálogo con el Grupo Parlamentario Popular, por lo que es-
tamos satisfechos, y fruto de esa negociación existe mayor
garantía de que se van a respetar los derechos fundamenta-
les y de que se van a reconocer las competencias autonó-
micas. 

Sin embargo, aún no hemos avanzado suficientemente
y por eso presentamos estas siete enmiendas de carácter
competencial, de las cuales sólo voy a explicitar tres como
botón de muestra de lo que pedimos. En primer lugar, la
número 135 al artículo 2.1 es para nosotros la más impor-
tante puesto que alude al ámbito de aplicación de la ley. Es
necesario que  se establezca cuándo debe entenderse que la
actividad de la Administración correspondiente se lleva a
cabo dentro de su ámbito territorial de competencia para
delimitar lo que corresponde a cada comunidad autónoma.
Por eso, pedíamos en esta enmienda este punto de cone-
xión para la aplicación de la ley  en el ámbito interno y de
las competencias de las distintas administraciones territo-
riales. 

En segundo lugar, la enmienda número 140 hace alu-
sión a los órganos de supervisión y control. ¿Quién debe
supervisar? En el artículo 34 sólo se menciona al Ministe-
rio de Ciencia y Tecnología. No hay ninguna mención a las
comunidades autónomas. Por eso, en nuestra enmienda
número 140 proponemos un apartado que dice: «Los órga-
nos competentes por razón de la materia de la Administra-
ción General del Estado y de las comunidades autóno-
mas... podrán realizar las actuaciones inspectoras que sean
precisas para el ejercicio de su función de control.» Nos
parece importante que, además del Ministerio de Ciencia y
Tecnología, se tengan en cuenta a las comunidades autó-
nomas.

Por último, la enmienda 142, hace referencia a las com-
petencias sancionadoras. ¿Quién puede sancionar? En el
artículo 42 solamente se menciona al Ministerio de Cien-
cia y Tecnología. Nosotros queremos que quede claro que
las autonomías que tienen competencia en la materia tam-
bién pueden ejercer esta acción.

Si bien es cierto que la ley ha mejorado tras las nego-
ciaciones y el diálogo con el Partido Popular en el recono-
cimiento de las competencias de las autonomías, no hemos
avanzado suficientemente y, por eso, seguimos mante-
niendo estas enmiendas para las que pedimos su aproba-
ción.

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
Senador Varela. 

Pasamos, a continuación, al voto particular número 5
del Grupo Parlamentario Socialista, que corresponde a las
enmiendas 95 a 117, 119 a 127 y 129 a 134.

Para su defensa, tiene la palabra el senador Saavedra.

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Gracias, señor Pre-
sidente.

Se han expuesto por mi compañero, el senador Lavilla,
los argumentos de fondo de nuestra oposición a este Pro-
yecto de Ley. El mantenimiento de más de 30 enmiendas al
articulado no significa que sean ya vanas las argumenta-
ciones al respecto porque van a poner de relieve argumen-
tos que en gran medida han contribuido a que el Grupo
Parlamentario Socialista haya mantenido la defensa del
veto para esta sesión plenaria.

En estas más de 30 enmiendas y algunos votos particu-
lares en los que pedimos la vuelta al texto del proyecto re-
mitido por el Congreso de los Diputados, abordamos una
serie de cuestiones, unas de carácter técnico, otras de ca-
rácter sistemático y otras de carácter político. Me voy a
centrar sobre todo en aquellas que tienen un carácter téc-
nico, pero que ponen de relieve una cierta despreocupa-
ción en la forma de hacer las leyes, que por mi profesión de
jurista no puedo silenciar. 

Comenzaré con el artículo 5, al que se refiere la en-
mienda número 98. En ella proponemos que, entre las ac-
tividades excluidas del ámbito de aplicación de la ley, se
mencione la prescripción de medicamentos, tratamientos
médicos, diagnósticos clínicos, dispensación o venta de
fármacos y especialidades farmacéuticas. El Grupo Parla-
mentario Popular no ha querido aceptar esta enmienda, y la
colocan en la disposición adicional segunda, en términos
más o menos similares. Quiero saber por qué razón no
aceptan estas enmiendas del Grupo Parlamentario Socia-
lista, que no tienen ninguna trampa sino que responden a
esa coherencia y a esa sistemática que deben reflejar los
textos legales. Porque en el artículo 5 se recoge que que-
dan excluidas las actividades de los abogados y procurado-
res y, sin embargo, las actividades de los médicos y farma-
céuticos se llevan a la disposición adicional segunda del
proyecto de ley. Siempre hemos entendido que en las dis-
posiciones adicionales se recogen aquellos cambios de
otras leyes que no parece lógico incorporar al texto articu-
lado. Por esa razón mi grupo ha retirado una enmienda re-
lacionada con otras disposiciones adicionales, que alude a
las referencias y modificaciones del Código de Comercio y
del Código Civil. No teníamos razón, y lo reconocemos
aquí claramente. Ésa sí es una disposición adicional, pero
no hay por qué introducirla, como pretendíamos inicial-
mente, en el texto articulado. Pues según esta misma a ar-
gumentación, señores del Grupo Parlamentario Popular,
quisiéramos saber qué argumentos técnicos nos da para ne-
garse a aceptar esta enmienda. Vemos que esa actitud de
diálogo que proclaman luego no se corresponde con gestos
reales.

Con nuestra enmienda número 100 entramos ya en una
materia importante, mencionada en la defensa del veto. Se
refiere al artículo 8. Con ella tratamos de centrar, con arre-
glo a la filosofía que hemos adoptado sobre esta iniciativa
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legislativa, las restricciones solo en lo que se refiere al co-
mercio electrónico. Pero reconocemos que esto no con-
vence al grupo de la mayoría. Me parece que es necesario
insistir en que esta enmienda tiene un contenido lo sufi-
cientemente importante como para haber dado lugar a una
actitud de aproximación. Nosotros aludimos a los órganos
competentes sustituyéndolos por «las autoridades judicia-
les o las administraciones públicas encargadas de su pro-
tección». El Senador Varela también ha hecho referencia a
ese olvido de otras administraciones en otros artículos en
los que sólo se cita al Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Junto a estas omisiones, también queremos concretar
algo sobre la protección de la juventud y de la infancia,
uno de los principios a los que se alude en el artículo 8, re-
lativo a las restricciones a la prestación de servicios que
puede generar una actividad que provoque una interven-
ción que suponga la aplicación de la interrupción de la
prestación. Con la adición que proponemos, el apartado
quedaría así: «La protección de la infancia y, en particular,
la prevención de los delitos relacionados con el abuso de
menores.»

En el Congreso se ha incorporado al proyecto el párrafo
último del número 1 de este artículo 8. Nos parece que no
queda del todo claro, predomina la ambigüedad, y eso
puede dar lugar a interpretaciones equivocadas que origi-
narán conflictos y una vez agotada la vía judicial —proba-
blemente la contencioso—administrativa debido la inter-
vención de la Administración del Estado—, habrá algún
particular afectado que recurra en demanda de amparo,
con lo cual, al final, lograremos saber a qué atenernos res-
pecto a si están o no debidamente protegidos los derechos
fundamentales en el artículo 8.

Las sospechas, las dudas y las inquietudes ya las mani-
festé en Comisión. En la primera parte de la redacción de
este número 1 del artículo 8 se hace referencia a una serie
de principios, y en el párrafo siguiente se habla de dere-
chos, derechos que no incluyen algunos de esos principios
que no son puros principios, sino que son derechos funda-
mentales para la Constitución.

El último párrafo del apartado 1 del artículo 8 es el si-
guiente: «En todos los casos en que la Constitución, las
normas ... atribuyan competencias a los órganos jurisdic-
cionales, sólo la autoridad judicial competente podrá adop-
tar las medidas previstas en ese artículo.» ¿Por qué razón
este último párrafo se repite exactamente igual en los ar-
tículos 11 y 40? Yo creo que es la primera vez que nos en-
contramos con un proyecto de ley en el que una frase, con
mucha carga en su contenido, se repite en tres preceptos de
una ley; se convierte en una especie de cláusula de estilo.
No sé qué razón ha llevado a esta reiteración.

¿No cree el grupo enmendante del texto inicial del Go-
bierno que con ponerlo una sola vez quedan garantizados
los derechos fundamentales en todo el ámbito de la ley?
¿Por qué tienen que repetirlo tres veces? Alguna razón
misteriosa, o bien la carencia del más mínimo rigor siste-
mático jurídico, les ha llevado a esta reiteración.

En la enmienda número 103 abordamos algo que, no sa-
bemos por qué razón, el Grupo Parlamentario Popular no
ha querido tomar en consideración. El proyecto de ley de-

dica el Capítulo II del Título II exclusivamente a hablar de
obligaciones y régimen de responsabilidad de los presta-
dores de servicios de la sociedad de la información. Está
bien que se hable de responsabilidades, está bien que se
hable de obligaciones, pero ¿por qué no se habla también
de derechos de los usuarios, no sólo de obligaciones de los
prestadores de servicios? ¿Por qué no expresamos en esta
parte inicial de la ley un reconocimiento específico a los
derechos de los usuarios? Fíjense que se olvidan de los
usuarios en toda la ley y sólo se acuerdan de ellos en el ar-
tículo 21, al hablar de las comunicaciones comerciales; ésa
es la única referencia que se hace a un derecho del usuario. 

Por ello, en la enmienda 103 al artículo 8 bis propone-
mos cuatro números que engloban una serie de derechos:
en primer lugar, derecho a acceder libremente a la red de
Internet sin discriminación alguna, por razones ya reitera-
das desde la Constitución y tantas leyes orgánicas; en se-
gundo lugar, la garantía del secreto, un derecho al secreto
de las comunicaciones electrónicas y la privacidad de los
datos, derecho a la intimidad de los usuarios, y prohibición
de usar técnicas que permitan formar perfiles personales
de los usuarios. No se podrá acceder o registrar el domici-
lio electrónico ni los datos que de su navegación se deriven
sin consentimiento del titular o resolución judicial. En ter-
cer lugar, señalamos como derechos de los usuarios la pro-
tección frente a cláusulas abusivas en los contratos, con el
fin de que haya claridad en los contratos y que se refleje la
irrenunciabilidad de los derechos de los usuarios frente a
los prestadores. Y, por último, un derecho a indemnización
en caso de sufrir el usuario daños y perjuicios.

Me dirán que todo esto está en la doctrina general del
Derecho, en los incumplimientos de contratos, etcétera;
pero ya que son tan detallistas, por no llamarles interven-
cionistas, en otros apartados del proyecto de ley, ¿por qué
razón no se reconocen en este artículo, para tranquilizar
también a los usuarios, estos derechos incuestionables?

Se produce asimismo un exceso de intervencionismo
—y a eso se refieren nuestras enmiendas números 104, 105
y 106— cuando en el artículo 9, registro del nombre de do-
minio, se establece la existencia de un doble registro, por-
que se introduce la necesidad de inscribir y registrar en el
Registro Mercantil este dominio que ya había sido estable-
cido por las vías generales para los usuarios de la red. De
nuevo se insiste en el doble registro cuando se refieren a la
información general que deben hacer los prestadores y ob-
tener los usuarios.

La enmienda número 107 al artículo 11 es en coheren-
cia con las enmiendas que se proponen, con relación al ar-
tículo 8. Esto es, las dudas y las incertidumbres que nos
crea el saber si están o no debidamente protegidos esos
principios y derechos; si en el juego de principios y dere-
chos entre un párrafo y otro puede haber actuaciones ad-
ministrativas y también judiciales que interpreten de forma
no deseada este precepto. En las intervenciones de los re-
presentantes del Grupo Popular hemos escuchado que eso
no está en su mente, pero no basta con que se recoja esta
manifestación de voluntad en el «Diario de Sesiones» sino
que deberían haber contribuido a una clarificación de esa
célebre cláusula tres veces repetida.
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Además, en otro voto particular solicitamos la desapa-
rición del que ahora aparece como artículo 11 bis, sobre el
deber de retención de datos. Se ha hablado poco de esta
cuestión en el debate de los vetos; ha sido una de las gran-
des novedades introducidas por el Grupo Parlamentario
Popular en el Senado por la que se establece el deber de re-
tener los datos durante un período de 12 meses; deber que
afecta a todos los operadores de redes y servicios de co-
municación electrónicas, a los proveedores de acceso a re-
des de telecomunicación y a los prestadores de servicios de
alojamiento de datos.

Se obliga, igualmente, a retener los datos de conexión y
tráficos generados y se establecen algunas limitaciones en
el sentido de que los datos de conexión y tráfico generados
que hay que retener serán los necesarios para localizar el
equipo terminal empleado por el usuario para identificar el
origen de los datos alojados y el momento en el que se ini-
ció la prestación de servicio. Y a continuación habla de
que se deberán adoptar medidas de seguridad para evitar
su pérdida o el acceso no autorizado, así como de su uso en
el marco de una investigación criminal, o para la salva-
guardia de la seguridad pública y la defensa nacional, po-
niéndolo a disposición de magistrados y fiscales o de las
autoridades policiales.

En definitiva, es una facultad nueva. No ponemos en
cuestión el deber de colaborar y poner a disposición de
las autoridades judiciales y del ministerio Fiscal los datos
por los que se pueda sospechar actuaciones ilícitas por
parte de los proveedores o de los usuarios de la red. Pero
nos parecen insuficientes las garantías establecidas y
consideramos que continúa existiendo posibilidad de es-
capar a su control. Hemos ofrecido fórmulas alternativas
que no han sido escuchadas por el Grupo Parlamentario
Popular, cuando incluso asociaciones de usuarios nos han
manifestado su conformidad con la fórmula que nosotros
proponíamos.

Otro precepto que consideramos que debería modifi-
carse es el apartado 2 del artículo 18; en la enmienda nú-
mero 113 se refleja esa posición vinculada a la retención
de datos a que se refiere el artículo 11 bis.

En nuestra justificación hablamos de la sentencia del
Tribunal Constitucional número 292/2000, de 30 de no-
viembre, en relación con la protección de datos; ésta se de-
bería haber incorporado en la doctrina en tanto que es una
interpretación de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre, de protección de datos de carácter personal, lo
que desgraciadamente no ha sucedido. En definitiva viene
a proponer la prohibición de cruzar datos básicos de factu-
ración con los datos de navegación y sitios visitados por
los usuarios si no está amparado en una disposición legal o
judicial. No se podrán acumular perfiles personales o al-
macenamiento selectivo previo al consentimiento expreso
o a la resolución judicial; asimismo proponemos que no se
utilicen procedimientos automáticos invisibles, marcado-
res o herramientas informáticas que permitan obtener el
perfil personal de los ciudadanos. (La señora Presidenta
ocupa la Presidencia.)

Esta cuestión reflejada en nuestra enmienda no parece
preocuparles y, en cambio, sí les preocupa a los usuarios de

la red. Por eso insistimos en la importancia de la enmienda
que estoy defendiendo.

No voy a insistir en las enmiendas números 114 a 118,
y entro ya en las que mencioné en Comisión, aunque me
voy a limitar a algunas de ellas.

En primer lugar, me referiré a la enmienda número 119.
Hablando de la acción de cesación, en cuanto a la legiti-
mación activa para ejercer dicha acción, nos preocupa que
la redacción del proyecto de ley vaya a generar dudas y
conflictos interpretativos que podrían quedar resueltos con
una concreción mayor, tal como recoge la enmienda nú-
mero 119.

Ustedes, representantes del Grupo Popular, podrán ar-
gumentar que la expresión «personas físicas o jurídicas ti-
tulares de un derecho o interés legítimo» ya engloba a can-
tidad de colectivos que nosotros en nuestra enmienda con-
cretamos específicamente. Pero el hecho de tener que de-
mostrar ante la autoridad administrativa la inexistencia de
ese derecho o interés para estar legitimado generará un
conflicto que podríamos ahorrarles a los ciudadanos.

Ésta es una cuestión que tiene cierta trascendencia, a no
ser que queramos crear conflictos de interpretación y buen
trabajo a los despachos. En fin, eso es una consideración
muy personal.

Insistimos en que las infracciones son desproporciona-
das en cuanto a las cuantías de los sanciones y por eso pre-
ferimos, en las enmiendas números 122 y 123, que se re-
duzcan a la mitad y que se gradúen las multas con arreglo
a los criterios que nosotros proponemos, pero reduciendo
las causas, tal y como se hace en el proyecto.

Volvemos a mencionar un artículo en el que ya hicimos
hincapié en el debate en Comisión, dado que las medidas
provisionales a que hace referencia el artículo 40 pueden
suscitar inquietud. Sobre la base de los borradores y sobre
la base del primer texto, bastantes personas, incluso un
miembro del Consejo General del Poder Judicial, han mos-
trado su preocupación, ya que las medidas provisionales
que se reflejan en el artículo 40, tales como suspensión
temporal, precinto o incautación, abren la posibilidad de
un secuestro administrativo, lo que llevaría a cuestionar-
nos si en esos casos ese secuestro no estaría en claro con-
flicto con derechos fundamentales de la Constitución. In-
sisto en que el párrafo repetido por tercera vez no resuelve
todas las dudas e inquietudes que tenemos.

En lo que se refiere a las disposiciones adicionales, in-
sistimos en nuestra preocupación. No hemos dicho que us-
tedes se desentiendan de los discapacitados, en absoluto.
Lo único que decimos es que esos plazos nos parecen muy
largos. Sabemos que la incorporación de los instrumentos
que permitan el acceso al comercio electrónico y a la so-
ciedad de la información a colectivos de discapacitados
tiene un coste, pero en una etapa en la que estamos, según
sus datos, disfrutando —según sus datos— de una política
social expansiva, como corresponde a una situación eco-
nómica que no da signos de crisis, lo coherente sería redu-
cir esos plazos y anticiparlo en un año, y que los plazos
para que las administraciones públicas dejen de comprar
material e instrumental sin los elementos necesarios para
el acceso a los discapacitados también sean reducidos.
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En cuanto a las disposiciones finales y los votos parti-
culares, quiero hacer referencia a algo que la evolución de
la tramitación de este proyecto ha puesto de relieve. Mi
compañero el senador Lavilla ha mostrado en dos ocasio-
nes un voluminoso libro que va a tener poca vida comer-
cial porque —como diría un célebre fiscal y una autoridad
en la filosofía del derecho, Von Kirschmann— el cambio
de una ley va a suponer bibliotecas enteras mojadas. Desde
luego, con esta ley será inútil ese derecho de Internet que
refleja ese voluminoso libro, lo que permitirá una segunda
edición actualizada, aunque no sé por cuánto tiempo.

La mejor manera de evitar estas improvisaciones en el
Senado, las continuas enmiendas sorpresa y la utilización
previsible en las leyes de acompañamiento a los presu-
puestos...

La señora PRESIDENTA: Senador Saavedra, entiendo
que está acumulando el tiempo del voto particular número 6. 

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Sí, señora Presi-
denta, ya estoy incluyendo la defensa de los votos particu-
lares. 

El dinamismo que se está produciendo en la materia re-
gulada en esta ley hace que nuestra enmienda 132 tenga ra-
zón de ser, al proponer que antes de julio del próximo año
y, a partir de entonces, cada dos años el Gobierno presente
en las Cámaras un informe para que conozcamos los resul-
tados de la aplicación de la ley que hoy estamos deba-
tiendo y las propuestas de adaptación, sobre todo en lo que
respecta a la prevención de nuevos delitos, a la protección
de menores y consumidores y al buen funcionamiento del
mercado interior. Esta dinámica en la tramitación, conse-
cuencia de la dinámica del propio objeto que se regula en
este proyecto de ley, aconsejaría que se tomase en serio la
enmienda 132. Con la presentación de un informe perió-
dico por parte del Gobierno las Cámaras podrían ir antici-
pando los cambios legislativos que la realidad cambiante y
dinámica nos demanda.

Los votos particulares hacen referencia, tanto a la dis-
posición adicional sexta nueva, que se refiere a la subasta
del dominio —como ha dicho el senador Lavilla— o asig-
nación de nombres de dominio bajo el «punto es», como a
todas las disposiciones finales nuevas, de la primera a la
cuarta, que se refieren a las modificaciones de la ley de te-
lecomunicación. Con esta incorporación masiva y exten-
siva de modificaciones de la ley de telecomunicación —y
en Comisión nos han anunciado que en los próximos me-
ses se va a elaborar y presentar un proyecto de ley de tele-
comunicación para reformar la última y vigente Ley del
año 1998— no sé si debería titularse ley de la sociedad de
la información, del comercio electrónico y de las teleco-
municaciones, pues las páginas del dictamen de la Comi-
sión ponen de relieve la importancia de las materias aquí
reguladas. 

Me parece —y esto lo ha planteado muy bien el porta-
voz del Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas
Vascos, el senador Albistur— que se está produciendo un
hecho grave y preocupante. Nosotros no cuestionamos la
autonomía del Senado para que cada grupo presente las en-

miendas que estime oportuno; sin duda, la autonomía
existe y, como tal, debe ser ejercitada por los distintos gru-
pos. Lo que nos preocupa es que con esta forma de actuar
del Grupo Popular empecemos a desvirtuar la función que
la Constitución atribuye al Senado, no tanto como Cámara
territorial —que no se ha cumplido en su totalidad–, sino
como Cámara de segunda lectura. Porque, por esta vía, el
Senado se va a convertir en una Cámara de primera lec-
tura. Y eso sí que es una desfiguración del papel que le
atribuye la Constitución.

La señora PRESIDENTA: Senador Saavedra, le ruego
que vaya concluyendo.

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Sí, señora Presi-
denta.

Quiero concluir con una reflexión que refleja nuestra
preocupación, para que el Grupo Popular, que es el res-
ponsable de esta práctica, no abuse ni insista en ella. Por-
que a mi grupo parlamentario le preocupa que en una ini-
ciativa legislativa como ésta, cuyo período de información
pública dicen ustedes que empezaron a colgar en la red en
diciembre de 2000, que el 22 de febrero entró en el Con-
greso de los Diputados como proyecto de ley, que con-
cluye aquí aparentemente con las enmiendas que se han
incorporado en Comisión, y que se va a remitir de nuevo
en el Congreso, es decir, con una larga tramitación de in-
formación, se hayan descubierto carencias, lagunas y va-
cíos de la importancia que se refleja en las enmiendas in-
corporadas en el Senado. Repito que eso puede estar des-
virtuando el papel del Senado como Cámara de segunda
lectura.

Insisto en que la única explicación que encuentro a esta
situación es que ustedes tengan miedo a la repercusión me-
diática que generalmente tienen las discusiones y debates
en el Congreso de los Diputados y,  como los debates en
esta Cámara tienen un menor eco informativo, hayan pen-
sado incluir aquí estas enmiendas. Y como en segunda lec-
tura las intervenciones son mucho más breves, según el
Reglamento de la Cámara Baja, así tirar para adelante. (La
señora Coloma Pesquera hace gestos negativos.) Señoría,
el tema es de una trascendencia que, como política, tiene
que compartir conmigo, aunque usted no sea jurista. Como
ciudadana y representante del pueblo debe reflexionar
acerca de que el Senado no está para incluir en la ley que
ahora debatimos un contenido que incluso modifica el al-
cance y el título de la misma.

Decía la señora ministra —con esto concluyo, señora
Presidenta— que la ley regula esta materia con precisión y
sencillez. Sin embargo, todos los argumentos que he ido
exponiendo a lo largo de la defensa de nuestras enmiendas
ponen de relieve que hay poca sencillez y precisión. Su-
pongo que habrá buenos funcionarios del Cuerpo Técnico
de la Administración general del Estado en el Ministerio
de Ciencia y Tecnología a los que, a la hora de elaborar los
proyectos de ley, se podría oír con mayor atención que la
que se ha puesto en este ocasión, porque lo que impera es
el desorden, la asistemática, e incluso el intervencionismo
en algunos casos; especialmente en las disposiciones fina-
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les parece que estemos incorporando un reglamento al
texto de la ley. 

Por tanto, señoras y señores diputados, básicamente por
esa sorpresa final hemos decidido mantener el veto. Decía
la señora portavoz del Grupo Popular que esperaba que re-
tirásemos el veto. Pero ¿cómo vamos a retirarlo después de
este final, que, como digo, nos hace sospechar que ustedes
están tratando de desfigurar las funciones que la Constitu-
ción atribuye al Senado?

Muchas gracias. (Aplausos desde los escaños del
Grupo Parlamentario Socialista.)

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, senador Sa-
avedra.

En turno en contra, tiene la palabra la senadora Del-
gado.

La señora DELGADO GARCÍA: Gracias, señora Presi-
denta.

En primer lugar anuncio que voy a hacer alusión a la
enmienda número 172 en este turno, ya que en mi inter-
vención  anterior en turno de portavoces he indicado que
no era ese el momento oportuno de referirme a ella.

La enmienda al artículo 12, que pasó a convertirse en el
11 bis), es fruto de una reclamación formulada por un
grupo de expertos de la Interpol que proceden de doce Es-
tados miembros. Este grupo ha manifestado su necesidad
de disponer de unos elementos imprescindibles para abor-
dar aquellas actuaciones dentro de la investigación crimi-
nal. Los datos que este grupo de expertos proponía —y
desde luego esto es algo que no vamos a discutir, ellos sa-
brán lo que necesitan— era únicamente la dirección IP con
la que se conectaban y el momento en el que se había emi-
tido, si era una página de pornografía o si era un correo
electrónico con una amenaza terrorista, como ayer nos sor-
prendía la lectura de un periódico. No pedían ningún otro
dato. 

Eso es lo que nosotros propusimos en la Comisión. En
ningún momento hemos hablado de que se mantuvieran
los datos de por dónde se había navegado durante 12 me-
ses, pues eso sí vulneraría los derechos fundamentales.
Pero la dirección IP y el momento de conexión no los vul-
nera, y por tanto, este artículo no va en contra de ningún
principio constitucional. En la Comisión también se dijo
que con esto no era suficiente, y a este respecto quiero de-
cir que eso es a lo que ha llegado el grupo de expertos de la
Interpol, y por tanto, ésos son los dos únicos datos que se
piden en este artículo.

El artículo dice que los datos se conservarán para su uti-
lización dentro del marco de una investigación criminal o
para la salvaguarda de la seguridad pública y de la defensa
nacional. En ningún caso recoge que la obligación de re-
tención de datos afectará al secreto de las comunicaciones,
y además, establece que sólo se pondrá a disposición de
jueces o tribunales o del Ministerio Fiscal. 

Creo, señorías, que con esto quedan aclaradas las dudas
que en su momento han planteado ustedes respecto de la
enmienda número 172 que propusimos. Asimismo, sena-
dor Saavedra, quisiera decirle que efectivamente estamos

en nuestro derecho de presentar enmiendas en esta Cá-
mara; se ha referido a nosotros como señores diputados
—y se lo digo en tono cariñoso, pues usted también ha
empleado un tono muy agradable y no quisiera ser descor-
tés con usted—, y me da la sensación de que por un mo-
mento su señoría se nos había ido al Congreso. Pero esta-
mos en el Senado, donde podemos presentar enmiendas, y
a través del diálogo con otros grupos, mejorar las leyes.
Eso es algo que entra dentro del ritmo y de la actividad
parlamentaria. Entendemos que, tal y como la hemos pre-
sentado, la enmienda no vulnera ningún derecho y que se
ha seguido un cauce totalmente legal.

Debido a la limitación del tiempo de que dispongo,
pues voy a compartir el turno con la senadora Coloma, no
voy a poder comentar todas las enmiendas, aunque sí diré
que no vamos a aceptar ninguna de las que quedaron vivas
para el Pleno. Me voy a centrar únicamente en las que se
presentan hasta el Título III, es decir, hasta el artículo 21
incluido. Sobre las demás ya se manifestará la senadora
Coloma.

Voy a citar algunas de estas enmiendas que parece que
despiertan más interés. Así, por ejemplo, senador Saave-
dra, la número 98 al artículo 5, respecto de la cual su seño-
ría preguntaba por qué no habíamos aceptado que ustedes
incluyeran lo de los medicamentos, debo decirle que la di-
rectiva no contiene en su artículo 1.5, donde se detallan las
materias exceptuadas de su ámbito de aplicación, ninguna
mención referente a lo que ustedes proponían, y ni siquiera
prevé la posibilidad de excluir la aplicación del principio
de país de origen respecto de ellas. Por tanto, su inclusión
en el artículo 5 del proyecto, que incorpora el 1.5, letra d,
de la directiva, resulta improcedente. Ahora bien, es cierto
que la directiva salvaguarda expresamente la aplicación de
su legislación específica y eso precisamente se ha trasla-
dado al artículo 1.2 del proyecto de ley y a la disposición
adicional segunda, que incluso pone un énfasis muy espe-
cial en la sujeción de las actividades sanitarias a su norma-
tiva específica. Ése es el argumento que, como verá, es téc-
nico y no esconde ninguna segunda intención para recha-
zar su enmienda.

En relación con la enmienda número 135, presentada
por Convergència i Unió, tengo que decir que esta disposi-
ción podría trastocar el ámbito de aplicación subjetivo de
muchas normas autonómicas y estatales, relativas a los
prestadores de servicio. Creo que este argumento se ajusta
a lo que usted nos proponía.

Paso a referirme al artículo 8, del que han hablado va-
rios senadores, y que incorpora el artículo 3.4 de la direc-
tiva. El hecho de plantear la eliminación de este artículo
cercenaría los instrumentos de defensa del Estado frente a
delitos o actividades realizadas en la red que atenten con-
tra la seguridad pública, el orden público, la protección de
la infancia y otros principios o intereses fundamentales en
la convivencia social. (El señor Vicepresidente, Rojo Gar-
cía, ocupa la Presidencia.)

Por otro lado, el precepto recogido en el artículo 8 no es
intervencionista ni introduce barreras para el desarrollo de
los servicios de Internet, puesto que no se prevé —y creo
que esto es importante— la realización de un control pre-
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vio respecto a los contenidos o actividades realizadas por
vía electrónica para asegurar su adecuación a la ley sino,
tan sólo, la posibilidad de adoptar medidas de restricción
cuando se compruebe —es decir, a posteriori— que un de-
terminado contenido es susceptible de lesionar alguno de
los valores mencionados en él.

Senador Albistur, el contenido del artículo 11 no
puede subsumirse en el artículo 8. El artículo 8 se refiere
a la restricción de la prestación de servicios tanto proce-
dentes de otros Estados como de prestadores establecidos
en España, por razones de orden público, de salud pú-
blica, de seguridad pública y otros valores que señala el
artículo 3.4 de la directiva; precisamente, se trata de un
artículo que reviste una importancia fundamental para la
convivencia social.

El artículo 11 alude a la prestación de servicios ofreci-
dos únicamente por prestadores establecidos en España;
por lo tanto, la ubicación sistemática de ambos preceptos
es la más correcta y, además, el artículo 11 no regula
—mientras sí lo hace el artículo 8— los supuestos en que
puede restringirse la prestación de servicios de la sociedad
de la información por prestadores establecidos en España.
En este terreno, no innova nada.

La enmienda número 171, al no admitirse que sólo los
órganos judiciales tengan competencias para aplicar el ar-
tículo 8, no la consideramos oportuna.

En relación con la enmienda 136, de Convergència i
Unió, tengo que decir que la introducción del párrafo que
sugieren podría modificar el derecho vigente en cuanto al
procedimiento para la comunicación con las instituciones
comunitarias establecido en el artículo 10 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. Por tanto, como habrá podido comprobar,
es un argumento técnico el que no permite que podamos
aprobar su enmienda.

El senador Saavedra habla de la sustitución del artículo
8. La enmienda que ustedes proponen no contiene otra mo-
dificación —según nos ha parecido entender— que la omi-
sión del segundo párrafo del artículo 8.2 —en coherencia
con la supresión del artículo 11— y la restricción del ám-
bito de aplicación del artículo a los servicios de contrata-
ción o comercio electrónico. Creemos que es un grave
error ya que un número muy importante de delitos y de ac-
tividades ilícitas en la red no se cometen a través de servi-
cios comerciales —por ejemplo, de compra-venta—, sino
a través de servicios gratuitos y de libre acceso...

El señor VICEPRESIDENTE (Rojo García): Senadora
Delgado, he entendido que compartía su tiempo con la se-
nadora Coloma.

La señora DELGADO GARCÍA: Sí, gracias. Termino
el punto y cedo el tiempo restante a mi compañera.

Estaba hablando de pederastia, de apología del terro-
rismo, estafas, etcétera y muchos de esos delitos afectan a
los intereses destacados en el artículo 8: la protección de la
infancia, el orden público, el respeto a la dignidad humana
y al principio de no discriminación. 

Por tanto, la directiva comunitaria no limita la aplica-
ción de este artículo a las actividades de comercio electró-
nico, pero lógicamente debemos de mantener que no sea
suprimido ninguno de estos apartados.

Bien, señorías, doy por terminado el turno en contra de
estas enmiendas, para que la senadora Coloma pueda utili-
zar el suyo.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Rojo García): Gracias,
señoría.

Tiene la palabra la señora Coloma.

La señora COLOMA PESQUERA: Muchas gracias,
señor Presidente. 

Señorías, subo a la tribuna para mantener la posición en
contra de las enmiendas presentadas por los grupos que
han intervenido. Como no tendré tiempo suficiente para
referirme a todas ellas, anuncio que las vamos a rechazar.
Respecto a algunas ya expliqué en Comisión de forma bas-
tante explícita nuestra postura, con lo cual me centraré sólo
en unas concretas.

Quisiera comenzar por los votos particulares que han
presentado, tanto el portavoz del Grupo Parlamentario So-
cialista como el portavoz de Entesa Catalana de Progrés,
para devolver el texto al Congreso de los Diputados, tal y
como llegó a esta Cámara, y así no admitir las enmiendas
que el Grupo Parlamentario Popular presentó en Comi-
sión. 

La verdad es que para nuestro grupo es muy preocu-
pante lo que se dice aquí del Senado. Entendemos que el
Senado es el Parlamento, es una Cámara en la que se
pueden mejorar las leyes. Aquí no vienen las leyes para
que hagamos una fotocopia a lo que llega del Congreso y
se lo devolvamos tal cual, sino que esta Cámara puede y
debe enmendar las leyes, y por eso precisamente, al igual
que el resto de los grupos parlamentarios presentan en-
miendas a los proyectos de ley, el Grupo Parlamentario
Popular también lo hace, y además lo hace para mejorar
el texto, en este caso el texto del proyecto de Ley de ser-
vicios de la sociedad de la información y del comercio
electrónico.

Con respecto a la enmienda número 180, que presentó
mi grupo, sobre la asignación de nombres de dominio bajo
la denominación «punto es», ya expliqué en Comisión que
damos perfecto cumplimiento al mandato de la disposición
adicional sexta de la Ley de Marcas, y que los objetivos
que se deben satisfacer precisamente en el sistema de asig-
nación de dominios bajo la denominación «punto es» son
el mantenimiento de una seguridad jurídica razonable,
tanto para los titulares de derecho preexistentes como para
los usuarios de los servicios de Internet. Se da, además,
más flexibilidad a los servicios de Internet, necesaria para
permitir el otorgamiento de nombres de dominio a todos
aquellos que lo soliciten, y se pretende, por otra parte, que
los usuarios tengan la confianza de que los nombres de do-
minio asignados corresponden realmente a la empresa o
entidad con la que intuitivamente lo asocian. La enmienda
permite además crear sus dominios «punto es», y así ga-
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rantizar la disponibilidad suficiente de nombres para satis-
facer la demanda de asignación.

Se ha mencionado por el portavoz socialista —antes en
Comisión y ahora en Pleno— la palabra subasta, y en nin-
gún momento aparece la palabra subasta en el texto de la
enmienda, sino la palabra licitación, que no significa en
absoluto lo mismo que subasta; y lo que se puede hacer es
otro tipo de procedimiento adecuado para la asignación de
nombres genéricos. Los nombres de dominio bajo denomi-
nación «punto es» se asignarán al primer solicitante que
tenga derecho a ello. (El señor Vicepresidente, Prada
Presa, ocupa la Presidencia.)

La enmienda número 182 pretende establecer un meca-
nismo mucho más flexible para determinar la cuantía de
las tasas. Y en cuanto a la enmienda número 181, creo que
con ella damos respuesta a un problema que tienen miles y
miles de ciudadanos, fundamentalmente de las zonas rura-
les y de montaña, para acceder de una forma funcional a
Internet. España se une al ámbito del servicio universal de
Internet gracias a una iniciativa del Gobierno español que
incorpora al ámbito de este servicio universal el requisito
adicional de que la conexión a la red telefónica permita la
transmisión de datos a una velocidad suficiente para acce-
der de forma funcional a Internet.

Señores del Grupo Parlamentario Socialista, de conti-
nuar con lo que ustedes determinaron cuando goberna-
ban, seguiríamos con las líneas TRACK como las que
hay ahora mismo, que funcionan a 2.400 bits por se-
gundo, cuando la velocidad funcional para acceso a In-
ternet que da la red telefónica normal es de 50 kilobits
por segundo.

En el año 1993, cuando gobernaban ustedes, se optó por
una tecnología que no se podía actualizar ni era escalable
y que ahora mismo hace imposible el acceso universal a
Internet. Con el Gobierno del Partido Socialista se obligó a
desplegar una infraestructura que no se ha podido mejorar.
Eso es lo que tienen que agradecer los ciudadanos del me-
dio rural y de las zonas de montaña al Gobierno del Partido
Socialista. 

En definitiva, con esta enmienda lo que pretendemos es
precisamente lo contrario: que todos los ciudadanos, inde-
pendientemente del rincón de España donde se encuentren,
puedan acceder a Internet. 

En la enmienda 183 se prevé un plan que se impone al
operador dominante de telefonía que preste el servicio uni-
versal, para que en un plazo breve se haya sustituido toda
la infraestructura que ahora sostiene la telefonía rural de
acceso celular, que no permite el acceso a Internet. Y ade-
más, creo que con plazos muy razonables: que a 30 de ju-
nio de 2003 se tenga ya cubierto el 30 por ciento de la po-
blación, que antes de diciembre de 2003 se tenga cubierto
el 70 por ciento, que antes de diciembre de 2004 se cubra
el cien por cien de las líneas y, además, que esta implanta-
ción alcance al menos al 50 por ciento de los citados abo-
nados en cada una de las comunidades autónomas antes
del 31 de diciembre de 2003. Se permiten tecnologías es-
calables, de forma que la red que va a llegar hasta el último
rincón de España mejorará en función de las necesidades
crecientes de ancho de banda. 

Con respecto a las enmiendas de los distintos grupos
parlamentarios, voy a citar algunas en concreto porque no
me va a dar tiempo a referirme a todas. Rechazamos la en-
mienda número 82 del Grupo Parlamentario de Senadores
Nacionalistas Vascos porque el segundo párrafo que pre-
tende incluir, precisamente fue suprimido en el Congreso
de los Diputados porque era suficiente el artículo 2 de la
Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal
para determinar el sometimiento de las terceras partes de
confianza a sus disposiciones. 

La número 83, del mismo grupo parlamentario, tam-
bién la rechazamos porque de admitirse retrasaría la recep-
ción de dicho acuse de recibo, y las pequeñas ganancias en
seguridad que aportarían los terceros de confianza ya no
serían tan atractivas. 

En cuanto a la enmienda número 88, en la que ha hecho
bastante hincapié el Senador Albistur, la rechazamos por-
que el proyecto de ley establece la obligación de los pres-
tadores de servicios de ejecutar las resoluciones dictadas
por los órganos competentes, para asegurar el cumpli-
miento de otras normas que también sean de aplicación a
los mismos, y para reforzar, precisamente, el carácter coer-
citivo de dichas obligaciones, la ley puede prever unas in-
fracciones y sanciones autónomas. 

Asimismo, rechazamos la enmienda número 91, ya que
el sistema arbitral de consumo está integrado por todas las
juntas arbitrales de consumo existentes en el territorio es-
pañol, por lo que la referencia a dicho sistema no implica
el desconocimiento de los órganos arbitrales de consumo
existentes en las comunidades autónomas.

En cuanto a las enmiendas del Grupo Parlamentario So-
cialista, rechazamos la enmienda número 117, al igual que
la número 155 de Entesa Catalana, porque el propósito de
la directiva exige que el prestador remita su mensaje de
confirmación sin demora indebida. Si se dejara a la volun-
tad de las partes, precisamente se desvirtuaría tal propó-
sito. 

En cuanto a la enmienda número 118, prácticamente
igual a la número 156 de Entesa Catalana, también las re-
chazamos porque el proyecto de ley no establece un trá-
mite de consulta previa obligatorio para el ejercicio de la
acción, excepto por lo que respecta a la Ley General de Pu-
blicidad, ya que se considera que ello supone un obstáculo
para el ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva y
para la obtención de la inmediata cesación de una conducta
lesiva, que es el fin perseguido por la directiva.

Voy a hacer referencia a la enmienda número 129, del
Grupo Parlamentario Socialista, relativa a los discapacita-
dos y al acceso a todas las páginas, como dice su en-
mienda. Consideramos que tal y como está redactado en el
proyecto de ley es un plazo razonable, teniendo en cuenta
que afecta a todas las administraciones públicas españolas,
no solamente a las que dependen del Gobierno central,
sino también a las que dependen de las comunidades autó-
nomas o a las propias corporaciones locales. Por lo tanto,
sería un gran número de páginas para obligar además a
otras administraciones.

Con esta disposición España iría más allá de lo previsto
en las Resolución del Consejo de Telecomunicaciones de
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la Unión Europea, de 25 de marzo de 2002, sobre la acce-
sibilidad de sitios web públicos que obliga a los Estados a
seguir progresando para lograr que la información pueda
ser accesible a las personas con discapacidad. 

Ahora bien, en esta accesibilidad a los sitios públicos a
la que se obliga a los Estados ni se señala ni se fija para
nada fecha alguna. Por lo tanto, creemos que es proporcio-
nada la fecha que establecemos en el proyecto de ley.

Con respecto a los discapacitados, el Ministerio de
Ciencia y Tecnología ha firmado diferentes convenios con
muchas de las asociaciones de discapacitados que tienen
una representación muy importante, y lo que va a hacer es
precisamente impulsar de una manera eficaz todos y cada
uno de los proyectos y acciones...

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senadora
Coloma, le ruego concluya.

La señora COLOMA PESQUERA: Señor Presidente,
concluyo en unos momentos.

Como decía, el Ministerio de Ciencia y Tecnología va a
impulsar de una manera eficaz todos y cada uno de los pro-
yectos y acciones que conforman el Plan de Acción Info
XXI.

No me va a dar tiempo a responder a muchas más de las
enmiendas. Por ejemplo, rechazamos la número 140, del
Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Convergèn-
cia i Unió, que es muy semejante a la número 158 de Entesa
Catalana de Progrés, porque ya en el trámite parlamentario
del Congreso se aprobaron —precisamente a instancia del
Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Convergèn-
cia i Unió— modificaciones orientadas a reflejar el carácter
plural del ordenamiento jurídico español y de las adminis-
traciones actuantes, por lo que entendemos que hacer más
referencias redundantes, como sugiere la enmienda, incluso
podría suponer un deterioro en la calidad de la ley.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Senadora
Coloma, vaya concluyendo.

La señora COLOMA PESQUERA: Señor Presidente,
doy por rechazadas el resto de las enmiendas.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senadora Coloma.

Pasamos, a continuación, al turno de portavoces.
Por el Grupo Parlamentario Mixto no se hace uso de la

palabra. 
Por el Grupo Parlamentario de Senadores de Coalición

Canaria, tiene la palabra el señor don Froilán Rodríguez.

El señor RODRÍGUEZ DÍAZ: Muchas gracias, señor
Presidente.

Señorías, es clara la necesidad de hacer algún tipo de
regulación en el sector en que se va a aplicar la futura ley,
esto era fundamental por varias razones, pero también nos
preocupa el control que se establece porque incide sobre
aspectos de las libertades individuales. 

Por lo tanto, hacemos una valoración global positiva de
este proyecto de ley, pero también tenemos que reconocer
que junto con esas bondades hay sombras, es un proyecto
con luces y sombras, con luces porque supone la defensa
de los intereses de los ciudadanos, ya sean usuarios, con-
sumidores o empresarios, y las garantías para las transac-
ciones, contrataciones u otras operaciones de esta índole
que se produzcan a través de la red, y con sombras por el
posible perjuicio para el respeto y garantía de los derechos
básicos, a la intimidad y confidencialidad de las comuni-
caciones y a la libertad de la información.

Sabemos y reconocemos la dificultad que supone com-
paginar, especialmente por parte de las administraciones
públicas, el equilibrio entre el control de conductas ilegíti-
mas y la garantía de los derechos básicos de los usuarios de
las nuevas tecnologías, sobre todo de Internet, pero esti-
mamos que se tenía que haber hecho ese esfuerzo especial
para lograr ese equilibrio y compaginar ambos intereses.

Observamos y hacemos notar también la dificultad que
supone hacer cumplir a los proveedores que se encuentran
fuera de nuestras fronteras y, especialmente, fuera de las
fronteras de la Unión Europea, así como el peligro de fuga
de este tipo de empresas y de proveedores, que pueden
sentir mermadas sus posibilidades comerciales o de otro
tipo, hacia el exterior a partir de esta ley. Pero creo que al-
gún paso había que dar.

Creo que nadie puede tener claras las previsiones sobre
lo que van a suponer las comunicaciones vía Internet y, en
general, a través de las nuevas tecnologías, porque nos he-
mos llevado muchas sorpresas en los últimos años. Nin-
guno de nosotros tiene poderes adivinatorios, aunque po-
damos tener prospectivas basadas en la evolución en los
últimos años. A pesar de ello, mi previsión es que volvere-
mos a revisar esta Ley en el Parlamento más pronto que
tarde porque se nos va a quedar corta en algunos aspectos
y larga en otros. En definitiva, teníamos la obligación de
hacer una trasposición de la directiva europea y la necesi-
dad de establecer algún tipo de normativa en este sentido.

Para acabar esta intervención, adelanto que vamos a
apoyar varias de las enmiendas que aún se mantienen y
también que nuestro apoyo al proyecto de ley en su globa-
lidad no nos hace olvidar aspectos concretos que se han de-
bido mejorar en esta última fase de su tramitación.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, Senador Rodríguez Díaz.

Por el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas
Vascos, el senador Albistur tiene la palabra.

El señor ALBISTUR MARIN: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Tengo que responder a las dos dignas y rigurosas porta-
voces del Grupo Popular que me hubiera gustado más que
hubieran aportado de sus propias opiniones porque segura-
mente que se lamentarían menos y estaríamos más de
acuerdo. Creo a ambas capaces de poder llegar a acuerdos
con estas preciosidades de grupos de la oposición que tie-
nen a su lado.
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Dado que ustedes representan a quien representan y se
meten en este lío, puesto que me han respondido con de-
terminados argumentos a nuestras enmiendas, tengo que
recordarles, en primer lugar, que cuando se pretende incor-
porar al ordenamiento jurídico español la Directiva
2000/31 de la Unión Europea se trata, como es básica-
mente el caso, de transcribirse en plazo y, sin embargo, se
trascribe seis meses más tarde. El plazo establecido para la
trascripción de la Directiva finalizaba el 17 de enero del
año 2002 y han pasado seis meses más. 

En cuanto al fomento de la sociedad de la información
—por eso pedíamos la supresión del artículo 11 y creo que
el Grupo Socialista comparte estas opiniones—, en este
objetivo tan fundamental se omiten principios tan básicos
al definir el objeto de la ley como el de la regulación de la
libertad de establecimiento para la prestación de servicios
de la sociedad de la información y el reconocimiento del
principio de libre prestación de servicios. Esto exacta-
mente dice el Consejo de Estado en su informe en la pá-
gina 17. 

Miren, mis queridas portavoces, la supresión que noso-
tros proponemos del artículo 11 es porque estamos en Eu-
ropa. Estamos en España, pero también estamos en Eu-
ropa. Y estamos en Europa a todos los efectos, porque es-
tamos trascribiendo una directiva que en su considerando
primero dice que el desarrollo de los servicios de la socie-
dad de la información en el espacio sin fronteras interiores
es un medio esencial para eliminar las barreras que dividen
a los pueblos europeos. Por tanto, argumento claro para
que el artículo 11 no exista. En segundo lugar, en el consi-
derando ocho se especifica que el objetivo de la presente
directiva es crear un marco jurídico que garantice la libre
circulación de los servicios de la sociedad de la informa-
ción entre Estados miembros y no armonizar el campo de
la legislación penal en sí misma.

Parece que los señores del Ministerio de Ciencia y Tec-
nología no se lo han leído. Francamente, creo que estaban
por otra labor. Posiblemente, les llamó el Ministerio del In-
terior y les dijeron lo que tenían que hacer. 

¿Qué pasa? Que el hecho de que el prestador de servi-
cios de una información se encuentre o no establecido en el
Estado no deja de ser una circunstancia —estamos en Eu-
ropa, sobre todo, y transcribiendo una directiva europea—
que, en su caso, delimitará el contenido de la resolución
del órgano competente y el alcance de la colaboración que
solicitan los prestadores de servicios de intermediación,
pero que, en sí mismo, no justifica la existencia de dos ar-
tículos, sino de uno solo, como es el 8, que, por desgracia,
va a salir y que no nos gusta en absoluto.

El Senado no tiene por qué ser una fotocopia de las le-
yes que vienen del Congreso de los Diputados. ¡Faltaría
más! Tenemos un poco más de dignidad, y ya he dicho que
si los diputados se pueden encontrar timados, nosotros,
además, humillados. Yo entiendo que se pueda modificar
en el Senado, pero sin dar oportunidad al debate clara y ro-
tundamente no. Ustedes hacen la modificación, no por la
bondad del fin en sí mismo, que podríamos compartir y
que, además, estaríamos dispuestos a apoyar, sino por el
hecho de la seguridad que les proporciona la mayoría ab-

soluta. ¿Y para qué se la proporciona? Para no debatir, no
negociar enmiendas y no tener que admitir los criterios ra-
cionales y rigurosos de esta magnífica oposición.

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo
Parlamentario Socialista.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senador Albistur.

Pasamos al turno de portavoces del Grupo Parlamenta-
rio de Entesa Catalana de Progrés.

Tiene la palabra el senador Gibert.

El señor GIBERT I BOSCH: Muchas gracias, señor
Presidente. 

En primer lugar, quiero manifestar mi aprecio personal
por las dos portavoces del Grupo Parlamentario Popular,
que, por lo menos, es tanto como el del senador Albistur. 

En segundo lugar, quisiera manifestar una obviedad y
una duda. En cuanto a la primera, es tan ajustado al Regla-
mento que el Grupo Parlamentario Popular pueda presen-
tar e incorporar enmiendas en el Senado como plausible
que otros grupos puedan preferir —en una parte del
texto— el que venía del Congreso de los Diputados, señora
Coloma. 

Otra cosa es que sea cierto o no que el Grupo Parla-
mentario Popular utilice la técnica del último minuto para
eludir un debate público y transparente sobre algunos
asuntos en este caso y las leyes de acompañamiento todos
los años.

La duda es la siguiente: ¿cómo se justificará desde el
Grupo Parlamentario Popular si se producen las disfuncio-
nes que creemos se producirán a través de esta ley como,
por ejemplo, la que he expuesto antes, un eventual éxodo
de empresas al exterior, no por los contenidos o activida-
des ilícitas o delictivas, sino, simplemente, para eludir,
siendo tan fácil como es, por razones fiscales o trabas bu-
rocráticas, derivadas de la rigidez de la ley? Creo que esta
pregunta no ha sido contestada.

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Muchas
gracias, senador Gibert.

Por el Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de
Convergència i Unió, tiene la palabra el senador Varela. 

El señor VARELA I SERRA: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Quiero expresar mi admiración por ambas portavoces
del Partido Popular, que no es inferior a la de los senadores
Gibert y Albistur, que quede claro. Además, que conste
que ellas han intentado que pudiesen prosperar en ese trá-
mite algunas de las enmiendas de carácter autonómico que
hemos presentado. No ha sido posible y lo lamentamos
sinceramente. 

Hablando más seriamente, el rechazo de dichas en-
miendas, el que ninguna pueda prosperar en el Senado, no
deja de ser un poco frustrante. Además, son temas de con-
tenido, no son técnicos, como decía la senadora Delgado.
El hecho de que —enmienda 136— las comunidades autó-
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nomas, en los ámbitos que tienen competencia reconocida,
puedan dirigirse directamente a la Unión Europea sin tener
que pasar por el filtro del Ministerio no es una cuestión
técnica, es una cuestión de alto contenido político. Por
tanto, nos duele que haya sido rechazada.

En cuanto al comentario de la señora Mercedes Coloma
sobre el artículo 34 diciendo que nuestras enmiendas son
referencias redundantes, le diría, señora Coloma, que en el
artículo 34 sale tres veces la palabra Ministerio de Ciencia
y Tecnología. ¿Esto no es redundante? En cambio, noso-
tros pedíamos humildemente que al menos saliera una vez
la palabra comunidad autónoma. Tres a una. Su argumento
es poco convincente, no así, y quiero hacer alusión a esto,
el que los proyectos que salen del Senado no deben ser fo-
tocopia de los que vienen del Congreso. Estoy totalmente
de acuerdo con usted, lo que pasa es que, desgraciada-
mente, no siempre el Partido Popular lo cumple. La ley de
FP entró y salió de aquí tal como vino del Congreso y la
LOU también. El plan hidrológico no lo recuerdo, pero si
me lo dice el señor Gatzagaetxebarría debe ser cierto.
Quiero decir que está muy bien su observación, pero le de-
seo que tenga la máxima influencia en su grupo parlamen-
tario para conseguir que esto sea así en el futuro. 

En relación con este trámite, y he hecho alusión a ello
en mi primera intervención, me adhiero a los comentarios
no positivos de que esta táctica del último minuto no va
bien para el prestigio del Senado, debiera haber habido
más tiempo para debatir las últimas enmiendas. Así como
ha habido mucho tiempo al principio, y lo he elogiado, al
final ha habido demasiada precipitación. En fin, mi grupo
lamenta esto.

Acabo haciendo una última observación. Como ha indi-
cado el senador Gibert —lo ha indicado aquí hoy y el otro
día en la Comisión—, el fenómeno de Internet, de la socie-
dad de la información tiene un enorme dinamismo. Yo
ruego, en nombre de mi grupo, al Grupo Parlamentario Po-
pular que diga al Gobierno que esté atento al máximo en el
desarrollo de esta ley a los interrogantes de un excesivo in-
tervencionismo o detallismo que aquí se ha mencionado o
a los posibles problemas que pueda haber en la licitación
de los dominios, que esté atento para subsanar cuanto an-
tes y de manera ágil los problemas que se puedan presen-
tar, porque a todos nos interesa que el desarrollo de la so-
ciedad de la información vaya lo más rápido posible.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senador Varela.

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra
el senador Saavedra.

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Gracias, señor Pre-
sidente.

Lo que está claro es que el afecto que han puesto de re-
lieve todos los portavoces que han intervenido en el debate
—incluyo a mis paisanos porque, aunque no lo hayan di-
cho, supongo que van a solidarizarse con lo que le digo—
no ha servido para nada a efectos de convencerla en cuanto
a la fundamentación de alguna de nuestras enmiendas.

Agradezco a la senadora Delgado que haya observado
el lapsus de dirigirme a los miembros de esta Cámara
como señores diputados. Se trata de un lapsus, probable-
mente debido a que el sábado pasado cumplí 25 años como
representante del pueblo, porque en estos 25 años siempre
he sido o representante del pueblo en el Parlamento de la
nación, sea en el Congreso de los Diputados o sea en el Se-
nado, o en el Parlamento autonómico. De manera que esta
ha sido probablemente la razón por la que me ha traicio-
nado el subconsciente.

En cuanto al argumento que me da acerca de la no in-
clusión en el artículo 5 de los tratamientos médicos y far-
macéuticos y su exclusión del objeto de la ley, por puro
respeto a la directiva yo creo que es un argumento un poco
débil porque, según eso, nos habríamos limitado a transcri-
bir la directiva y no a regular tantos otros aspectos que no
son abordados por la directiva.

Hay otras enmiendas en las que le he dicho que no hay
ningún tipo de trampa, que es pura razón técnica, se lo dije
al concluir el debate en Comisión. Todas estas nuevas dis-
posiciones finales, desde la primera hasta la cuarta, ambas
inclusive, deberían ser disposiciones adicionales. Lo digo
porque los juristas somos así de majaderos. Yo fui ponente
del Estatuto de los Trabajadores, y aún me acuerdo de
cuánto debatíamos para llegar a definir qué era una dispo-
sición adicional o una disposición final y cómo debían or-
denarse en un proyecto de ley siguiendo la ordenación de
la Constitución.

Pues bien, lo único que yo les pido es que sean ustedes
coherentes. Si las disposiciones adicionales son modifica-
ción de otras leyes, del Código de Comercio o del Código
Civil, pongan ustedes todas estas modificaciones de la Ley
de Telecomunicaciones como disposiciones adicionales y
no como disposiciones finales por puro rigor jurídico. No
hay otro motivo. 

En cuanto a la senadora Coloma, quiero decirle que el
término licitar, según el diccionario y también en términos
jurídicos, equivale a concursar o a subastar, lo que quiere
decir que tampoco estábamos tan alejados del término uti-
lizado en el proyecto de ley. Por otra parte, no sé si la lici-
tación se va a producir vía concurso o vía subasta. En cual-
quier caso, repito que no ha habido una gran desviación a
la hora de calificar esa disposición. 

Señoría, quiero decirle finalmente que no se obsesione
con mirar hacia atrás —sin ira o con ira, no entro en esa
cuestión— con esas referencias a lo que hizo el Gobierno
que hubo entre 1993 y 1996, del cual casualmente fui
miembro, y en el que también casualmente me correspon-
dió enviar a las Cámaras —a la entonces Comisión Mixta
de Ciencia Congreso-Senado— el tercer Plan de I+D que
ustedes luego tuvieron la satisfacción de ejecutar y aplicar
cuando llegaron al Gobierno en 1996, lo que significa que
tan malo no debió ser. El último Plan sobre I+D+I es del
año 2000, pero debo decir que la Comisión de Ciencia, a la
que yo mismo pertenezco, aún no ha realizado el corres-
pondiente informe. En resumen, no miren ustedes constan-
temente hacia atrás cuando no tienen otro argumento que
aducir. La técnica ha evolucionado mucho y probable-
mente ni en el primer Plan ni en el segundo se dedicaban
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muchos apartados a Internet. En cualquier caso, la historia
de la ciencia y de la tecnología funcionan así y tampoco
conviene olvidarse de ellas. 

Gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senador Saavedra. 

Para finalizar este turno de portavoces tiene la palabra,
en nombre del Grupo Parlamentario Popular, la senadora
Coloma

La señora COLOMA PESQUERA: Muchas gracias,
señor Presidente. 

Señorías, en primer lugar quiero agradecer el tono em-
pleado por todos los portavoces de los grupos parlamenta-
rios. Por otro lado, y como no podía ser de otra manera,
agradezco a los portavoces del Grupo Parlamentario Cata-
lán en el Senado de Convergència i Unió y de Senadores
de Coalición Canaria su apoyo a este proyecto de ley. 

En cuanto a los grupos que han manifestado su apoyo al
proyecto, hemos llegado incluso a transaccionar con ellos
enmiendas en el debate en Comisión lo que ha hecho posi-
ble que se haya enriquecido mucho el texto que llegó desde
el Congreso de los Diputados a esta Cámara.

Desde el Grupo Parlamentario Popular, al que repre-
sento, nos sentimos orgullosos de defender este proyecto
de ley porque entendemos que esta regulación es necesaria
para que incorporemos a nuestro ordenamiento jurídico las
directivas comunitarias sobre sociedad de la información y
del comercio electrónico que, como muy bien conocen,
son de obligado cumplimiento. Además, ésta es una mate-
ria que es necesario regular. Este proyecto de ley ha go-
zado de diálogo social, de participación ciudadana y de
consenso en la mayor parte de los sectores que tienen mu-
cho que aportar y que decir en el ámbito de la sociedad de
la información, todo ello mucho antes de que el proyecto
entrara en el Parlamento. Porque, como muy bien conocen
sus señorías, el anteproyecto estuvo colgado de la web del
Ministerio de Ciencia y Tecnología desde el año 2000,
algo totalmente novedoso en un proyecto de ley. 

Han sido muchas las opiniones, las aportaciones y las
mejoras que ya se introdujeron en los distintos borradores
del anteproyecto antes de entrar en el Parlamento. Asi-
mismo, han sido también muchas las enmiendas que se han
incorporado en el trámite parlamentario tanto por el Grupo
Parlamentario Popular como por los grupos con los que
hemos firmado transaccionales y que representan a todos
los grupos del arco parlamentario, enmiendas que, desde
nuestro punto de vista, han mejorado el texto muchísimo.

Ciñéndome al trámite en el Senado, voy a destacar al-
guna de las enmiendas que se han logrado incorporar y que
en algunos casos era en el sentir manifestado por las aso-
ciaciones de usuarios de Internet o de las asociaciones de
comercio electrónico en lo relativo, por ejemplo, a los jue-
gos de azar. También con las enmiendas del Grupo Parla-
mentario Popular damos cumplida respuesta a la cada vez
mayor demanda de asignación de nombres de dominio
bajo el «punto es», dando cumplimiento así a lo dispuesto
en la disposición adicional sexta de la Ley de Marcas y

adoptando medidas para evitar el registro abusivo o espe-
culativo de nombres de dominio, de tal manera que los
nombres conocidos no puedan ser usurpados por personas
sin derecho legítimo a ellos. Además se implanta —como
muy bien conocen por el texto de la enmienda— un proce-
dimiento extrajudicial de resolución de conflictos. Asi-
mismo se regulan los derechos y las obligaciones de los
beneficiarios de nombres de dominio bajo el «punto es», y
todo ello sin perder seguridad jurídica.

Con respecto a la enmienda —presentada a instancia
del Grupo Parlamentario Popular y en la que también fir-
mamos una transaccional con Convergència i Unió— que
declara a Internet servicio universal, damos respuestas y
soluciones al problema de miles y miles de ciudadanos es-
pañoles, fundamentalmente del medio rural y de las zonas
de montaña que más dificultad tenían de acceder a Inter-
net, y que gracias a la iniciativa del Gobierno de España en
la directiva del servicio universal se contempla ahora que
los accesos a que tienen derecho todos los ciudadanos tie-
nen que prever una velocidad suficiente para el acceso
funcional a Internet, medida que hemos impulsado a través
de esta enmienda que el Grupo Parlamentario Popular del
Senado introduce al proyecto de ley, y que en un breve
plazo de tiempo se tiene que sustituir toda la infraestruc-
tura que ahora sostiene la telefonía rural de acceso celular
y que no permite el acceso a Internet. (Varios señores se-
nadores del Grupo Parlamentario Socialista entran en la
sala exhibiendo una pancarta alusiva a la huelga general
del 20 de junio de 2002, en la que se pide la dimisión del
señor Aznar. A continuación la descuelgan en sus esca-
ños.) 

El ánimo y el interés del Grupo Parlamentario Popular
y del Gobierno ha sido siempre el de incorporar propuestas
e inquietudes de toda la sociedad, dando ejemplo de diá-
logo social. 

Con este proyecto de ley damos perfecto cumplimiento
a establecer un marco jurídico adecuado que genere con-
fianza, seguridad y certidumbre en el empleo de este nuevo
medio. Este proyecto de ley ha sido especialmente sensible
y cuidadoso para que no haya ningún tipo de injerencia en
asuntos y competencias que afectan a las comunidades au-
tónomas. Por lo tanto, y como no podía ser de otra manera,
es respetuoso con el Estado de las Autonomías. Con este
proyecto de ley se protegen los derechos de los usuarios y
se les dota de garantías ante determinados servicios y su-
ministros. Es un proyecto de ley respetuoso con nuestro
marco constitucional, no vulnera ningún derecho funda-
mental, como en algún momento he podido oír a alguno de
los portavoces. (Rumores desde los escaños del Grupo
Parlamentario Socialista.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Silencio,
señorías, por favor.

La señora COLOMA PESQUERA: Ni es una ley inter-
vencionista, ni coactiva, ni supone limitaciones a algunas
de las libertades públicas de los ciudadanos, ni es la inqui-
sición , como se ha denominado en este Pleno, sino que in-
troduce derechos y obligaciones de nuestro ordenamiento
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jurídico. Lo que pretende es dotar de seguridad y de garan-
tías a los ciudadanos ante determinados servicios, y así lo
han puesto de manifiesto tanto el Consejo General del Po-
der Judicial, como el Consejo de Estado expresando la am-
plia constitucionalidad del texto. (Varios señores senado-
res Socialistas: ¡Tiempo!)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Silencio,
señorías, por favor.

La señora COLOMA PESQUERA: Con esta norma fa-
cilitamos la incorporación plena y rápida de España a la
sociedad de la información. (El señor Díaz Sol: ¡Tiempo!)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Silencio,
por favor, señorías. 

Senadora Coloma, por favor, espere un momento. 
Señorías, ustedes acaban de entrar en la sala. El porta-

voz de su grupo, en la intervención de cinco minutos que
tenía, ha consumido más de ese tiempo. La senadora Co-
loma lleva exactamente un minuto de más y todavía no
iguala el tiempo que ha consumido el portavoz de su
grupo.

Les ruego, por favor, que, si quieren que terminemos,
estén en silencio y dejen intervenir a la senadora Coloma y,
cuando esta Presidencia lo considere oportuno, le quitará o
no el uso de la palabra. 

Muchas gracias, señorías. (Fuertes protestas en los es-
caños del Grupo Parlamentario Socialista y aplausos en
los escaños del Grupo Parlamentario Popular.)

Senadora Coloma, puede continuar.

La señora COLOMA PESQUERA: Muchas gracias,
señor Presidente. (Varios señores senadores socialistas:
¡Tiempo!)

No voy a excederme mucho más en el tiempo, pero
tampoco tengo ninguna prisa porque es mi obligación y
tengo todo el derecho a trabajar hoy, como lo estoy ha-
ciendo en esta Cámara. (Aplausos en los escaños del
Grupo Parlamentario Popular.) Los que quieran manifes-
tarse de otra manera, saben lo que pueden hacer. (Fuertes
protestas en los escaños del Grupo Parlamentario Socia-
lista.) Hay libertad para manifestarse de una o de otra ma-
nera. Yo prefiero la de trabajar y la de defender los dere-
chos de los ciudadanos españoles, que precisamente me
han elegido para eso. (Fuertes y prolongadas protestas
desde los escaños del Grupo Parlamentario Socialista.) 

Señor Presidente, éste es un gran proyecto de ley que va
a permitir incrementar la competencia, facilitar el impulso
del comercio electrónico y contribuir a generalizar el uso
de las nuevas tecnologías entre nuestros ciudadanos, gene-
rando un clima de confianza y seguridad que elimina el te-
mor de los ciudadanos a la hora de hacer transacciones por
Internet. (Fuertes rumores.) 

Con este proyecto de ley y otras muchas medidas que
está poniendo en práctica el Gobierno del Partido Popular,
España quedará plenamente integrada en la sociedad de la
información y así podemos aprovechar las oportunidades
que las nuevas tecnologías nos ofrecen. (Fuertes rumores.) 

El Gobierno y el Grupo Parlamentario Popular que lo
sustenta trabajamos para que España sea líder en las nue-
vas tecnologías, en esta nueva economía que es la sociedad
de la información y del conocimiento, y que de esas gran-
des oportunidades que nos ofrece la sociedad de la infor-
mación puedan beneficiarse todos y cada uno de los ciuda-
danos españoles con independencia del lugar donde resi-
dan.

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo
Parlamentario Popular.—Fuertes rumores en los escaños
del Grupo Parlamentario Socialista.)

El señor VICEPRESIDENTE (Prada Presa): Gracias,
senadora Coloma.

Finalizado el debate llamamos a votación. (Pausa.—La
señora Presidenta ocupa la Presidencia.)

La señora PRESIDENTA: Señorías, vamos a comenzar
con las votaciones. En primer lugar, dictamen de la Comi-
sión de Ciencia y Tecnología en relación con el proyecto
de ley de servicios de la sociedad de la información y de
comercio electrónico que supone 26 votaciones distintas. 

Todas las enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto
han decaído o han sido retiradas.

Enmiendas del Grupo Parlamentario de Senadores Na-
cionalistas Vascos. En primer lugar, votamos la enmienda
número 67.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 200; a favor, 53; en contra, 133; abstencio-
nes, 14.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Procedemos a la votación de la enmienda número 70.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 56; en contra, 143; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos la enmienda número 72.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 201; a favor, 19; en contra, 135; abstencio-
nes, 47.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos la enmienda número 73.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, siete; en contra, 143; abstencio-
nes, 51.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos la enmienda número 75.
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Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 56; en contra, 144; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos las enmiendas números 80, 85 y 86.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 63; en contra, 134; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos la enmienda número 87.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 67; en contra, 133.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos la enmienda número 89.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 55; en contra, 143; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos el resto de las enmiendas presentadas por el

Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas-
cos.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 52; en contra, 144; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Enmiendas del Grupo Parlamentario Entesa Catalana

de Progrés números 146 y 164.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 56; en contra, 143; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación de las enmiendas números 148, 152 y 156.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 201; a favor, 45; en contra, 144; abstencio-
nes, 12.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación de la enmienda número 158.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 62; en contra, 134; abstenciones,
cinco.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votación del resto de las enmiendas presentadas por el

Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 52; en contra, 144; abstenciones,
cinco.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Enmiendas de Convergència i Unió, números 136 y 137.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 201; a favor, 22; en contra, 134; abstencio-
nes, 45.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación de las enmiendas números 135, 139, 140 y 143.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 67; en contra, 134.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos el resto de las enmiendas presentadas por

Convergència i Unió.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 63; en contra, 134; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Enmiendas presentadas por el Grupo Parlamentario So-

cialista, números 132 y 133.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 57; en contra, 144.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas números 98, 100 a 102 y 126.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 201; a favor, 45; en contra, 143; abstencio-
nes, 13.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos las enmiendas números 127, 130 y 134.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 200; a favor, 46; en contra, 143; abstencio-
nes, 11.
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La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos el resto de las enmiendas presentadas por el

Grupo Parlamentario Socialista.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 201; a favor, 53; en contra, 144; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación del dictamen de este proyecto de ley en tres

bloques; primero, los artículos 2.1; 8.4; 11.1; 17.3; 34;
35.1; disposición adicional tercera, párrafo segundo.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 136; en contra, 62; abstenciones,
dos. (Protestas.) 

La señora PRESIDENTA: Quedan aprobados los men-
cionados artículos del dictamen. (Rumores.—Protestas.)

Votación del segundo bloque del dictamen: artículo 5.2;
disposición adicional sexta nueva, apartado 3, párrafo ter-
cero.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 200; a favor, 196; en contra, dos; absten-
ciones, dos.

La señora PRESIDENTA: Quedan aprobados.
A continuación, votamos el resto del dictamen del pro-

yecto de ley.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 148; en contra, 51.

La señora PRESIDENTA: Queda aprobado.
Tal y como dispone el artículo 90 de la Constitución se

dará traslado de las enmiendas aprobadas por el Senado al
Congreso de los Diputados para que éste se pronuncie so-
bre las mismas en forma previa a la sanción del texto defi-
nitivo por Su Majestad el Rey.

Queda aprobado, por tanto, el mencionado proyecto de
ley. (Aplausos en los escaños del Grupo Parlamentario
Popular.—Protestas en los escaños del Grupo Parlamen-
tario Socialista.—Varios señores Senadores del Grupo
Parlamentario Socialista: !Félix, Félix, Félix!)

— DE LA COMISIÓN DE DEFENSA EN RELACIÓN
CON EL PROYECTO DE LEY DE MODIFI-
CACIÓN DE LA LEY 17/1999, DE 18 DE MAYO,
DE RÉGIMEN DEL PERSONAL DE LAS FUER-
ZAS ARMADAS, AL OBJETO DE PERMITIR EL
ACCESO A EXTRANJEROS A LA CONDICIÓN
DE MILITAR PROFESIONAL DE TROPA Y MARI-
NERÍA (S. 621/000067) (C. D. 121/000066) (Conti-
nuación).

La señora PRESIDENTA: Señorías, votamos a conti-
nuación el dictamen de la Comisión de Defensa en relación
con el proyecto de ley de modificación de la Ley 17/1999,
de 18 de mayo, del Régimen de Personal de las Fuerzas Ar-
madas, al objeto de permitir el acceso a extranjeros a la
condición militar profesional de tropa y marinería.

Ayer votamos los vetos y, por tanto, corresponde ahora
votar las enmiendas y el dictamen.

Las enmiendas de los senadores Cámara Fernández y
Cabrero Palomares decayeron ayer. (La Senadora Martí-
nez García pide la palabra.)

La señora MARTÍNEZ GARCÍA: Señora Presidenta,
no entiendo lo que vamos a votar porque no corresponde al
orden en que se han tramitado las leyes.

La señora PRESIDENTA: Los letrados lo han preparado
conforme al orden en que se debatieron ayer. Se trata de vo-
tar las enmiendas presentadas por los grupos parlamenta-
rios Entesa Catalana de Progrés y Socialista en un solo blo-
que, y después el dictamen también en un solo bloque.

Comenzamos por el voto particular número 2 de los
grupos parlamentarios Socialista y Entesa Catalana de
Progrés, correspondiente a las enmiendas números 4 a 15.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 43; en contra, 134; abstenciones, 22.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
A continuación, votamos el dictamen de este proyecto

de ley para permitir el acceso a extranjeros a la condición
de militar profesional de tropa y marinería.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 144; en contra, 45; abstenciones, 10.

La señora PRESIDENTA: Como no se ha aprobado
ninguna enmienda, queda definitivamente aprobado por
las Cortes Generales el proyecto de ley de modificación de
la Ley 17/1999, de régimen del personal de las Fuerzas Ar-
madas, al objeto de permitir el acceso a extranjeros a la
condición de militar profesional de tropa y marinería.

— DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y ASUNTOS SO-
CIALES EN RELACIÓN CON EL PROYECTO DE
LEY DE MEDIDAS PARA EL ESTABLECI-
MIENTO DE UN SISTEMA DE JUBILACIÓN
GRADUAL Y FLEXIBLE. (PROCEDENTE DEL
REAL DECRETO-LEY 16/2001, DE 27 DE DI-
CIEMBRE.) SE TRAMITA POR EL PROCEDI-
MIENTO DE URGENCIA (S. 621/000068) (C. D.
121/000067) (Continuación).

La señora PRESIDENTA: Pasamos ahora a la votación
del proyecto de ley de medidas para el establecimiento de
un sistema de jubilación gradual y flexible.
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Lo vamos a votar en diferentes bloques. En primer lu-
gar las enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto presen-
tadas por la senadora De Boneta.

Votamos la enmienda número 1.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 51; en contra, 143; abstenciones,
cinco.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos ahora las enmiendas números 2 y 3.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 196; a favor, 23; en contra, 133; abstencio-
nes, 40.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
A continuación votamos las enmiendas de los senado-

res Cámara y Cabrero. En primer lugar las enmiendas nú-
meros 16, 21, 23 y 25.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 52; en contra, 143; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos ahora el resto de las enmiendas de los senado-

res Cámara y Cabrero.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 197; a favor, ocho; en contra, 185; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
A continuación votamos las enmiendas presentadas por

el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas-
cos.

En primer lugar votamos la enmienda número 33.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 198; a favor, 13; en contra, 175; abstencio-
nes, 10.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votamos a continuación la enmienda número 34.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 198; a favor, 22; en contra, 174; abstenciones,
dos.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votación de la enmienda número 35.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 23; en contra, 133; abstenciones, 43.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votación de las enmiendas del Grupo Parlamentario

Entesa Catalana de Progrés. Votamos las números 51, 53
y 56.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 200; a favor, 56; en contra, 143; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación de la enmienda número 54, presentada por el

Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 197; a favor, 60; en contra, 133; abstenciones,
cuatro.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votación de las enmiendas números 52 y 55 del Grupo

Parlamentario Entesa Catalana de Progrés.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 197; a favor, 53; en contra, 131; abstencio-
nes, 13.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Pasamos a las enmiendas del Grupo Parlamentario Ca-

talán en el Senado de Convergència i Unió. En primer lu-
gar, votamos la número 31.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 65; en contra, 133; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada.
Votación del resto de las enmiendas del Grupo Parla-

mentario Catalán en el Senado de Convergència i Unió. 
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 66; en contra, 133.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Socia-

lista. Primero, la 36, de la 38 a la 40, la 42 y la 50.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 55; en contra, 143; abstenciones,
una.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
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Votamos las enmiendas números 37 y 49.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 198; a favor, 66; en contra, 132.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votación de las enmiendas números 44 y 45.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 195; a favor, 58; en contra, 132; abstenciones,
cinco.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Votamos las números 41 y 46 a 48.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 56; en contra, 133; abstenciones,
diez.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas.
Señorías, existe una propuesta de modificación del dic-

tamen, firmada por todos los grupos, y con el número de
registro 38016, que modifica el tercer párrafo de la dispo-
sición adicional segunda.

¿Quieren sus señorías que pase a dar lectura de la pro-
puesta? (Denegaciones.)

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobada.
Por tanto, votamos el texto del dictamen.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 155; en contra, 44.

La señora PRESIDENTA: Queda aprobado. 
Tal como dispone el artículo 90 de la Constitución, se

dará traslado de las enmiendas aprobadas por el Senado al
Congreso de los Diputados para que éste se pronuncie en
forma previa a la sanción del texto definitivo por Su Ma-
jestad el Rey. 

— DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y ASUNTOS SO-
CIALES EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN
DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 28
DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTA-
TUTO DE LOS TRABAJADORES, APROBADO
POR REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/1995, DE
24 DE MARZO (S. 624/000003) (C. D. 122/000098).

La señora PRESIDENTA: Señorías, pasamos a la vota-
ción de la proposición de ley de modificación del artículo
28 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995,
de 24 de marzo. 

Puesto que han sido retiradas las enmiendas de los Gru-
pos de la Entesa Catalana de Progrés y de Convergència i
Unió, en primer lugar votamos las enmiendas números 4 y
5, del Grupo Socialista.

Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo-
tos emitidos, 199; a favor, 44; en contra, 143; abstencio-
nes, 12.

La señora PRESIDENTA: Quedan rechazadas. 
A continuación, votamos el texto del dictamen.
Se inicia la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos
emitidos, 199; a favor, 158; abstenciones, 41.

La señora PRESIDENTA: Queda definitivamente apro-
bada por las Cortes Generales la proposición de ley de mo-
dificación del artículo 28 del Texto Refundido de la Ley
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real De-
creto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. 

LECTURA ÚNICA DE PROYECTOS Y PROPOSICIO-
NES DE LEY REMITIDOS POR EL CONGRESO DE
LOS DIPUTADOS:

— PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE REFORMA
PARCIAL DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRI-
MINAL (S. 622/000017) (C. D. 124/000004).

La señora PRESIDENTA: Punto quinto del orden del
día: Lectura única de proyectos y proposiciones de ley re-
mitidos por el Congreso de los Diputados.

Proposición de ley orgánica de reforma parcial de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

No se han presentado propuestas de veto a esta proposi-
ción de ley orgánica. 

¿Algún grupo desea intervenir? (Pausa.)
¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)

La señora PRESIDENTA: Por tanto, queda aprobada
definitivamente por las Cortes Generales la proposición de
ley orgánica de reforma parcial de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal.

DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE INCOMPATIBI-
LIDADES:

— DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE INCOMPATI-
BILIDADES EN RELACIÓN CON DIVERSOS SE-
ÑORES SENADORES (542/000018).

La señora PRESIDENTA: Pasamos al punto sexto del
orden del día: Dictámenes de la Comisión de Incompatibi-
lidades.
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Dictamen de la Comisión de Incompatibilidades en re-
lación con diversos señores Senadores.

Tiene la palabra el Presidente la Comisión, senador
Ainsa.

El señor AINSA ESCARTÍN: Muchas gracias, señora
Presidenta.

Señorías, tomo la palabra para presentar en el Pleno el
dictamen aprobado por la Comisión de Incompatibilidades
en relación con los señores senadores siguientes: excelen-
tísimo señor don Jokin Bildarratz Sorron; excelentísimo
señor don José Ramón Bustillo Navia—Osorio; excelentí-
simo señor don Marià Curto Forés; excelentísima señora
doña Montserrat Duch Plana; excelentísimo señor don
Juan Pedro Hernández Rodríguez, y excelentísimo señor
don Juan José Lucas Giménez.

Señorías, este dictamen es favorable y no propone in-
compatibilidad alguna en relación con los citados señores
senadores, motivo por el que, de conformidad con el ar-
tículo 16.1 del Reglamento del Senado, se formula como
dictamen de lista.

La Ponencia constituida en la Comisión examinó con
todo detenimiento las declaraciones formuladas por los se-
ñores senadores citados y en algunos casos requirió de ellos
las aclaraciones y documentación complementarias que es-
timó oportunas. La Ponencia designada en la Comisión pro-
puso la aprobación de este dictamen favorable, que se llevó
a efecto en la reunión celebrada del pasado día 3 de junio de
2002 y se publicó en el Boletín de la Cámara, Serie I, nú-
mero 446, de 6 de junio de 2002, y por tanto, es conocido
por todas sus señorías. Como expresa el propio dictamen, su
aprobación tuvo lugar por unanimidad de la Comisión. 

En definitiva, señorías, no me cabe si no solicitar de todos
ustedes la aprobación de este dictamen por no existir causa
alguna de incompatibilidad en los señores senadores citados.

Muchas gracias.

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor Presi-
dente de la Comisión.

Al no existir ningún voto particular ni ninguna incom-
patibilidad se solicita a la Cámara la aprobación del dicta-
men por asentimiento. (Pausa.)

Queda aprobado el dictamen emitido por la Comisión
de Incompatibilidades en los términos en los que aparece
publicado.

CONOCIMIENTO POR EL PLENO DE TRATADOS Y
CONVENIOS INTERNACIONALES REMITIDOS POR
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS:

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA FRANCESA EN MATERIA DE
PROTECCIÓN Y DE SEGURIDAD CIVIL, HE-
CHO EN PERPIÑÁN EL 11 DE OCTUBRE DE
2001 (S. 610/000161) (C. D. 110/000159).

La señora PRESIDENTA: Punto séptimo del orden del
día: Conocimiento por el Pleno de tratados y convenios in-

ternacionales remitidos por el Congreso de los Diputados.
Convenio entre el Reino de España y la República Fran-
cesa en materia de protección y de seguridad civil, hecho
en Perpiñán el 11 de octubre de 2001.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— CONVENIO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICO-
TÉCNICA ENTRE ESPAÑA Y UCRANIA, HE-
CHO EN KIEV EL 7 DE NOVIEMBRE DE 2001
(S. 610/000162) (C. D. 110/000160).

La señora PRESIDENTA: Convenio de cooperación
científico-técnica entre España y Ucrania, hecho en Kiev
el 7 de noviembre de 2001.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— ACUERDO PARA LA CONVERSIÓN DE LA OFI-
CINA INTERNACIONAL DE LA VIÑA Y EL
VINO, EN ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL
DE LA VIÑA Y EL VINO, HECHO EN PARÍS EL
3 DE ABRIL DE 2001 (S. 610/000163) (C. D.
110/000162).

La señora PRESIDENTA: Acuerdo para la conversión
de la Oficina Internacional de la Viña y el Vino en Organi-
zación Internacional de la viña y el vino, hecho en París el
3 de abril de 2001.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPÚBLICA DOMINICANA RELATIVO A LA
REGULACIÓN Y ORDENACIÓN DE LOS FLU-
JOS MIGRATORIOS LABORALES, HECHO EN
MADRID EL 17 DE DICIEMBRE DE 2001
(S. 610/000164) (C. D. 110/000163).

La señora PRESIDENTA: Acuerdo entre el Reino de
España y la República Dominicana relativo a la regulación
y ordenación de los flujos migratorios laborales, hecho en
Madrid el 17 de diciembre de 2001.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPÚBLICA DE ISLANDIA PARA EVITAR LA
DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN
FISCAL EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE
LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO Y PROTO-
COLO, HECHOS EN MADRID EL 22 DE ENERO
DE 2002 (S. 610/000165) (C. D. 110/000164).
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La señora PRESIDENTA: Convenio entre el Reino de
España y la República de Islandia para evitar la doble im-
posición y prevenir la evasión fiscal en materia de impues-
tos sobre la renta y sobre el patrimonio y Protocolo, hechos
en Madrid el 22 de enero de 2002.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— CONVENIO ENTRE ESPAÑA Y AUSTRALIA SO-
BRE SEGURIDAD SOCIAL, HECHO EN MADRID
EL 31 DE ENERO DE 2002 (S. 610/000166) (C. D.
110/000165)

La señora PRESIDENTA: Convenio entre España y
Australia sobre Seguridad Social, hecho en Madrid el 31
de enero de 2002.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento.

— CONVENIO CELEBRADO POR EL CONSEJO DE
LA UNIÓN EUROPEA DE CONFORMIDAD CON
LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 34 DEL
TRATADO DE LA UNIÓN EUROPEA RELATIVO

A LA ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PE-
NAL ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA
UNIÓN EUROPEA, FIRMADO EN BRUSELAS EL
29 DE MAYO DE 2000 Y DECLARACIONES QUE
ESPAÑA DESEA FORMULAR EN EL MOMENTO
DE SU ACEPTACIÓN (S. 610/000167) (C. D.
110/000166).

La señora PRESIDENTA: Convenio celebrado por el
Consejo de la Unión Europea de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 34 del Tratado de la Unión Europea
relativo a la asistencia judicial en materia penal entre los
Estados miembros de la Unión Europea, firmado en Bru-
selas el 29 de mayo de 2000 y declaraciones que España
desea formular en el momento de su aceptación.

¿Puede aprobarse? (Asentimiento.)
Queda aprobado por asentimiento, y en consecuencia,

se autoriza en este acto para que el Gobierno pueda prestar
su consentimiento para obligarse por medio de los conve-
nios citados.

El próximo Pleno se celebrará el martes, día 25 de ju-
nio, a las dieciséis horas.

Señorías, se levanta la sesión.

Eran las catorce horas y cuarenta minutos.
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